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Profunda y luminosa huella niarca en la vida de la 

administración de justicia la acción de gobernantes y 
legisladores, durante el año judicial que acaba de trans- 

currir. 

Como la gota de agua, que perfora la piedra, non v i  

sed sepe cadendo, lenta, pero eficazmente, se va llevando á 

nuestro Derecho positivo una fecunda transformación, 

que no puede menos de influir en el próspero desenvol- 

vimiento de los intereses individuales y sociales. Y es la 

justicia cosa tan alta, de tan delicada fibra y contextura, 

ya que de su savia <se mantiene el mundo y es pro muy 
' grande d que de ella naces, como apuntó e1 legislador 

de las Partidas, que jamás rebasarán la medida de la ne- 

cesidad y la conveniencia cuantas iniciativas se dirijan, 

cuantos esfuerzos se dediquen á mantener sus fueros, 

abrillantar sus armas y consolidar y enaltecer sus pres- 

tigio::. 



A estos fines han de contribuir, sin duda, los nuevos 

textos legales últimamente promulgados, ya establecien- 

do la condena condicional, ya declarando nulos los con- 

tratos de préstamo en que se estipule un interes notable- 

mente superior al normal del dinero, ya regulando la re- 

tención de haberes de Generales, Jefes y Oficiales del 

ejército y la armada, ya modificando algún articulo del 

Código de Comercio, respecto del cual y abarcando la 

importante materia de suspensiones de pagos y quiebras 

de Compañias de ferrocarriles, existe también un intere- 

sante proyecto sometido por V. E. al parlamento, como 

lo está á la vez la reforma de la Ley Hipotecaria, votada 

por el Senado. 

No dejará asimismo de colaborar provechosamente 

en el mejoramiento de los servicios judiciales la nueva or- 

ganización dada á los Cuerpos de Vigilancia y Seguridad 

y en general á la Policia gubernativa, con orientaciones 

acertadas para hacer práctica su misión, tan intimamente 

ligada á la eficacia del enjuiciamiento en uno de los 6r- 

denes mis  trascendentales á la vida social: la represión 

de los delitos. 

Todo ello es obra de patriótico afianzamiento del Es- 

tado y no alcanza éste en los presentes momentos respe- 

to tan incondicional y unánime que sea licito desdeñar 

las crecientes exigencias de las organizaciones que lo ci- 

mentan, erigiéndolo en base, sfmbolo é instrumento de 

nacionalidad. 



Estado de la administración de justicia. 

Las anteriores indicaciones llévanme como de la 

nano  á señalar ante todo una nota caracterfstica de de - 
lincuencia, especial y anómala, que de algiin tiempo á 

esta parte repercute harto frecuentemente en las estadis- 

ticas de nuestros Tribunales: los .mueras á España* han 

brotado de blasfemos labios, confundidos con vivas á de- 

terminadas comarcas, como si la unidad de patria común, 

que es identificación de idealer;, asociación-de fuerzas, mu- 

tualidad de auxilios, los sacrificios atenuados, las glorias 

compartidas, en aquella ~inconsútil soberania~ de que 

liabló orador insigne, representara una traba para la feli- 

cidad y el'progreso de las distintas regiones, un grava- 
' 

men que las abruma 6 una historia que las deshonra. 

Zurcidos más que unificados por los Reyes Católicos 

los dominios que bajo su poder se congregaron, parecfa 

que, á través de cuatro largos siglos de convivencia, el 

hilván habia llegado á confundirse con la trama, borradas 

las diferencias de origen ante la igualdad de régimen y 



de ambiente.. . Lo cual no se dpone al recuerdo vivo, a -  

culto perenne de las glorias y las grandezas que nos se- 

pararon y que, como dijo Valera, no deben menosca- 

bar el concepto de las que alcanzamos y podemos alcan- 

zar unidos. 

'El partido antiguamente llamado áizhaitarra y en la 

actualidad naczonalistn-escribe el Fiscal de la Audien- 

cia de Bilbao,-ha emprendido una campaña activa, por 

medio de la prensa y de la asociación, constituyendo 

batzokis 6 sociedades en casi todos los pueblos de la pro- 

vincia y llevando sus doctrinas á los demás de linaje 

vasco, en los cuales el germen de discordia, que entrañan 

las ideas del nacionalismo, ha comenzado á fructificar. 

De este modo se agrava el mal, derivado de la existen- 

cia de un partido, cuyas predicaciones se enderezan á 

instituir un poder autónomo frente al Estado español, 

ligado sólo á él por la Corona.-Y aun sin este lazo, según 

los más radicales. 

.El centro de donde parte la agitación nacionalis- 

ta-continila dicho funcionario-se halla en Bilbao; de 

aqui salen comunicaciones para fundar batzohis; aquí 

se organizan expediciones, con carácter politico-reli- 

gioso, á fin de visitar los pueblos en que algún recuer. 

do histórico puede servir de pretexto para renovar las 

aspiraciones nacionalistas; de aqui se comunicó á Vitoria 

y San Sebastián, y se ha pretendido comunicar á Nava- 

rra, la semilla de antagonismos y rencores que amenaza 

seriamente la paz moral y material de la tierra vascon- 



gada. Auxiliar importantisiino de esta empresa es la pren- 

sa periódica, que difunde tales principios.. . .S  

Y despuks de dolerse de que, al hacerlo, emplee la 

lengua vasca, inaccesible á la mayorfa de los españoles, 

por lo cual puede acontecer que pasen inadvertidos con- 

ceptos 6 palabras punibles, observa el mencionado Fiscal 

que, como sintomas primordiales de esta activa propa- 

ganda, nótase el recrudecimiento de antiguas disensio- 

nes, la acentuación de sentimientos de repulsión para los 

que no son vascongados, el afán de vincular en éstos 

los cargos públicos, acaparando especialmente 10s de 

elección popular, á fin de disponer de todos los elemen- 

tos de influencia, administración y mando, que den faci- 

lidades 5 la realización de miras exclusivistas. 

(Mantienen la agitación-añade-ron mitins y re- 

uniones continuas, procuraiido convertir en centros de 

nacionalismo las sociedades de recreo y hasta las benéfi-, 

cas, y explotando el sentimiento religioso y el amor de 

estos habitantes á las costumbres y usos tradicionales 

del país ... 8 

Bueno será añadir que si el lurado se muestra ordi- 

nariamente propenso á absolver á los culpables de delitos 

engendrados con estas tendencias, el Tribunal de Dere- 

cho ha dado en fecha reciente gallarda muestra de indi- 

pendencia y rectitud, imponiendo severas penas á reos 

de nefandos gritos, según sentencia que cifra el propósi- 

to de la ley de 23 de Marzo de I 906 gen la necesidad de 

poner el honor y la dignidad de la nación y sus regio- 



nes á cubierto de aquellos ataques y ofensas que, por las- 

timar en lo más vivo el sentimiento nacional 6 regional, 

pueden dar lugar á que se perturben fácilmente la paz y 
'armonfa que entre los españoles todos debe reinar y que 

es  de interés pfiblico mantener;, castigando por ello to- 

dos los actos ejecutados con carácter de hostilidad, odio 

6 desprecio á la nación 6 á las regiones que la integran. 

El Fiscal de ia Audiencia de San Sebastián recoge 

también el eco del Bizknitarrr's7n0, que cdesgraciada- 

mente-dice-ha comenzado á echar raices en esta pro- 

vincia, al amparo de instintos suicidas de algunos jóve- 

nes ofuscados.. . 
<Pocos son, no obstante, - agrega-los procesos 

aqui formados por delitos de ultrajes á la nación, y el sa- 

ludable rigor con que algunos de ellos han sido castiga- 

dos y la rapidez con que se tramitan tales procesos, ha- 

cen confiar en que los exaltados secuaces del flamante 

nacionalismo abandonen el mal camino que emprendie- 

ron y se limiten á defender la autonomia económico-ad- 

ministrativa y la reintegración de sus antiguos fueros y 
franquicias á la sombra de la patria española. r 

Finalmente, el Fiscal de la Audiencia de Barcelona 

advierte, por su parte, que ha disminuido notablemente 

en  el territorio de la misma el número de atentados de 

esta naturaleza, á contar desde el mes de Abril iiltimo, 

sin que de entonces á acá haya sido menester formular 

querella alguna de tal fndole. 

El desuso de las leyes, por falta de motivo real para 
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aplicarlas, es siempre el más justificado origen de su de- 

rogación. ¡Ojalá que de tal suerte pueda razonarse la que 

piden insistentemente los que claman contra todos los 

preceptos de la llamada ley de jurisdicciones, en la cual 

habrá al fin que separar, como en la parábola del Evan- 

gelio, la cizaña de la buena hierba! ... 
Necesario es reconocer que adolece de sensibles defec- 

tos en la práctica la ejecución de dicha ley. Encomendada 

la inspección de las causas que comprende á la Sila de 

Gobierno de este Tribunal Supremo, mediante infor- 

mes de la Inspección de Tribunales y de esta Fiscalfa, se 

han puesto en claro errores 6 omisiones de substancia- 

ción, que si no se remediaran, llevarfan al fracaso fun- 

damentales propósitos de aquel cuerpo legal. Es frecuente 

que los mandamientos de embargo no reúnan todos los 

requisitos indispensables; que el Oficial de Sala retenga 

indebidamente el proceso en su poder después de hechas 

las notificaciones; que el emplazanliento se decrete por 

mas de cinco dlas, contra lo prescripto en el art. 7.'; que 

se confirme el auto de terminación del sumario sin oir al 

Fiscal; que no se remitan á la Audiencia los números de 

periódicos o,upados como piezas de convicción; que se 

aplace el señalamiento de la vista, prolongando irregu- 

larmente la conclusión de la causa; que se declare la in- 

solvencia sin practicarse diligencia de  embargo; que n 

las Secretarfas de las Aud encias duerman los procesos 

durante varios dlas, esterilizándose lastimosamente la 

acción judicial; que se retrasen indefinidamente ciertas di- 



ligencias sin imprimirles la actividad que la ley exige. 

Finado ya el que pudiera considerarse periodo de ensayo 

de esta legislación, que no sólo ereó delitos, sino que es- 

tableció un nuevo sumarisimo procedimiento, es de espe- 

rar que éste corresponda en adelante á la índole y la 

gravedad de aquéllos. 

Abundan á la vez otros hechcs que también quebran- 

tan la institución-Estado y que revelan, más que perver- 

sidad del alma, soberbia 6 incultura de la inteligencia; 

los cometidos contra la autoridad, desconociendo las pre- 

rrogativas del Poder p~blico, que garantiza la coexisten- 

cia en común. El Fiscal de la Audiencia de Valencia, en 

cuyo territorio menudean estos delitos, los atribuye es- 

pecialmente á la relajación de la disciplina social, al espf- 

ritu de rebelión contra toda superioridad en grado y je- 

rarquía, por elevada y sagrada que sea, y á la burla cons- 

tante, al vilipendio diario, al ludibrio sistemático á que se 

ven sometidos autoridades, funcionarios y agentes de la 

Administración, en periódicos, reuniones, teatros y círcu- 

los de todas clases. 

<El mal es tan hondo-dice-que, de no oponerle 

enérgicos remedios, se hará imposible el ejercicio de la 

autoridad para toda persona que estime en algo su tran- 

quilidad, su reputación y su buen nombre. D Es verdad. Y 
á los Tribunales toca muy singularmente la misión de res- 

taurar el principio de autoridad, rodeándolo delos respe- 

tos que merece, bajo el escudo de una severidad inconci- 



liable con toda tolerancia enervadora. Son frecuentes los 

casos de jóvenes juerguistas, según el argot en USO, á 

quienes-perdida la razón-les da por insultar, abofetear 6 

apalear á los agentes de la autoridad. El vino, ;a vagancia, 

la falta de sólida educación, sirven de seguro vehfculo al 

escándalo y la delincuencia ... Por eso-y me complazco en 

repetirlo-es unánime el aplauso con que r n las Memorias 

que tengo á la vista se aco ge  y elogia la disposición gu- 

bernativa que reglamenta el cierre de las tabernas. Asi 

como, en otro sentido, resulta igualmente laudable la 

prohibición de la venta y uso de armas ilfcitas. 

El vino y la navaja, bravucones protagonistas de. 1 tantos Y groseros drzmas, se pasean en triunfo al través de 

nuestras estadísticas penales, cubriendc de cifras el resu- 

men de las más repulsivas infracciones de la ley. 

No resisto la tentación de reproducir la siguiente 

breve y expresiva monograffa de aquella arma cana- 

Ilesca: 

aLa navaja-expone un notable publicista-es uno 

de los más mortiferos microbios de la criminalidadespa- 

ñola, y si aquí se tuviese idea de que en la patologia so- 

cial, como en la patologia humana, conocer la etiología 

es tener abierto el camino para llegar á la curación, el 

problema de la navaja seria el que más preocupase á so- 

ciólogos y criminalistas. Suprimida la navaja, no habrfan 

quedado destruidas, es cierto, Ias pasiones que suelen 

impulsarlas; pero aquf, en esta tierra de espíritus vehe- 

mentes que en su misma vehemencia tienen una causa 



de rapidísimo gasto de fuerza nerviosa, seria cortar la ac- 

ción hacer lo necesario y suficiente para que la fatiga 

de los nervios trajese la reacción de calma que, aun sin 

contar con la reflexión, bastarfa á evitar muchos crfme- 

nes en que pone, por lo menos, tanto como el calor de 

las pasiones, la facilidad con que la mano encuentra un 

instrumento mortffero. n 

Y en cuanto á la necesidad de reprimir la embria- 

guez, permitame V. E. que, reproduciendo datos recien- 

temente publicados, invoque las enseñanzas de la formi- 

dable campaña emprendida en Inglaterra contra el alco - 
holismo, ante los perniciosos efectos alli, como en todas 

partes, producidos por el lamentable abuso de las bebi- 

das a intoxicantes S ,  según las llaman con buen acuerdo 

los ingleses. Una estadística leida en pleno Parlamento 

demuestra que el consumo de cerveza llega á la propor- 

ción de unos I 35 litros al año por hatitante. No es, en 

verdad, posible establecer la tasa de la bebida; pero sf lo 

es llegar á la reducción de las tabernas, restringiendo la 

concesión de licencias que las autoricen. Y á eso tiende la 

presentación de la li~onsing-biZZ, que fija un plazo de 

catorce años para conseguir una especie de amortización 

de bnrs, de los cuales sólo en Londres deben desapare- 

cer unos catorcemil. Con este proyecto se relaciona el del 

monopolio de las bebidas espirituosas 6 alcohólicas por 

el Estado inglés. Y es á la par curioso y edificante que 

mientras aquf se pide con voces altaneras y poco menos 

que ejercitando un sagrado derecho, el libre culto del 



clásico ccpeo hasta en domingo, celébranse en el Reino 

Unido las más grandes manifestaciones en apoyo del Go- 

bierno, á quien un pafs, tan sinceramente democrático 

corno aquél, presta su decidido concurso en obra autori- 

tarianiente dirigida á reformar costumbres, cerrar esta- 

blecimientos comerciales y limitar una industria. 

Paralelamente los informes de los Prefectos de varias 

poblaciones de Sicilia, declaran unánimes que el aumento 

de criminalidad que allf se nota obedece al exceso de 

producción vinicola, porque la superabundancia de vino 

es tal, que los cosecheros, no sabiendo qué hacer de 61, 

han acudido á un medio originalfsimo: aabrir las bodegas 

á los bebedores, cobrándoles diez céntimos por hora y 

quince por dos horas de estancia y bebida libre. La bo- 

rrachera es libre también, naturalmente, y no pasa dfa 

sin que á la puerta de cada bodega haya rifias y colisio- 

nes sangrientas. S 

Contra este pernicioso abuso de la bebida, las prác- 

ticas dogmatizadas por los CZz~bs de Za tempZnnza, en va- 

rias naciones constituidos, difunden bienhechoras ráfagas 

de salud de cuerpo y de alma, que orean y purifican la 

vida social. Por tales caminos se va derechamente á la 

inaplicacii5r1, en gran parte al menos, de las leyes pe-- 

nales. 

Los crfmenes del terrorismo, manifestación también- 

tremenda y sanguinaria-de odio al Estado, de aversión 

á la sociedad, de cruel ensañamiento inhumanitario, han 
2 



recibido rigurosa sanción ante el Jurado barcelonés, cuya 

viril entereza de juicio ha conquistado generales simpa- 
, 

L' tias. El suceso está fielmente narradopor el Fiscal de , 
aquella Audiencia. 

A la primera sesión- dice-y al primer Ilamamien- 
2; 

to, concurrió desde luego niímero suficiente de Jurados 

para constituir el Tribunal, verificandose el sorteo y asis- 

tiendo los catorce por él designados á todas las sesiones, 

excepto uno, que enfermó ... Y aquel Tribunal de hecho, 

formado por honrados vecinos de la ciudad de Barcelo- 

na, no influidos por el clamoreo general de la prensa, ni 

por sugestiones personales, ni aun por lo que individual- 

mente pudieran afectarles los terribles estragos que ha- 

bian ocasionado los explosivos, sino apreciando con sere- 

na y recta conciencia las pruebas aducidas y convencidos 

de la culpabilidad imputable á la mayoría de los procesa- 

dos por los seis delitos motivo y base de las acusaciones 

pública y privada-pues respecto de otros tres sobreseyó 

la Sala de Justicia en tiempo oportuno-dieron un vere- 

dicto que, en opinión de esta Fiscalía, es una página de 

gloria para la institución del Jurado, evidenciando espe - 
cialmente que cuando adquieren los ciudadanos verdade- 

ra convicción de la culpabilidad, no influye lo más mfni- 

mo en su ánimo la gravedad de las penas que hayan de 

imponerse, penas que, á pesar del precepto legal referen- 

te  á la ignorancia de las mismas, por unos ú otros me- 

dios son conocidas en la mayorfa de los casos por los 

que están llamados á resolver...)) 



Pero no es sólo~de Estado la crisis por la cual atra- 

vesamos: cristalizan simultáneamente las crisis de la pro- 

piedad y de la familia, y en general la crisis de la mora- 

lidad, que explica la creciente difusión de todos los de- 

litos. 
Los de falsedad han adquirido caracteres de grave- 

dad e x t r a d o b r e  todo, con relación á las falsi- 

ficaciones de moneda: se falsifican los billetes de Banco, 

se falsifican los duros y las pesetas, conforme han descu- 

bierto investiga-iones oficiales, que han dado origen á 

diversas disposiciones gcbernativas y legislativas. 

Es un hecho que desde hace años circula una canti- 

dad mayor 6 menor de piezas, de ley igual 6 aproxima- 

da á las de cuño auténtico. Indudablemente hay que 

poner término á la situación asi creada, que puede di- 

manar en cierto modo de la lenidad con que han sido 

falladas las causas de que ha conocido el Jurado. Las 

absoluciones han alentado el fraude. Los más abruma- 

dores indicios no se consideran muchas veces prueba su- 

ficiente, como si fuese preciso sorprender á las falsifica- 

dores en flagrante fabricación, manejando prensas y 
troqueles, para que su culpabilidad resultase clara. Nada 

más tentador para las conciencias flexibles, cuyo termó- 

metro marca sólo las diferencias del lucro, aunque se de- 

rive del agio, que un delito que produce mucho y se cas- 

tiga poco. Y, según se ha expuesto discretamente, en los 

demás paises se puede obtener la misma ganancia en la 

acuñación de moneda ilegltima de plata, y sin embargo, 



son menores, en nrírnero y cantidad, las falsificaciones 

que se hacen, merced á la mejor policfa que en ellos 

existe y á la mayor severidad en el castigo. <No será éste 

uno de los delitos que debedan sustraerse de la conipe- 

tencia del Tribunal popular?...-Estimo que esto seria 

preferible á una agravación de las penas, si habfan de se- 

guir inaplicadas. 

El bandolerismo organizado con tan fieros alardes y - tan seguros exitos en Andalucfa durante al,@n tiempo, 

se lia extinguido 6 está en vías de extinguirse, como 

hace constar el Fiscal ¿e .la Audiencia de Sevilla. Atina- 

das medidas de Gobierno han puesto fin á ese resurgi- 

miento de nuestra bochornosa leyenda de otra época. 

Mucho puede la celosa persecucibn de la Giiardia civil; 

pero el factor decisivo en contra de la cronicidad de estos 

males es la cooperaci6n social que hay derecho á pedirá 

los habitantes de las zonas infestadas. Sin ella, ni las 

autoridades gubernativas, ni sus agentes, ni los Tribuna- 

les, por consecuencia, faltos de elementos enjuiciables, 

pueden halagar la esperanza de triunfar, sino B la larga, 

en lucha, igualmente tenaz y empeñada, con los bandi- 

dos y con sus encubiertos protectores y auxiliares. Es de 

necesidad, además, atender á la custodia de la propiedad 

en  los campos, complementando la seguridad de las per- 

sonas en fincas apartadas de las poblaciones, mediante 

la creación de la guarderia rural. La función de la vi- 

gilancia piiblica ofrece mfiltipies aspectos, y no puede ne- 



garse que es éste, hasta lioy abandonado por penurias 

financieras, uno de los que con mayor apremio demandan 

enérgicas iniciativas gubernamentales. 

La ley de condena condicional, tan afortunada en su - 
inspiración como en su texto, está siendo aplicada sin di- 

ficultad alguna. 
Esta Fiscalfa, conforme consta á V. E., acudiú desde . 

el primer momento á comentar y esclarecer debidamente 

los diversos problemas planteados por los nuevos pre- 

ceptos. Y no debe ocultar el que suscribe que la Circular 

de 2 de Abril iiltimo, más adelante incluida, lia orientado 

ventajosamente la acción del Ministerio público, salien- 

do al encuentro de las dudas con que la práctica pudiera 

entorpecer los beneficios justamente esperados de aque- 

lla sabia institución. Asi lo manifiestan á coro las Memo- 

rias que se me han remitido, sin que con posterioridad á 

dicho documento haya habido necesidad de dar nuevas 

instrucciones, salvo en algún caso de exigua monta, res- 
f 

pecto del cual encontrará V. E. la huella correspondien- 

te en su adecuado lugar. Y no he de terminar esta refe- 

rencia á la ley del r 7 de Marzo del corrienteaño, sin lia- 

cerme eco de alguna indicación digna de ser recogida. 

Hay ? ribunales que muestran invencible repugnancia 

á otorgar la suspensión de la pena. Bien es verdad que 

jurisconsultos distinguidos, alguno singularmente carac- 

terizado, no recatan el temor de que nuestra justicia 

sufra hondo menoscabo gracias á este nuevo elemento 



juridico, que consideran perturbador de la inflexible ob- 

servancia de la ley. 

Sirva, no obstante, á V. E. de galardón legltimo por 

su feliz iniciativa, el beneplácito general con que la re- 

forma ha sido recibida por cuantos han podido contrastar 

sus resultadcs en las naciones,'donde, desde 1878, en 

el Estadc de Massachussets, hasta la fecha, ha sido plan- 

teada. Es un perdón provisional que predispone á la co- 

rrección y tan conforme con las inclinaciones humanas, 

que une hábilmente la piedad con la amenaza, retrayen- 

do al que por p;imera vez cayó en la culpa de reincidir 

en ella, solicitado á la vez por el recuerdo de la gracia 

que obtuvo, y por el peligro del rigor con que en lo fu- 

turo habrfa de ser tratado. Por eso se reputa ,ley de  

atenuación y agravación á un tiempo mismo. Carece to- 

davia la estadistica de datos suficientes para deducir lo 

que significa entre nosotros la condena condicional, á 

partir del dla en que se implantó. Pero no es dudoso, á mi 

juicio, que ha de responder gallardamente á los fines que 

la recomiendan, siempre que los Jueces encargados de 

aplicarla se compenetren de su espfritu, que no es otro 

que el de someter á un trato prudenteniente discrecio- 

nal-y no obligatorio, sino en los casos expresamente 

determinados por la ley-la ejecución de las sentencias 

á que es aplicable en consonancia con los caracteres per- 

sonales del reo y los accidentes de la pena y del delito. 

Una duda se ha presentado, respecto de la cual creo 

deber decir algunas palabras. Establecido por el art. 5.@ 



el deber de los Tribunales de aplicar la condena condi- 

cional, por ministerio de la ley, al reo mayor de nueve 

años y menor de quince, habiendop5r~1, c 1 1  di;--rni- 

miento, ¿se reputará que el precepto es de tal generali- 

dad y alcance que hay que cumplirlo siempre, mediante 

sólo la circunstancia de la edad, sin atender á. las excep- 

ciones, que, por razón de la naturaleza de ciertos deli- 

tos, establece el art. 3.' ? En mi opinión, el caso es clarl- 

simo: las excepciones en dicho articulo consignadas cau- 

san estado con relación á todos los reos y á todas las 

circunstancias de los procedimientos á que la ley se refie- 

re. Con igual fuerza de dialéctica se podría argüir que la 

suspensión de la pena debería favorecer al delincuente 

precoz, prescindiendo del limite de la condena impuesta, 

por ejemplo. Y esto, como aquello, conducida al absur- 

do de falsear los fundamentos substanciales de la institu- 

ción, que descansa sobre principios inalterables en lo 

que afecta á la esencia de sus fines y al molde en que los 

vacian los arts. 2.O, 3 . O ,  4.' y s.', armónicos todos y tra- 

bados entre sf como columnas salomónicas 6 pies dere- 

chos de la ley. 

Señalar casufsticamente, como alguien ha pretendi- 

do, las distintas modalidades de la concesión, en todos 

los procesos comprendidos dentro de su radio de acción, 

adulterarla la naturaleza propia de este arbitrio judicial, 

puesto en manos de los encargados de administrar jus- 

ticia, considerándolos aptos para discernir cuándo puede 

estar justificado y cuándo no. 



Quizá mereciese ocupar la atención del Gobierno la 

extensión que podrfa darse á la condena condicional 

dentro de las j~irisdicciones especiales, tema que ya ha 

sido estudiado por doctas plumas y respecto del cual no 

toca al infrascrito sino circunscribirse á las irradiaciones 

de la ley comiln en el ejercicio de la función encomenda- 

da á los Tribunales de Guerra y Marina, llamados, no 

sólo á aplicar su legislación privativa con relación á sol- 

dados, jefes y oficiales, sino también á juzgar á paisanos 

y á aplicar el Código penal ordinario. 

Y en estos casos parece que un principio de justicia 

abonaria la adopción del sistema establecido por la ley 

de 17 de Marzo último, ya que es parte integrante 

del derecho vigente, complementando los preceptos con- 

tenidos en el Código de 1870 á que dichos Tribunales 

han de ajustar sus fallos en cuanto á determinados he- 

ch3s 6 personas. Las referencias que á él hacen las le- 

yes militares corroboran esta solución...-Como imponen 

la que se  deriva de las novedades introducidas por la ley 

de 3 de Enero de 1907 al convertir en faltas ciertos de- 

litos. Seria inexplicable y soberanamente injusto que, 

hecha esta rectificación en la legislación general, siguie- 

ran ajustándose á los preceptos derogados las sentencias ' 

que, con arreglo á la misma, dictan los Consejos de 

guerra. 

' No ha ofrecido tampoco serias dificultades el cumpli- 

miento de laley que reorganizó la justicia municipal. 



Asi lo exponen sin discrepancia los Fiscales que á ella 

aluden, y as1 lo demuestra el resultado de las apelaciones 

despacliadas por la Sala de Gobierno de este Tribunal Su- 

premo, del que acompaño un resumen, y en el cual podrá 

observar V. E. que de I 5 5  recursos entablados por abo- 

gados que invocabm mejor derecho que los nombrados, 

sólo han sido estimados 3; de 5 1 5  formulados por veci- 

nos, sólo lo han sido 6 ;  alcanzando la cifra mayor de esti- 

- maciones los que se fundan en la alegación de titulos 

preferentes por el orden en que deben ser atendidos, se- 

giin su respectiva calidad, pues ascienden á 629 las ape- 

laciones de esta clase y han prosperado 203. En junto, 

s e  han exaniinado I .3 83 expedientes. 

Obsérvase, en general,-y acaso sea este un defecto 

d e  la nueva organización-que los cargos de Juez y Fis- 

cal miinicipal han de ser vinculados, por el transcurso del 

tiempo, en poder de abugados, inédicos, farmacéuticos, 

veterinarios y maestros de escuela, con lo cual, lejos de 

procurarse la mayor independencia de la administración 

de justicia, en esta su más subalterna esfera, podrá suce- 

der en ocasiones que, liabiéndose aspirado á descuajar 

un caciquismo, se entronice otro no menos peligroso, so- 

bre todo en las pequeñas localidades, instituyendo con 

carácter permanente y de por vida á los que hayan de 

desempeñar tan delicada misión. 

El establecimiento de los adjuntos y la amplitud dada 

á la competencia del Tribunal municipal, son también 

puntos que habrán de contrastarse en la práctica. Por lo 



demás, se cree que todo lo que no sea formar circunscrip- 

ciones y poner en ellas al frente de las funciones judicia- 

les, con sueldo del Estado, personal extraño á la locali- 

dad y con tttulo de letrado, no producirá ventaja positiva 

en bien del interés de la justicia.-Transforn~aciones 

como ésta no se realizan sino por etapas, sobre todo 

cuando tan intiinamente se rozan con la organización 

general de los Tribunales. 

Poco nuevo se puede decir respecto del Jurado, so- 

metido todos los años, en la ocasión solemne que motiva 

este escrito, á concienzudo y detenido estudio, que ha 
\ 

puesto en relieve asf sus preeminencias como sus deme- 

dros. No insistiré por ello en repetir una vez más frases 

estereotipadas, que lo presentan como muy propicio á 

aceptñr la mayor blandura en los delitos contralas per- 

sonas, llegando á las fronteras de la impunidad en cau- 

sas por falsedad, malversación, imprudencia temeraria y 

otras análogas, á cambio de mostrarse implacablemente 

severo en las instrufdas por delitos contra la propiedad. 

El Fiscal de la Audiencia de Madrid diserta con 

acierto sobre la forma de redactar las preguntas del ve- 

redicto, pues aun cuando el art. 72 de la ley establece 

las reglas á que los presidentes deben acomodarlas, esto 

no obsta á que la premura del tiempo y las complicacio - 
nes del debate impidan no pocas veces que se hagan 

con la concisión y 13 claridad necesarias .para su mejor 

comprensión. Como demostración de este aserto, cita un 



juicio por delito de parricidio, en el que, contra la califi- 

ción fiscal, la defensa del procesado sostuvo que s610 se 

trataba de homicidio, en razón á no haber sido inscripto 

en el Registro civil el matrimonio canónico celebrado 

entre el culpable y su vfctima. 

<Por virtud de esa divergencia entre las partes- 

dice-y como atribución propia y exclusiva de los jue- 

ces de hecho, se debió somzter á su deliberación la pre- 

gunta que fijara de un modo claro la celebración 6 no 

del matrimonio aludido y su inscripción en el Registro 

civil; pero en vez de hacerlo así y dejar para e1 Tribunal 

de Derecho la apreciación juridica que estos hechos me- 

recieran, con infracción manifiesta de1 párrafo último 

del art. 76 en relación con el 72  de la Ley del Jurado, y 
como dnica pregunta concerniente á tales extremos, se 

formuló la del tenor siguiente: Al realizar los hechos a 
que se refiere la primera pregunta, el procesado testaba 

e a  

casado en legitimo matrimonio con la interfecta? Motivo 

por el cual, habiéndose contestado negativamente, se ori- 

ginó que el delito no se calificara sino de simple homicidio 

y que, consentida tal pregunta sin protesta del Ministerio 

fiscal, se viera éste privado de utilizar contra la sentencia 

e1 recurso de casación por quebrantamiento de f0rma.n 

Subsiste, por otra parte, la repugnancia á conside- 

rar como honor, como derecho, ni aun como deber, la in- 

vestidura de jurado; es carga onerosa, que se soporta 

con más 6 menos resignación y que siempre que se puede 

s e  esquiva con más 6 menos habilidad. 
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a Revelan esta repugnancia-escribe el Fiscal de Va- 

lencia-la falta de reclamaciones para la inclusión en 

las listas, las certificaciones de enfermedad excusando la 

asistencia, la satisfacción visible de los que por recusa- 

ción 6 por azar de la suerte quedan exentos de formar 

tribunal, la contrariedad poco disimulada cuando les co- 

rresponde funcionar y las manifestaciones extrajudicia- 

les hechas siempre que se presenta ocasión oportuna. * 
A su entender-y probablemente no va descamina- 

do-se disminuiríaesta repugnancia si se sustrajeran de 

la competencia del Jurado los delitos de pequeña enti- 

dad, si se constituyese el Tribunal con menor número 

de individuos y si éstos fuesen sorteados desde luego en 

€1 acto á que se refiere el art. 44 de la Ley, pues asi las 

cesiones durarian poco y s610 de tarde en tarde corres- 

ponderia á cada cual actuar como juez de hecho. 

La escasez de personal en las Piscalias y el abruma- 

dor trabajo que sobre SI pesa, imposibilitan frecuente- 

mente la inspección directa de los sumarios, aun en los 

casos en que más conveniente seria para encauzar debi- 

damente desde el primer momento la acción judicial. No 

es, por tanto, extraño que se éjercite aquélla por medio 

de testimonios, no siempre eficaces para la realización de 

los fines de la justicia. 

Y ya que de deficiencias de personal hablo, no lie 

de dejar de rogar á V. E. con el mayor encarecimiento 

en pro del mejor servicio, como lo hice también el año, 



próximo pasado, que se digne proponer á las Cortes el 

aumento dela dotación del material asignado á las Fisca- 

llas, para que en ellas se pueda contar con el auxilio in- 

dispensable de uno, dos 6 más escribientes, de que hoy 

carecen, hasta el punto de que hay Fiscal que escribe de 

su puño dictámenes y comunicaciones. 

No ofrece la jurisprudencia en lo civil ninguna fiue- 

va importante declaración que abra perspectivas ignora- 

das á la interpretación de nuestro Dereclio vigente. Ni 

en lo criminal se registra tampoco fallo alguno que en- 

camine por distintos rumbos que hasta la hora presente 

la acción represora de la justicia penal. 

Tiene, sin embargo, interés, en materia tan delicada 

como la prescripción de los delitos, la doctrina sentada 

por este Tribunal Supremo, en sentencia de 5 de Fe- 

brero del corriente añ3, con motivo de actuaciones pro- 

cedentes de la Audiencia de Sevilla, en las cuales, con- 

fesada por tres procesados-una mujer y dos hombres- 

la muerte violenta que dieron al marido de la primera, 

se ha absuelto á los reos, declarándoles indemnes de toda , 

pena. Las vicisitudes del proceso le dan especial realce 

como ejemplar adecuado para figurar en un museo de 

curiosidades judiciarias. 

Desaparecido de entre sus convecinos un individuo, 

sin que se explicase la causa de su aiisencia, se instruye- 

ron diligencias para averiguar su paradero, las cuales 

resultaron absolutamente ineficaces, no llegándose por 
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lo pronto á dirigir el procedimiento contra persona al- 

guna. A excitación de esta Fiscalía, se levantó posterior- 

mente la suspensión de las actuaciones, que se dirigieron 

ya contra los tres procesados confesos hoy de su delito, 

pero encerrados entonces en la más rotunda negativa; 

por lo cual, y no habiéndose adquirido otras pruebas, se 

sobreseyó de nuevo provisionalmente. Desde aquella fe- 

cha hasta 1936, en que se abrió por última vez el pro- 

ceso, han transcurrido veintiún aíios y medio; con exce- 

so, por consiguiente, el plazo de veinte aíios que para 

la extinción de la responsabilidad penal requiere el ar- 

tfculo 133 del Codigo en punto á delitos como el de que 

se trata. Pero durante ese perfodo se formuló una de- 

nuncia que da lugar á discutir si se habia interrumpido 

6 no la prescripción, planteándose, en presencia de lo 

dispuesto en los dos últimos párrafos del citado art. I 3 3, 

las cuestiones siguientes: ¿desde cuándo comenzó á co- 

rrer el tCrmino de la prescripción, ya que parece dedu- 

cirse que el delito no fuC conocido el dia en que se co- 

metió?; ¿cuándo debe declararse que fué descubierto, una 

vez que hasta que lo confesaron los culpables cabrfa su- 

poner que no se tuvo certeza del mismo?; jcuáildo se in- 

terrumpió el procedimiento seguido contra los reos?.,. 

La sentencia que resuelve el recurso de casación con- 

testa categóricamente estas preguntas. 

aconsiderando-dice-que con arreglo al art. I 3 3 

del Código penal, el término de la prescripción de la ac- 

ción penal 6 del delito principia á correr desde el día en 



que éste se cometa, siendo conocido, 6 en otro caso desde 

que se descubra y empiecen á instruirse diligencias ju- 

diciales para su averiguación y castigo y se interrumpe 
(vocablo que no se emplea en su sentido léxico, sino en 

el que le atribuye la doctrina de los tratadistas y la ju- 

risprudencia de esta Sala, que vale tanto como suprimir, 

anular 6 dejar sin efecto el tiempo transcurrido anterior- 

mente) deSde que el procedimiento se dirija contra el 

culpable: reglas de derecho que no deben interpretarse 

con criterio restrictivo dada la naturaleza de esa institu- 

ción que concuerda con los fines de la pena y con el re- 

sultado deprimente que la acción del tiempo ejerce en la 

conciencia social perturbada por el delito, como en lo que 

es humano, hasta llegar á borrarlo del recuerdo de los 

hombres, haciéndole perder toda actualidad para conver- 

tirle en hecho pasado, sometido cuando más á la critica 

d e  la Historia; 

*Considerando que en el caso actual, aunque se ad- 

mitiera que el delito quedó oculto el dfa de su perpe- 

tración y los subsiguientes durante los cuales se instru- 

yeron diligencias para averiguar el paradero del interfec- 

to, es indudable que hubo de conocerse, produciéndose 

al ser descubierto la consiguiente alarma en la opinión, 

cuando por excitación de la Fiscalfa de este Tribunal Su- 

premo se levantó la suspensión antes decretada, y en las 

nuevas diligencias sumariales se dirigió el procedimiento 

contra los tres procesados como presuntos autores de la 

muerte de  José Martinez de la Cámara; y partiendo de 



tal supuesto, es indudable también que desde que se dic - 
t6 nuevo auto de sobreseimiento provisional en 3 I d e  

Octubre de 1884 debe computarse el plazo de la pres- 

cripció ni 

u Considerando que este plazo continuó sin estorbo 

legal alguno hasta el 14 de Abril de 1906 en que 

se abrió por última vez el proceso á que puso térmi- 

no la sentencia recurrida, transcurriendo eñtre ambas 

f2chas con exceso el plazo de veinte años, que para la 

extinción de la responsabilidad penal requiere el artícu- 

lo 133 del Código, cuando se trata de delitos á que el 

mismo señala penas de muerte 6 cadena perpetua, solas 

6 en conjunción con otra; porque ni las diligencias que 

se  incoaron en I 8 de Junio de I 888, en virtud de denun- 

cia de unos reclusos del penal de Ocaña, tuvieron la efi- 

cacia de interrumpir aquel plazo, ya que en ellas no se  

dirigió e1 procedimiento contra 10s recurrentes, ni es ad- 

misible la teoría sustentada por la Sala sentenciadora de 

que el procesamiento decretado en 1.583 subsistiera des- 

pués del auto de 3 1  de Octubre del año siguiente; por- 

que el sobreseimiento, lo mismo el libre que el que no lo 

es, pone término al procedimiento penal, por lo que res- 

pecta & sus efectos en la persona del sumaria ; por do, puer 

I si esti ministerio del mismo recobra éste su libertad ivie- 

re  preso, y su libertad provisional, si no lo estuviere, se 

convierte en definitiva, ceiando la obligación dc presen- 

tarse periódicamente ante el Juez instructor, cancelándose 

las fianzas y embargoc; en suma, su situación legal es idén- 



tica á la de los demas ciudadanos; y siendo esto así, es in- 

concuso que desde el momento en que aquel proveido se 

pronuncia adquiere la relativa firmeza que le es caracte- 

rística, el procedimiento queda $ s o f ¿ ~ t o  anulado; no s610 

porque seria anómalo que subsistiera cuando las conse- 

cuencias del mismo desaparecen, sino también, lo que se- 

ria más grave, porque su permanencia indefinida pugnarfa 

con los principios que informan la ley de Enjuiciamiento 

criminal y con los que sirven de base 6 fundamento á la 

prescripción misma, porque una vez procesado un indivi- 

duo, contra el cual 6 en favor del cual no sehubiere dic- 

tado pronunciamiento definitivo, bastaria para impedir 

la prescripción cualquiera diligencia suniarial que se prac- 

ticase antes del cumplimiento del plazo que la integra; y 
el sobreseimiento provisional seria para él equivalente a 

, la absolución de la instancia abolida por la vigente Ley 

de Enjuiciamiento criminal. D 

Tal es el resumen, á grandes rasgos esbozado, de la. 

gestión judicial en el último año. De lo expuesto se des- 

prenden poco halagiieñas reflexiones. Porque si aparece 

más reducido que en estadísticas anteriores el número de. 

los sumarios incoados, débese, pura y exclusivamente, á 

la ley de 3 de Enero de 1go7, que transportó al libro 

tercero del Código penal hechos que, hasta entonces, 

eran castigados en el segundo. 

Obligado parece disertar con tal motivo-y as1 lo 

hacen con notable pericia varios dignos Fiscales-acerca 
3 



de la necesidad de elevar el nivel del progreso, fomentar 

los medios económicos de vida, crear escuelas, fundar 

casas de protección, etc., etc. <Cómo negar los beneficios 

indudables de esta terapéutica, cuyas aplicaciones se  

multiplican de dfa en día? Y sin embargo, los números 

h~blan con la brutal elocuencia de los hechos: hoy se 

roba más, se hiere y se mata más, se falsifica más, sedes- 

conocen más todos los vinculos jurídicos en que descansa 

la organización social y política de un pafs, que se roba- 

ba, se  herfa, se mataba, se falsificaba ... hace sesenta 6 se- 

tenta años. Desde I 840 hasta la fecha, los Tribunales han 

quintuplicado su trabajo en la esfera de lo criminal. 

?Qué significa esto? Los intérpretes de las ideas más 

avanzadas no lo ocultan: según ellos, una de las causas 

de la niarea ascendente del delito, es la desaparición 

de lo que u11 critico, del lado de allá de la ortodoxia, ha 

llamado dos frenos etitos, c únicos capaces-escribe-de 

detener á la humanidad en el despeñadero de todos los 

vicios y todas las concupiscencias. .. B 
Realmente es muy fácil alardear de aespfritu fuer- 

t e ~ ,  negando toda influencia al plus ~cltra de los ho- 

rizontes limitados de la vida terrena. El sistema de pres- 

cindir de lo espiritual para revolcarse en el lodo de lo 

que tocan las manos y ven los ojos de la carne, vuelve 

á estar de moda entre los que pretenden derrumbar el 

único dique de contención de los apetitos no saciados. Pero 

cuando la ola se encrespa y avanza, amenazándolo todo; 

cuando la sociedad, socavada en sus cimientos, corre pe- 
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ligro de aplastar entre escombros á los creadores de  

una nueva dinámica, por virtud de la cual ha de soste- 

nerse enhiesto el edificio, después de rotos sus pilares, 

entonces se acuerdan de que es menester recurrir al vie - 
jo arte de proveer á cada pieza, que ha de mantenerse 

arriba, del adecuado sosten, que la dé fuerza y consisten- 

cia abajo. El c rastro moral r de nuestra era se extiende 

más de lo que ciertos ideólogos suponen. Ruedan arras- 

trados por el vértigo de un desatentado filoneismo, los 

despojos de todas las doctrinas sanas y de todos los 

sentimientos nobles ... jC6m0 extrañar la fetidez de la 
atmósfera que respiramos? <Cómo exigir lógicamente la 

' 
probidad de los actos allf donde se considera cosa bala- 

di  é insignificante la probidad de los principios?...-Dad 

buenas piernas-lia dicho Ferri-al que deseéis qúe ca- 

mine con firmeza por la via escabrosa de la honradez; 

pero si le ponéis en un sitio de base volcánica, que de 

vez en cuando le envíe vapores suli~ireos y le embriague, 

si dejáis que respire aire deletéreo y que los miasmas 

obren sobre terreno preparado, es posible que le tiem- 

blen las piernas y que, vacilando en la buena senda, 

diga: ¡Puedo caer! 

De ahf que más que ia modificación continua de las 

leyes, convenga á la vida orgánica de las sociedad-5: el 

saneamiento de sus costumbres, la higienización de los 

elementos que determinan su modo de ser presente y 
han de preparar sus evoluciones en lo porvenir. Por gra- 
ves que sean las penas con que se conmine á los reos de 



delitos contra la propiedad, resultarán ineficaces, en 

conjunto, si la mentalidad predoiliinante induce hieráti- 

canlente á apropiarse de lo ajeno. Ni la intimidación, 

ni siquiera la ejemplaridad, son lioy condiciones virtua- 

les del castigo. A éste hay que anteponer á todo trance 

la rnoralización de los ciudadanos, sin la cual la lucha 

entre criminales y jueces.6 entre ladrones y civiles, se- 

gún frase expresivamente gráfica, no representará sino 

la contienda entablada entre la habilidad, la astucia 6 la 

fortuna de unos y otros. 

Y es que el freno de las leyes no opondrá nun- 

ca por si solo bastante resistencia al desbocamiento de 

las ideas, que lleva consigo el estrago de las costum- 

bres. 

Si la ocasión fuera propicia, podrla delinearse sin es- 

fuerzo el cuadro sintético de las nuevas teorfas susten- 

tadas con nlis brío por el intelectualismo en boga, y 

contemplándolo no habrfa manera de desconocer que 

todas las aberraciones del espfritu y todos los extravíos 

de la voluntad, se justifican fácilmente mediante estas 

novisimas formas de libertad y de derecho, que aIientan 

plácidamente las imposiciones del egoismo y el señorio 

de la violencia. 

No hablemos de los intelectuales del acratismo, que 

para proceder con método- y no sin cierta lógica-pre - 
tenden empezar por rehacer el caos para rehacer des- 

pués el mundo. No mentemos siquiera la disolvente li- 

teratura traspirenaica, que, falta de todo sentido moral, 



conceptúa el adulteriq la única ocupación compatible 

con la psicologla de la mujer francesa. 

Aun dentro del circulo de una filosofia que presume 

de  conservar aticbos de cristianismo porque no siempre 

llega á desterrar á Dios del Universo, ni á extrañarle 

por completo de la conciencia, se mezclan con verdades 

inconcusas, opulentamente alumbradas por los resplan- 

dores del genio, los más extraños sofismas y lasmás into- 

lerables paradojas. Nunca como ahora han tenido altares 

y devotos escritores á cuya riutoridad rinde pleito home- 

naje la generación literaria en ejercicio: Zarlyle, comba- 

tiendo todas las instituciones y todas las doctrinas, sin 

acertar á sustituir las unas ni las otras; Nietzsche, cons- 

tantemente enfermo para acabar en loco, sacrificándolo 

todo al amor á la vida, y como gel hombre» se le va de 

entre las manos, soñando con <el superhombre= y fun-. 

dando á su modo una moral sobre el sentimiento y el ins- 

tinto; Ibsen, para quien nadie vive en sociedad-y así es 

de todo punto exacto-abdutamente irresponsable; pero 

que se declara en pie de guerra contra ella, liastiado de 

lo que llama usus nimiedades y sus pequeñecess, avan - 
zando desde los dogmatismos religiosos hasta la ~iiás 

desenfadada libertad del pensamiento; Tolstoi, en fin - 
para limitarnos á estas orientaciones cosmopolitas que 

alborean en horizontes tan distintos como Inglaterra, 

Alemania, Noruega y Rusia-batiendo el record de las 

propagandas sensibleras y creyendo interpretar el Evan- 

gelio al aconsejar que no se preste juramento ante los 
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Tribunales, ni se. guarde fidelidad al Soberano, ni obe- 

diencia á los superiores jerárquicos en la milicia; y al 

sostener que no se debe castigar á nadie con prisión, 

destierro 6 muerte, indignado ante la idea del Estado 

como centro de poder; persuadido de que todo hombre 

que piense bien debe eludir las obligaciones del solda- 

do, porque uel primer deber de cada individuo con- 

siste en rehusar el servicio de las armas> ; seguro de que 

es reprensible subordinarse á un censo 6 participar en la 

vida orgánica de las naciones, sobre todo en cuanto se 

roza con las guerras, que no son, á su juicio, sino matanzas 

criminales. Naturalmente, los Tribunales rusos, no conta- 

giadcs de ese virus, persiguen tales conceptos por esti- 

mar que incitan á la rebeldfa contra los poderes públicos, 

afirmación no aventurada, ya que, según el gran retirado 

de Yasnaia Poliana, la vida gubernamental descansa eir 

la violencia de unos hombres contra otros. 

Y este es el patriciado apostólico de esa decantada 

redención que se propone mejorar nuestros destinos, 

suprimiendo alos tabiques sociales, levantados por los 

doctrinarismos caducos. Sin recordar que < la moral in- 

dependientes ha dado muchas cabezas al patibulo y mu- 

chos huéspedes á los presidios. 

No hemos llegado todavia á importar el divorcio, ge- 

neralizado ya en Europa, y reclamado aquf por espfritus 

inquietos, tiasta ahora en ostensible minoría. Pero, en 

cambio, son frecuentes los casos de disolución de matri- 

monio por muerte violenta de la mujer y aun del mari- 



do, y hasta ha habido españoles que han trocado su na- 

cionalidad para poder divorciarse: el odio al matrimonio 

se ha superpuesto al amor á la patria. Por cierto que la 

estadfstica francesa es elocuente: desde 1884, en que ern- 

p&ó á regir la ley Naquet, hasta 1904, es decir, en el 

periodo de veinte años, los divorcios aumentaron de un 

I 5 á un 20 por IOO y la progresión continúa, porque las 

&maras vecinas, no contentas con esa expansión de los 

hogares, han dispuesto que la simple separación puede 

convertirse en divorcio, sin necesidad de controversia 

judicial, á los tres años de su existencia, y han acortado 

los plazos para que la mujer divorciada pueda contraer 

segundas nupcias. c Las jacobinas r , conforme se llama 

en París á las mujeres que aceptan todas las consecuen- 

cias de ese régimen, están de enhorabuena.- <Podrá la 
familia resistir el empuje de.  tan furiosa avalancha, que 

la destruye por su base?. .. 
Pues no menores son los daños que, entre nosotros, 

ocasionan las uniones libres, de tan endeble urdimbre 

que se tejen y se deshacen á merced únicamente de la 

sensualidad y del capricho, oficiando de juez el puñal 6 

el revólcer, y de abogado 6 fiscal, según los casos, el 

Iiastio 6 la brutalidad. 

Y nunca se acentúa con más vigor la tentación de 

inclinar las determinaciones del ánimo hacia el lado á 

que propenden las pasiones, que cuando éstas obtienen 

el asentimiento y logran el estimulo de los fallos de opi- 

nión, que, pregonando la disolución de todo lazo de de- 



ber, dan cómodos triunfos á los que aciertan á saltar por 

encima de las mallas del Código penal, sin enredarse en 

ellas. 

Por eso ha podido decir Lombroso que la civilización 
invita á delinquir. 

Refiriéndose de contado á lo que llamamos vulgar- 

mente # civilización , , considerada como estado de las 

costumbres de hoy en parangón con las de ayer. Asf, 

dentro de medio siglo, según sospecha Anatole France, 

pareceremos bárbaros á nuestros nietos. 

Y sin que sea licito negar que entre los #frenos éti- 

c o s ~  tiene también proporcionada y atendible influencia 

el que representa el desarrollo económico de un pueblo, 

el bienestar general de los ciudadanos, la abundancia de 

numerario, en suma. El dinero es esencialrncnte morali- 

zador. Por eso es obra de gobierno la que tiende á satis- 

facer necesidades materiales en todos los órdenes de la 

vida, y merece contar con el asentimiento público quien 

desde las esferas de la administración del Estado atien- 

de  á crear instituciones encargadas de difundir é incul- 

car la previsión popular, especialmente la realizada en 

forma de pensiones de retiro, renta vitalicia diferida 6 

temporal; de administrar la mutualidad de asoeiados que 

se constituya con tal propósito; de estimular y favorecer 

dicha práctica fomentando su bonificación; instituciones 

que han de estar dotadas del pltriinonio necesario para 

realizar sus fines mediante donaciones fundacionales y 

subvenciones a nuales del presupuesto gtneral, cuotas de 



los asociados, intereses y productos del fondo social, 

legados de particulares y de Corporaciones, etc. A ello 

concurren también leyes como la que se dirige á facilitar 

casas higidnicas baratas á las clases menos acomodadas, 

estimulando su construcción y dando medios eficaces 

para adquirirlas 6 arrendarlas á bajo precio; 6 como la 

.que tiene por objeto la colonización y repoblación inte- 

rior, arraigando en la nación á las familias deprovistas 

de medios de trabajo para subvenir á las necesidades 

d e  la vida, disminuyendo, y en su caso reglamentan- 

do, la emigración con garantia tutelar del emigrante, po- 

blando el campo y metiendo en cultivo tierras incultas 6 

deficientemente explotadas, en virtud de repartos de lotes 

d e  terrenos entre familias de labradores pobres y aptos 

para el trabajo agrfcola; y como las que someten, en fin, 

á laudos de Consejos de conciliación y arbitraje y á fallos 

de Tribunales industriales, para defender la arlnonia en - 
tre patronos y obreros, las cuestiones que dividen á unos 

y otros. 

Cuanto en este sentido se haga,-y últimamente se ha 

hecho mucho entre nosotros-será propicio á estirpar 

viejos aojos del bien general, y á reducir, por ende, la 
' criminalidad, que germina prolffica y frondosa cuando la 

fecunda la indigencia, consanguinea del vicio y de las 

propensiones delictivas ...- Cervantes no negó la hon- 

radez del rico; dudó de que el pobre apueda ser hon- 

rado». 



Perdonev. E. que, atraído por la importancia del pro- 

blema de la criminalidad en sus más vivas exterioriza- 

ciones actuales, haya dado rienda suelta á la pluma re. 

basando los limites ordinarios de un trabajo como el pre- 

sente. He querido afirmar una vez más que, en punto á 

legislación penal, aparte sutilezas y explosiones retóricas, 

toda construcción que haya de ser perdurable ha de 

fundarse sobre cimientos de gran solidez, c y el cimiento 

obligado de toda institución jurídica-se ha dicho con 

verdad-no puede ser otro que la disciplina y el orden 

entre los elementos para quien se estatuye. S 
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Instrucciones dadas á los Fiscales. 

Conocidas son de V. E. las diversas Circulares expe- 

didas por esta Fiscalía con relación á cuestiones que han 

requerido la intervención de la misma para el debido 

desempeño de las funciones anejas al NIinisterio público. 

Recopiladas en el Apéndice primero, á ellas me refiero, 

sin necesidad de inoportunas amplificaciones. 

La ley del 3 de Enero del año actual, que modificó el 

párrafo 2 . O  del art. go del Código penal y que de tan 

prolijas discusiones fué objeto y á tantas dudas di6 ori- 

gen, ha obtenido al fin interpretación autorizada por re- 

petidos fallos de la Sala segunda de este TribÜnal Su- 

premo, de acuerdo en un todo con cuanto se expuso en 

las Circulares de i o  de Enero y I I de Febrero de este 

año. Dicho precepto se entiende, al tenor de esa inter- 

pretación, en el sentido de que nunca se imponga al cul- 

pable de dos 6 más delitos 6 de un delito que sea medio 

para cometer otro, pena de privación de libertad que ex- 



ceda á la suma de las que en las mismas condiciones 

correspondan separadamente á los dos delitos, aunque 

haya qzLe bajar del grado mkximo de la inás gavc ,  e por- 

que si esto no se pudiera hacer, á pesar del texto de la 

nueva ley, el intento del legislador quedaría malogrado., 

Así, pues, cuando el grado máxitno no excede de esa 

suma, se aplica la pena del art. 90; cuando rebasa el 

limite de las dos penas sumadas, se prescinde de dicho 
i 

artículo y se aplica el 88. 

Satisfactorio es también para esta Fiscalia que haya 

prevalecido en las decisiones judiciales y aun en los 

temperamentos gubernativos, como fué lialagüeñamente 

acogido por la opinión, el criterio sustentado en la Cir- 

cular de 5 de Mayo iíltimo acerca de la aplicación del 

Código pznal á los que por la imprenta, la litograffa íi 

otro medio de publicación, ofendieren á la moral, á las 

buenas costumbres, 6 á la decencia publica. Las planas 

de anuncios de los periódicos han dejado de ser bandera 

de esctindalo y cartel de pornografia. 

Más que por su número, por su importancia, son dig- 

nas de meiición las consultas que han elevado á esta Fis- 

calía los dignos 6 ilustrados funcionarios que rigen las 

de Audiencias territoriales y provinciales. El Apéndi- 

ce segundo las inserta, con las instrucciones que en cada 

caso he creido conveniente transmitir. No liolgará tal vez 

que exponga á V. E. el contenido de algunas de dichas 
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consultas, en vista de las cuales no podrá menos de ex- 

trañar la desviación, que ciertas resoluciones judiciales 

señalan, de todo saludable principio de recta hermenéu- 

tica legal.-Pretender aplicar el párrafo 2." del art. 2 . O  

del Código penal cá causas fenecidas por sentencia eje- 

cutor ia~,  equivale á poner mano en cosa tan sagrada 

como los fallos definitivos, cuando ya á los Tribunales no 

incumbe más misión que la de ejecutarlos. 

He aquí otras afirmaciones hechas por esta Fiscalía. 

Es encubridor de asesinato, 6 séase es encubridor, el: 

que proporciona la fuga á los que robaron y produjeron 

muerte, porque el delito complejo por éstos cometido da 

lugar á la imposición de la pena correspondiente al ase- 

sinato, estando, por tanto, comprendido el encubrimien- 

to en la regla 11, núm. 3.' del art. 16 del Código penal. 

La extinción por amnistía de la responsabilidad con- 

siguiente á la publicación de un folleto que contiene ata- 

ques á la integridad de la Nación española, no excluye 

que deba ser perseguido el hecho posterior de un inaes- 

tro de escuela, que repartió dicho folleto a sus alumnos. 

Entre los responsa'cles del delito de juegos prohibi- 

dos y bajo la denominación de cdueños de casas de jue- 

g o ~ ,  debe reputarse incluídos á los inquilinos 6 arrenda- 

tarios de las habitaciones en que estáinstalado, sin cuya 

anuencia no se podria jugar. 

Para el que hace un disparo de arma de fuego contra 

persona determinada, así como para otros dos que la su- 

jetan entretanto, debe abrirse el juicio oral, consideran- 



do á los tres conjuntamente culpables y apreciando la 

alevosfa con que procediera el que disparó. 

Cuando un padre es acusado de violación de su hija, 

menor de edad, no basta el perdón que le otorguen su . . 
mujer y su propia hija, el de Csta por falta de personali- 

dad, y el de aquélla porque, dada la contraposición de sus 

deberes de madre y esposa, no puede atribuirsele aptitud 

legal para completar la representación de la menor 

ofendida, en beneficio d d  marido ofensor; de lo cual se 

desprende que, en este caso singularlsirno, no cabe desis- 

timiento de la acción por perdón de la querellante, incon- 

veniente más leve, dada la monstruosidad del delito, que 

el de que Cste pueda quedar impune por imposición di- 

recta del que perpetró el ultraje, sobre la ultrajada y la 

madre de la misma. 

Si las Ordenes religiosas son 6 no aclases del Esta- 

dos y, en su consecuencia, si el Ministerio Fiscal debe 

ejercitar la acción penal correspondiente para perseguir 

de oficio las injurias 6 calumnias que se las dirijan, es 

cuestión que habrá de dilucidarse, en &?da caso, tenien- 

do en cuenta las circunstancias de tiempo, lugar, ocasión 

y motivo del delito, según que éste afecte 6 no á persona 

determinada 6 á cierto número de personas dentro de 

una Orden religiosa, 6 bien generalice el agravio á una 

Orden en conjunto, 6 á todas las Órdenes, sin acepción 

excliisiva 6 concreta. 

Y por lo que á la inteligencia del Código penal ata- 

ñe, réstame sólo registrar el caso, tan curioso como inte- 



resante, de un Tribunal municipal que, juzgando en jui- 

cio de faltas una de lesiones, ha impuesto pena de aarresto 

mayor,, como si se tratara de delito, porque en el ejem- 

plar del Código penal que tuvo á mano, publicado (para 
que no padezca otro) por un D. Manuel Gutiérrez Jimé 

nez, y adulterado como fraudulento duro sevillano, se 

asignaba al hecho aquella pena, á la cual se acogieron 

de buena fe los individuos de dicho Tribunal, personas 

legas, de poca cultura, é irresponsables, por consiguien- 

te, del error involuntario así cometido. Firme la sentencia, 

aunque no ejecutada,. no czbe otro remedio, para poner 

término á la situación anómala de tal suerte creada, que 

la recomendación á V. E. de una propuesta de indulto de 

los sentenciados, según he tenido el honor de verificarlo ... 
-Y por cierto que á este propbsito cúmpleme observar 

que, no por errata de ediciones particulares publicadas con 

negligente descuido, sino por incongruencia doctrinal de 

la propia ley, disponiendo el art. 2 7  del Código que la 

multa se reputa correccional cuando no excede de 2.500 

pesetas y no baja de I 2 5, y leve ccuando no llega ;i I 2 5 S ,  

algunos artfculos del libro 111 imponen, por falta, la suma 

integra de las I 2 5 pesetas de multa, es á saber, el limite 

inferior de la pena correccional, que sólo cabe por delito, 

u navez que la leve correspondiente 5 las faltas IZO puede 

llegar á las I 2 5 como limite máximo. Véanse los articu - 
los 584 y 6 r 4, que prescriben multas de 2 5 á i 25 pese- 

tas el primero, por faltas de imprenta, y de 5 á I 25 el se- 

gundo, por incendio quc no este penado como 'delito. 



Paso por alto las instrucciones dadas desde el primer 

momento por esta Fiscalia acerca de la reforma del art. 90 

del Código penal; se procuró con exquisito esmero que, 

por encima dc la letra de la ley, prevaleciese su espíritu, 

y así se ha conseguido, como antes dije. 

No merecen honores de análisis ni de debate las du- 

das relativas á algiin articulo de la ley orgánica del Po- 

der judicial, ni las que versan sobre el enjuiciamiento, de 

las cuales podrá enterarse V. E. en otro lugar. 

Más interesante es la que concierne á la interpreta- 

ción del art. I I 5 de la ley del Jurado, en cuanto á 

los efectos de la retirada de la acusación respecto de al- 

gunos procesados, manteniéndola para otros: los prime- 

ros, descartados por completo del procedimiento, no- 

tienen ya que comparecer ante nuevo jurado, aunque s e  

acuerde la revisión del juicio. Tan trascendental es la 

facultad de retirar la acusación, de la cual deben los Fis. 

cales usar con el mayor comedimiento á fin de impedir que 

se cierre todo camino á la rectificación del error en que. 

se pudiere incurrir al ejercitarla. 

Preciso es que el Ministerio Fiscal tenga la debida 

intervención en las causas en que además de perseguirse 

delitos de defraudación 6 contrabando, resulta cometido 

otro conexo de carácter c~mún; la representación del 

Abogado del Estado no alcanza más que á los expresa- 



dos delitos especiales. Asf ha habido necesidad de repe- 

tirlo por esta Fiscalia, con arreglo á los artlculos 53, 54, 
I 10, I I I y I I 8 de la ley de 3 Septiembre de I gc4, 

visto que los preceptos de la misma en nada alteraron 

las atribuciones del Ministerio Fiscal para el ejercicio de 

la acci6n pública, y el digno Director general de lo Con- 

tencioso del Estado se ha servido circular al efecto discretas 

instrucciones á sus subordinados para que los Fiscales de 

1asAudiencias tengan oportuno conocimiento de los pro- 

cesos en que correlativamente al interés especial de la 

Administración haya que defender el interés sccial am- 

parado por la ley común. 

Sometidos á un mismo procedimiento diversos deli- 

tos, atribuidos respectivamente al Tribunal del Jurado y 
al de Derecho, hay que resolver, más que una cuestidn de 

competencia, un punto de orden procesal, á fin de que de 

todos se conozca en un solo juicio y por un solo Tri- 

bunal, que debe ser el de Derecho, reputando como co- 

nexos aquellos cuyo conocimiento no le esté expresa- 

mente asignado. 

Ha sido costumbre acoger hospitalariamente en es- 

critos como éste los problemas jurfdicos plante ados 

en sus Memorias por los respectivas Fiscales invi- 

tados á formularlos con este objeto por uno de mis dignos 

antecesores, D. Salvador Viada y Vilaseca, de grata 

é ilustre memoria en los fastos de la Magistratura espa- 
4 



ñola. Acomodándome á esa práctica, permita V. E. que 

inserte á continuación las preguntas á que me refiero y la 

contestación que á cada una de ellas estimo pertinente. 

Es este un trabajo, si bien sencillo y sintético en su for- 

ma, no def todo inútil quizá para la depuración 6 inteli- 

gencia de los preceptos legales vigentes. 

Enjuiciamiento criminal. 

Terminado un sumario sin procesamiento, el Fiscal 

6 el acusador privado solicitan la revocación del auto de 

terminaci6n y el procesamiento de persona determinada. 

La Sala, ciz vez de pvocesnr ó dbnqnr por si el procesa- 

miento, devuelve la causa al Juez para que Cste, en cuanto 

al procesamiento pedido, resuelva con khcrtadde crz'lcrio lo 

puejzr~'gz~e prc~edcntc, czridando de wotifiiar /a rcsolz~ciórs 
al p t e  hztbilre intmesafo el pro~csamiento. <Cuál de los 

dos criterios es el más acertado? 

ANTECEDKSTES.-L~ hlemoria de 1 S g g ,  página I 7 7, 

consulta I I g, dice: asolicitado por el Fiscal el procesa- 

miento de una persona, al evacuar el traslado de instruc- 

ción, ¿puede el Tribunal negarse á acordarlo, fundándose 

en no ser de su competencia, y si de la del luez instruc- 

tor, ante qiiien .deberá solicitarlo? 

D Entiende este Centro que el Tribunal no puede ne- . , 

garse á decretar el procesamiento pedido por el Fiscal 



en dicho trámite, si lo considera justo, so pretexto de no 

ser aquel acuerdo de su competencia y si de la del Juez 

de instrucción. 
D La jurisdicción del mismo cesa en el momento en que 

dicta el auto de conclusión del sumario y eleva éste al 

'Tribunal competente para conocer del juicio, según pre- 

viene el art.  622 de la ley procesal, y no hay, por con- 

siguiente, términos hábiles para solicitar del Juez la prác- 

tica de esa ni otra diligencia alguna. 

S Llegado el caso á que se refiere el citado articulo, el 

Tribunal empieza á funcionar y su jurisdicción es la 
única competente, ya para aprobar el auto de conclu- 

sión del sumario, ya para revocarlo y acordar la práctica 

de toda clase de diligencias que el Fiscal 6 el querellante 

particular soliciten y él estime pertinentes, conforme or- 

denan los artfculos 630 y 63 I de la propia ley. Y como 

el procesamiento es una diligencia, siquiera por las ac. 

tuaciones á que da lugar, es obvio que se halla compren- 

dido entre las qiie el Fiscal puede solicitar al tenor del 

art. 62 7 y el Tribunal decretar segiln el 63 1, y s610 por 

virtud de la resolución que Cste dicte, revocando el auto 

de terminación del sumario, es cuando vuelve el Juez ins- 

tructor á conocer de 61 para llevar á efecto las diligencias 

acordadas por la superioridad. * 
OPINI~N.-Conforme con lo sostenido en la resolución 

de la anterior consulta, el criteriomás acertado parece que 

e s  el que en ella se sustenta, por ajustarse más á la ley, 

una vez que la Audiencia no puede excusar su resolu- 



ción cuando se halla conociendo del asunto con jurisdic- 

ción plena. 

<Será s610 en casos excepcionales cuando deba apli- 

carse la condena condicional, 6 siempre que el reo sea de 

buena conducta y se haya ejecutado el delito sin circuris- 

tancias que demuestren perversidad? 

ANTECEDENTES.-C~~CU~~~ de 2 de Abril de 1908. 

OPINION. -NO puede ser Otra que la de la misma Cir- 

cular, inspirada en los preceptos de la ley, que defieren á 

la potestad del juzgador el aplicar 6 no el beneficio de 

la condena condicional en aqueklos casos en que no se 

otorga por ministerio de la propia ley. 
Basta fijarse en los términos del último párrafo del 

2.' para comprender que esa facultad discrecio- 

nal no tiene limitación alguna, y, por tanto, no puede 

someterse á reglas. 

<Cabe aplicar los beneficios de la ley de I 7 de Marzo 

al culpable á quien se imponen en una sola sentencia 

distintas penas, sin que cada una de ellas exceda de un 

año de privación de libertad? 

ANTECEDENTES.-NO existen. 
OPINI~N.-EI pensamiento de la ley es procurar la 

corrección de los culpables por un acto de generosidad, 

cuando la naturaleza del delito cometido y la escasa res- 

ponsabilidad contraida permiten fiar en el arrepenti- 

miento de aquéllos. 
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De aquí que se haya fijado como limite la condena 

d e  privación de libertad por un aiío 6 su equivalente en 

responsabilidad subsidiaria, y ese lfmite no puede reba- 

sarse con pretexto alguno, sin que resulte desnaturaliza- 
d a  la misma ley. 

Entiendo, pues, que en ningiln caso puede aplicarse 

la condena condicional, cuando el conjunto de la pena 

personal impuesta en el fallo excede de un año, porque 

<le lo contrario podrla suceder que, impuestas tres penas 

por tres delitos, siempre que no llegara ninguna de ellas 

al complrto del año, cabrIa conceder la suspensión, por 

más que el total de la pena excediera con mucho del tiem- 

po señalado y pudiera llegar á tres años. 

Pero desde otro punto de vista no puede ser dudosa 
' 

la interpretación de la ley cuando exista pluralidad de 

delitos, aunque la suma de sus respectivas penas no 

exceda del año, porque tal pluralidad arguye siempre 

ánimo propenso á la delincuencia y una perversidad, por 

consiguiente, mayor que la contrafda por el que sólo co- 

mete un delito. Y es condición indispensable que se trate 

de la primera delincuencia, es dezir, única, porque la reite- 

ración, 6 séase una nueva condena, excluye del beneficio 
' 

aun después de concedido (Artfculos 2.' y I 4). 

D-6s de 1 el Código penal por la ley 

d e  3 de Enero de 1907 y de la redacción por Csta dada 

al art. 612 del Código, <bastará para que el hecho de- 

nunciado sea constitUtivo de delito el que se pruebe que 
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la infracción se cometió por tres veces dentro del térmi - 
no de treinta dfas, aunque las tres infracciones sean objeto 

de una iiiisma causa, 6 es preciso que la reincidencia este 

determinada por anteriores sentencias ejecutorias? Si la 

tercera infracción (art. 6 I 2)  constitutiva del delito, por el 

hecho de ser tercera, consistiere en un daño decuantía in- 

ferior á 50 pesetas, <qué artlculo del Libro 11 del Código 

penal es el aplicable? 

ANTECEDENTES.-E1 art. 61 2 del Código penal refor- 

mado por la ley de 3 de Enero de r 907, dice asi: Si 
los ganados se introdujeren de propósito, además de pa- 

gar las multas expresadas, sufrirán los dueños 6 encar- 

gados de su custodia de uno á treinta dias de arresto 

menor, si no les correspondiera rriayor pena como reos 

de hurto 6 daño. La teticera infracción, cometida en el 

espacio de treinta dias,será juzgada y penada como hurto 

6 daño comprendido en el Libro 1I.s Y el art. 579 del 
mismo Código es como sigue: c Los daííos no compren- 

didos en los arttculos anteriores, cuyo importe pase de 

50 pesetas, serán castigados con la multa del tanto al 

triplo de la cuantía á que ascendieren, no bajando nunca 

de 75 pesetas. Esta determinación no es aplicable á los 

daños causados por el ganado y los demás que deben 

calificarse de faltas, con arreglo i lo que se establece en 

e l  Libro 111. Las disposiciones del presente capttulo sólo 

tendrán lugar cuando al heclio no corresponda mayor 

pena, al tenor de lo determinado en el art. 530.' 

OPINI~N.-DOS son las cuestiones que se plantean en. 
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la consulta. La primera no ofrece .duda alguna, por- 

que el Tribunal Supremo tiene repetidamente declarado, 

en casos doctrinalmente idénticos, que no obsta Ala rein- 

cidencia el que la pluralidad de delitos y de condenas 

resulte de una sola sentencia, y, por lo tanto, cumplida 

la condición de infringirse tres veces, dentro de un mis- 

mo mes, el art. 6 r 2 reformado del Código penal, el hecho 

se eleva á la categoría de delito, y como tal debe ser 

juzgado. 

La segunda cuestión ófrece una mayor aparente difi- 

cultad, porque no hay precedente alguno legal 6 de ju- 

risprudencia que se pueda tener en cuenta para resolver- 

la, y porque en el Capitulo 8.' del Título XIII del Li- 

bro 11 del Código penal, que se ocupa de los delitos de 

daños, únicamente se castigan como tales delitos aqueIlos 

cuyo importe pase de 50 pesetas; pero el precepto refor- 

mado del Código eleva expresamente á delito la tercera 

reincidencia de entrada de ganados, sin consideraci6n A 
la cuantia del daño, y es claro que, llegado este caso, sólo 

como delito.se puede castigar y será necesario aplicar la 

disposición más similar, que es la de! art. 579, por ser 

también la más beneficiosa para el reo. 

En suma, el inconveniente de la cuantía desaparece 

ante el mandato categórico del legislador. 

En relación con el art. 4.' de la ley de Enjuiciamien- 

to criminal, jcórno se resolverá el conflicto que se presen- 

taria si propuesta una cuestión prejudicial determinante 
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de la culp.%bilidad 6 inocencia, de carácter puramente ci- 

vil, el Tribunal de este orden se abstiene de conocer en 

obediencia al precepto del art. 362 de la ley de Enjui- 

ciamiento civil, y el de lo criminal necesita como base de 

su resolucidn la que el de lo civil habia de dictar, no re- 

sultando, por ello, debidamente justificada la perpetra- 

ción del delito? iSe aplicará el art. 4." 6 el 641 de la ley 

de Enjuiciamiento criminal? 

ANTECEDENTES.-NO existen. 

OPINIÓN. -La cuestión está 'mal presentada, á mi jui- 

cio, porque el art. 362 de la ley de Enjuiciamiento civil, 

se refiere á negocios no s610 incoados sino conclusos 

para sentencia, mientras que el art. 4.' de la de En- 

juiciamiento criminal, presupone cuestiones civiles aún 

no planteadas y que las partes habrán de ventilar pre- 

viamente ante el Tribunal correspondiente. 

2Pueden admitirse los artfculos de previo pronuncia- 

miento propuestos en el juicio oral, aun cuando antes no 

se haya hecho, si la base de la resolución 6 la proceden- 

cia 6 improcedencia del articulo ha de ser fijada por el 

Tribunal del lurado al contestar las preguntas del vere- 

dicto? 

ANTECEDENTES.-NO se encuentran. 

OPINI~N.-Por regla general, no se pueden promover . 

en el juicio artículos de previo pronunciamiento que no 

hayan sido planteados en el trámite que la ley marca, 6 

sea el de calificación del delito, puesto que el art. 678 
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d e  la ley de Enjuiciamiento criminal, que autoriza para 

r@roduczi.Zos en el juicio, presupone, según sus mismas 

palabras, que se hubieren formulado con anterioridad. 

Por lo demás, coino las cuestiones que envuelven los 
diversos niimeros del art. 666 de la ley citada son de 

.derecho, y por otra parte los artfculos 2 .O, 72 ysiguien- 

tes de la del Jurado no autorizan directa ni indirecta- 

mente para formular preguntas sobre tales materias, pa- 

rece notorio que, en ningún caso, puede conocer de las 

misinas el Tribunal de hecho. 

¿Está resuelta 'por la Fiscalía del Tribunal Supremo 

la dificultad en que se encuentra el Fiscal cuando el de- 

fensor del procesado alega la eximente de locura y en el 

sumario no resultaba ésta indicada? 

ANTECEDENTES. - La Memoria de I 899, pág. I 7 1, 

cuestión 111, dice: a El imbécil 6 loco, ¿está capacitado 

para comparecer en juicio criminal, y defenderse en él 

d e  las imputaciones que se le dirijan? $Puede, por lo tln- 

to, tener lugar el juicio si al tiempo de su celebración 

consta de una manera evidente la falta de razón del 

acusado? $Convendría extender á este caso la disposición 
' del art. 383 de la ley de Enjuiciamiento criminal, aun 

cuando la demencia fuera anterior á la comisión del 

delito? 

c La responsabilidad criminal es personalisima, y todo 

aquel que es acusado de un delito tiene el derecho de 

defenderse por cuantos medios la ley ponga á su alcan- 



ce. Cuando la locura del procesado sobreviene 6 se acre- 

dita después de abierto el juicio oral y antes de que se 

celebren las sesiones públicas, que parece ser el caso que 

se consulta, procederá practicar lo que disponen los ar- 

ticulo~ 380, 38 r y 382, salvo que la resolución habrá 

de acordarse en la sentencia que ponga término al jui- 

cio. En el caso aludido, es de creer que estén ya desig- 

nados el Abogado y el Procurador para la defensa det 

procesado, y aun debieran estarlo desde que se notifi- 

que el auto de terminación del sumario, según se ücon- 

seja en la Memoria de 1883, pág. 39; pero si todavía no 

se hubiere Iiecho esta designación, se nombrarán de ofi- 

cio, con arreglo á lo que dispone el art. I I 8 de la ley 

procesal; y, con vista de lo que resulte de la informa- 

ción, se harán las calificaciones y se deducirán las pre- 

tensiones que correspondan, las cuales el Tribunal apre- 

ciará en su fallo, una vez que, abierto el juicio, y excep- 

to lo que dispone' el art. 69 de la ley del Jurado, no  

hay más medio de terminar una causa que por sentencia 

definitiva. 

CPINIÓN.-L~ cuestión planteada está resuelta en e1 

antecedente que se acaba de citar, ya que la dificultad. 

en que el Fiscal puede encontrarse en el acto del juicio,. 

en el que se alegue la locura del procesado, consiste en 

la necesidad de que se pruebe tal estado, y eso ha de ha- 

cerse en la forma establecida en la ley y que exige la in - 
dole del caso. 



<Produce excepción de cosa juzgada el sobreseirnien- 

to libre? (Art. 666, núm. 2.') 

ANTECEWNTES.-C~~CUI~~ de 19 de agosto de r 884. 

Memoria de 1892, pág. 60. Se dice en la Circular, sobre 
e1 punto concreto consultado, lo siguiente: cSe preguntó 

por la Fiscalia de una Audiencia si podria abrirse de 

nuevo, por revelaciones que se estimaban importantes, 

un sumario que liabia terminado por auto de sobresei- 

miento libre. La contestación fué afirmativa; y as1 debe 

entenderse por lo que al criterio del Ministerio Fiscal res- 

pecta, siempre que lo justifiquen datos 6 revelaciones 

importantes, salvo, por supuesto, el caso de prescripción. 

El auto de sobres:irniento libre no  es ciertamente igual 

al de sobreseimiento provisional en cuanto á ciertos efec- 

tos; pero tampoco lo es á la sentencia absolutoria para el 

de producir la excepción de cosa juzgada. 

rPudo creerse inexistente el liecho que di6 motivo al 

proceso, y sin embargo ser precisa una nueva investiga- 

ción ante la presencia 6 elliallazgo del cuerpo del delito; 

y esto no obstante, producirse luego opinión contraria 

por nuevas revelaciones y comprobantes dignos de rnéri- 

to, como aconteció en el caso de la consulta y aiin en 

los sobreseimientos por exención de responsibilidad, si 

bien con mayor rareza que enlos otros, dado que han de 

(lecretarse en méritos de la indudable convicción que la 

ley exige; no es absolutamente imposible en  algún caso 

el nuevo juicio en fuerza de datos que destruyan los an- 

teriores. De todas suertes, no .puede ni debe subordinar- 



se cuestión de esta importancia á apreciaciones de no- 
inenclatura. Cuando el delito no ha prescrito, los datos 

de su exístencia, luego que se ofrezcan 6 se encuentren, 

exigirhn siempre la formación de sumario. Si antesse 

instruyó y quedó terminado por s~breseimiento, la cues- 

tión estará reducida á saber si al nuevo han de unirse 

los antecedentes del antiguo 6 habrá de prescindirse de 

ellos, y á nadie podrá parecer justa ni conveniente la 

adopción del último extremo. Y, 

La Memoria de I 892 (consulta I 7, pág. I O I ) ,  se ex- 

presa asi: <El Fiscal de la Audiencia de Llerena, con fe- 

cha 7 de Mayo, consulta el siguiente caso: Seguida causa 

contra Julián Caballero por asesinato, el Fiscal pidió en 

el oportuno período el sobreseimiento libre, que fué dic- 

tado. Con posterioridad existen nuevos datos en contra 

del Julián. 2Podrá formular querella contra él? <Prevalece- 

rá la excepción de cosa juzgada? <Podrá acusar por el de- 

lito de homi~idio, puesto que el de asesinato pudiera 

considerarse definitivamente juzgado? Cita en su apoyo 

la sentencia de este Tribunal de 28 de Junio de r 884.' 

Y se le contesta que auna vez que el mismo Fiscal 

pidió el sobreseimiento Iíbre de Julian Caballero, esto le 

pone á cubierto de todo otro procedimiento por el rnis- 

ino delito, y, por lo tanto, debe abstenerse de nueva de- 

nuncia 6 acusación. * 
OPINI~N. - NO puede negarse al sobreseimiento libre 

que recae en causa en que hubo procesado, el carácter 

de resolución definitiva, qlle pone término á la acción 



ejercitada respecto á la persona objeto del procedimiento 

y que, por consiguiente, debe equipararse á las senten- 

cias, como repetidamente ha declarado el Tribunal Su- 

premo. 
Siendo asf, hay que estimar que el sobreseimiento 

libre, en las condiciones dichaq, debe producir excepción 

de cosa juzgada, porqiie contra él no cabe recurso algu- 

no, cierra la puerta á toda investigación y á él son apli- 

cables las tres identidades que exige el derecho, de perso - 
na, cosa y acción. 

<Qué clase de recurso debe utilizarse contra el auto 

de sobreseimiento dictado en causas de imprenta respec- 

to á un procesado, cuando aparece alguna persona que 

deba responder criminalmente antes que él? (Art. 82 I .) 
ANTECEDENTES.-NO se encuentran. 

O ~ r ~ ~ ó ~ . - C o n t r a  los autos de sobreseimiento, sien- 

do libres, s610 cabe el recurso de casación cuando los 

hechos imputados sean constitutivos de delito, y si el so- 

breseimiento ha recaído por no ser responsable la perso- 

na contra quien se dirigió el procedimiento, pero si otra 

que no figura en la causa, como no produce para esta 
' ií:tima el efecto de cosa juzgada, queda expedita la acción 

para dirigirla contra la misma. 



Ley del Jurado. 

¿Debe reputarse como de inculpabilidad, á los efectos 

de poder acordarse la revisión, el veredicto en que, con- 

testada afirmativamente la primera pregunta, se niega 

después la intención y la imprudencia 5 algún elemento 

integrante del delito calificado? (Art. I I 2.) 

ANTECEDENTES .-Tiene nluchos y muy extensos, es- 

~ecialmente en las Memorias de I 894, plg. 85; de I 895, 

página 56; de 1899, pág. 96, etc. 
Orr~~ox.-De acüerdo con dichos antecedentes, es- 

timo que los veredicts absolutorios 6 son de inculpabi- 

lidad 6 de irresponsabilidid, según que se ni2gue la cul- 

pa en la primera pregunta 6 resulten afirmados en las de- 

más los requisitos de la exención 6 cualquier otro ele- 

mento que obste á la existencia del delito; y como el fin 

del art. I I 2 de la ley del jurado es reparar el error que 

se haya podido cometer, declarando responsabilidades 6 
inocencias injustas, resulta que el veredicto de irrespon- 

sabilidad, lo mismo que el de inculpabilidad, puede y 

debe dar lugar á someter la causa á revisión de nuevo 

jurado. 



Leyes del Jurado y de contrabando. 

Las causas de contrabando y defraudación, <deben 

someterse al conocimiento del Jurado cuando el delito 6 

los delitos conexos del de contrab~ndo sean de la com- 

petencia del Tribunal de hecho? (Art. 7.' de aquélla, y g, 

ro, 85,. 109, 1 1 3 ~  117, 118 y 125 de ésta.) 

ANTECEDENTES.-NO parece que los haya. Entre las 

cuestiones que en su Apéndice 2.' comprende la presen- 

te  hlemoria, existe, sin embargo, la resuelta en 31  de 

Enero iiltimo, sobre aplicación del art. 5 .O de la ley de 2 3 
d e  Marzo de 1906, que guarda alguna relación con el 

casq consultado. 

OPIXI~N.-L~ cuestión propuesta es de orden proce- 

sal, perfectamente clara y de sencillasolución, ya que la 

dan los textos aducidos, sobre todo el art. r o de la ley de 

3 de Septiembre de I 904, reformando la legislación pe- 

nal y procesal en materia de contrabando y defraudación. 

Confarme á las disposiciones de esa ley, correspon- 

d e  conocer Iioy de los delitos de contrabando y defrau- 

dación y sus conexos, en juicio oral y público, á las Au- 
' diencias provinciales, excepto en los casos taxativamente 

señalados en el segundo párrafo del art. 10, como de la 

competencia de los Tibunales 6 Consejos de guerra, sólo 

e n  cuanto á los delitos conexos de seducción 6 resisten- 

cia á fuerza armada, que goce de fuero militar. Y como 

precisamente el párrafo I .O del articulo citado escablece 



que los delitos conexos enumerados en el articulo ante- 

rior se considerarán distintos é independientes y cono- 

cerán de ellos los Tribunales de justicia ~om~et'entes, los 

que entenderán á la vez de los de contrabando y defrau- 

dación que hubieren ocasiunado la comisión del delito 
conexo, es evidente, por razón del fuero llamado de atrac- 

ción, aquí expresamente aplicado, que cuando esos deli- 

tos conexos sean de la competencia del Tribunal del ]u- 

rado, como lo son algunos de íos contenidos en el ar- 

ttculo 9.' antw mencionado, al tenor de lo dispuesto en 

el art. 4." de la ley de 2 0  de Abril de 1888,elúnicoTri- 

bunal á quien puede someterse el conocimiento del deli- 

to conexo y del de contrabando 6 defraudación en tales 

casos, es el del Jurado. 

Oódigo penal y leyes  de condena condicional 
y de contrabando. 

¿Debe aplicarse á los reos de los delitos de contra - 
bando y defraudación el beneficio de la condena condicio - 
nal? (Art . 7.' del Código penal, 1.0 y 3 . O  de la ley de 

condena condicional, y I 2 5 de la de contrabando.) 

ANTECEDENTES-NO existen. 

OPINI~N.-NO hay razón alguna de orden moral que 

obste á la aplicación del beneficio de la ley de condena 

condicional á los reos de contrabando y defraudación, y 

como, por otra parte, esos delitos no se hallan compren- ' 

didos en las (excepciones que establece el art. 3.' de l a  



ley, queda fuera de toda duda que les es aplicable la re- 

gla general. 

Debo enviar un sincero parabién á los doctos toga- 

dos que ya en este Tribunal Supremo, ya en las Au- 

diencias, han colaborado lucidamente en las áridas tareas 

encomendadas al Ministerio público. Para todos mis plA- 

cemes, que no son sino un tributo de justicia á sus me- 

recimientos. 

Y antes de concluir esta parte dedicada á las ins- 

trucciones que han de tener en cuenta los Fiscales, cúm- 

pleme recomendarles con sumo interés la lectura detenida 

y reflexiva de las explicaciones contenidas en el Apéndice 

tercero, acerca del sistema seguido en la Audiencia pro- 

vincial de Lein inspeccionar la 

durante sus diversos periodos, y lacprevenciones nece- 
\ 

sarias para plantearlo. Cuando en fecha reciente visitC - 
aquella Fiscalfa, me sorprendió con extrema complacen- 

cia la forma en ella adoptada á este fin, por su digno 

Jefe, cuyo nombre he de consignar en su honor, el ilus- 

trado C inteligente Fiscal, D. Enrique Caña. A requeri- 

miento mfo se ha apresurado á reseñar, en términos 

claros y sucintos, el prucedimiento por él establecido, y 
me es satisfactorio inclui; sus cuartillas en la presente 

Memoria, estimulando desde aquI A cuantos compartan 

su relevante celo para que, inspirados en su ejemplo, 

procuren esmaltar los blasones profesionales con este 

nuevo lisonjero timbre. 
5 
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- Reformas convenientes al mejor servicio, 

la ex- 

Aquf terminarla, Excmo. Señor, si el art. i 5 de la ley 

adicional á la orgánica del Poder judicial, que me impone 

el deber de elevar á V. E. esta Memoria, no exigiera im- 

perativamente que en ella puntualice las reformas que 

estime convenientes para el mejor servicio, segiin mi leal 

saber y entender. Final y remate de cuanto quec 

puesto han de ser, pues, algunas consideraciones Juvir; 

tan interesante materia. Dificil considero, sin embargo, 

que al abordarla se asome A los puntos de la pluma nin- 

guna idea original que dilucide desde nuevos puntos de 

vista cuestiones tan asendereadas como las que atañen á 

l a  Administraclón de justicia, objeto preferente de las 

disquisiciones de jurisconsultos, politicos y publicistas. Lo 

que no cabe negar es que cada vez apremia con mayor 

urgencia la reorganización de Juzgados y Tribunales, la 

simplificación del enjuiciamiento en lo civil y criminal, la 

revisión de los Códigos civil y de comercio, la transfor- 



rnación denuestras leyes penales, el abaratamiento de 

la justicia, la restricción reglada de los indultos y la re- 

forma de cárceles y presidios. 
Hay que separar la judicatura civil de la criminal, 

procurando crear Magistrados especialistas en una y en 

otra, y hacer dos carreras, como expresé á V. E. en mi Me- 

moria anterior, de la Magistratura y del Ministerio fiscal. 

Sin ello será imposible pedir á funcionarios que indistin- 

tamente sirven unos 6 otros cargos, aquella caracterfstica 

aptitud que sólo se obtiene mediante la división del tra- 

bajo y el amor que engendra la permanencia en el desem- 

o de un misn~o.servicio. 

Aligerar los procedimientos-hoy el flagrante está en 

desuso-reduciendo, á la vez que el tiempo, los gastos y 

las costas; suprimir los aranceles; poniendo á sueldo á to- 

dos los funcionarios subalternos de la Administración de 

justicia. y purificar los escalafones haciendo una verdade- 

ra selección del personal, que ponga en camino delas más 

eminentes posiciones á los que han de enaltecerlas, y cor- 

tando el avance á los que carezcan de  títulos para digni- 

ficarlas, son empeños cuya realización puede honrar al que 

los afronte y han de aventajar seguramente los intereses 

y los prestigios de la justicia, elevando la investidura 

del Rlagistrado hasta darle aquella incontrastable autori- 

dad de que hablaba D'Aguesseau, al decir que el buen juez 

añade todos los días un nuevo cuartel á su escudo si se 
liace esti~zar en la juventud, respefar en edad avanzada 

y ve7z~rnr en la ancianidad, recibiendo este lio nenaje 



de la opinión como el Gnico presente que le es licito 

aceptar. 

El Justicia de Aragón era, según Blancas, *vengador 
de las injurias, presidio contra la violencia, puerto de los 

que peligraban, alcázar de la libertad, refugio de los opri- 

midos, defensor de las franquicias populares, protector de 

los menesterosos y padre de la repiiblica a .  

Aunque la institución haya desaparecido, no han de- 

jado de subsistir como preciada herencia para los jueces 

de hoy, los deberes, la representación y las funciones 

atribuidas, en su más amplio y genérico concepto, al his- 

tórico prócer de la Magistratura aragonesa. 

De tal suerte se conseguirá también, por otra parte, 

que el ciudadano se sienta positivamente amparado por 

los Tribunales contra los desafueros de que suele ser 

victima, sobre todo en esos rincones del mapa, adonde 

no siempre llega el aire oxigenado y tónico de las pre- 

venciones de la ley. 

Hay que ver de cerca lo que es la vida en las peque- 

ñas poblaciones y hasta en algunas capitales de provin- 

cia, donde poderes omnirnodos é irresponsables reparten 

á su antojo bienes y males, halagos ó venganzas, el desti- 

no saneado 6 el impuesto excesivo, adjudicándose el fruto 

de la malversación y del coheclio y arnagando con la 

cesantía 6 la cárcel, para formarse aproximada idea del 

estrago producido contra toda noción de honradez y de 

justicia, por la desatentada soberanía del tirano, que 

persigue y estruja al enemigo con la misma facilidad.con 



q u e  esponja y encumbra á sus hechuras, dóciles instru- 

mentos de su arbitrariedad y su codicia., 

Algiín Fiscal afirma que hay hechos gravisimos cque 

en ciertas localidades quedan envueltos en el  misterio^. 
¡Desdichado país el que viviera ,asi, irremisiblemente 

entregado á la más horrenda de las anarqufas, porque 

siendo la más perturbadora, es, por la negligencia de to- 

dos, la más mansa!. . . 

De la reforma del Código penal tengo dicho cuanto 

pienso en otras páginas, que no he de evocar aquf, sino 

para limitarme á recoger alguna aspiración concreta de  

singular interés en los 'presentes momentos. La empresa 

de sustituir un texto, ya viejo, aunque siempre merecedor 

de respeto, por otro, remozado con las artes de las mo- 

dernas escuelas criminalistas, demanda prolijas exposi- 

ciones de principios, que no juzgo de este lugar. 

Baste alguna ligera referencia á determinados ex- 

tremos. 

Mientras se discute en Francia la pena de muerte, 

cuya abolición encuentra seria resistencia en la opinión, 

se prodigan los indultos á manos llenas, sin que aquélla .. se ejecute ni aun en los casos en que más monstruosa 

aparece la bestia humana. El espectáculo es digno de es- 

tudio: de hecho puede decirse que se ha refrendado la 

licencia absoluta del verdugo; hace muchos años que éste 

no funciona por el sistemático perdón otorgado á los 

más abyectos criminales; y sin embargo, cuando se in- 



tetita borrar del Código la tremenda sanción, millares de 

voces repiten que no ha sonado en el reloj de la historia 

la hora otoñal para los rigores-alguien dice para las 

crueldades-de la justicia. 

Por algo también el Gobierno inglés ha renunciado 

al principio de las sentencias indefinidas, que figuraba en 

el proyecto de ley de prevención de crimenes, pendiente 

del voto de las Cámaras. Mister Glandstone no cree to- 

davia conveniente que más alli de una condena ejecuto - 
ria se otorgue la facultad de retener 6 no á los delin- 

cuentes en los establecimientos penales. Esos noviciados 

de la regeneración del alma caida, no siempre patentizan 

la futura rectitud de conducta de aquellos á quienes por 

tal medio se pretende redimir. Es, en efecto, problemáti- 

co, tratándose de delincuentes cuya reconocida maldad 

les Iia precipitado en el crimen, esperar de la libertad que 

se les conceda, freno y corrección más vigorosos que del 

aislamiento en la cárcel, bajo la vigilancia del carcelero. 

En nuestro régimen penitenciario existe ya un prudente 

y progresivo mejoramiento de condición al compás del 

tiempo transcurrida en el penal y df.1 arrepentimiento 

sentido por el pensd3. 

Los delitos de i a no están suficiente- - 
mente reprimidos entre nosotros. Tal es, sin duda, una de 

las causas que estimular? los lances persona.les, contra 

cuy a perenne realización, á despecho de leyes y conmina- 

ciones, ha presentado V. E. el proyecto de ley, que ha d e  
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ser objeto de la deliberación y el voto de las Cortes. No he 

de referirme sino á la penalidad hoy existente para los de- 

litos contra el honor. En poco tiempo se han fallado por 

Tribunales franceses dos procesos que han adquirido gran 

resonancia, seguidos contra un popular periódico de París 

por el delito de difamación. Justo es decir que la opinión 

de aquel gran pueblo-grande aun en medio de sus deca- 

dencias, sus desenfrenos y sus lacerias-ha estado al lado 

de los jiieces y enfrente de los difamadores. 

Y es de notar que, conocido el autor de uno de los es- 

critos injuriosos y arrostrada por él la responsabilidad de 

sus falsas imputaciories, ha sido condenado el periódico, 

prescindiéndose de la personalidad aislada de su redactor, 

sin que haya dejado de incluirse en la condena la corres- 

pondiente indemnización al ofendido: eso que alguien ha 

llamado aquf =la sarcástica tasa del honor r ; como si no 

fuera justamente razonable que el ladrón de honras, de 

igual modo que el de bienes, quede sometido á todas las 

consecuencias de un reintegro, que debe ofrecer cuantos 

aspectos son consiguientes á la reparación del robo. ?Se 

quiere que la indemnización en estos casos represente 

s610 compensación de daños y perjuicios? Pues está per- 

fectamen te justificada ante el ultraje que violó la honra y 
quebrantó los prestigios de un hombre inocente. <Se quie- 

re que sea una especie de complemento del castigo im- 

puesto al que puso en la picota del vilipendio un nombre 

honrado? Pues no cabe negar tampoco que en este sentido 

tiene plena razón de ser. 



, Suena con retumbos de campana rota, á fuerza de 

haber sido tantas veces volteada para repetir las mismas 

voces, el clamoreo de los que piden con urgencia que se 

transforme radicalmente nuestro sistema penitenciario 

afirmando en soluciones definitivas la regularidad, la dis- 

ciplina y el orden. de nuestras prisiones. 

Conviene recordar, no obstante, cuanto se ha hecho 

de algun tiempo á ac5. sin que la opinión haya llegado á 

formar juicio acerca de nuestro verdadero estado legal 

en esta importante esfera de la Administración pública. 

Son ya varios los establecimientos, donde el penado en- 

cuentra algo más digno de su condición de hombre que 

la reja que le aprisiona, el rancho que le asquea, el Iáti. 

go que le humilla, la infecta cuadra donde hacinados se 

extienden los petates que alejan el sueño, el abandono 

completo de toda necesidad del espíritu y los miasmas 

de la podredumbre, que emponzoñan el cuerpo en el am- 

biente irrespirable. Por s i  algo faltara á las negruras del 

cuadro, de él se destacaban con groseros trazos, en fecha 

no lejana, la explotación reglamentada del mfsero peculio 

del recluso, mediante los impuestos que ineludiblemente 

sobre él pesaban, por tomar el sol en invierno, por estar 

á la sombra en verano, por recibir la visita extraordina- 

ria, por el permiso para fumar, por la posibilidad de en- 

viar 6 recibir una carta. Privado de todo, tarifado todo, 

envilecido todo, han sido en España estos lugares de ab- 

yecto encarcelamiento, más que reclusión de enjuiciados, 

tugurios atrofiadores de toda idea noble y de todo sen- 
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timiento puro, escuelas de nuevas depravaciones,, habilfsi- 

mas para preparar sucesivas cafdas en los abismos de la 

corrupción y el delito. 

El presidiario, y aun el mero preso, no han sido en- 

tre nosotros, durante muchos siglos, sino seres despro- 

.vistos de toda personalidad, de todo derecho, de toda ca- 

lidad humana, á quienes se consideraba únicamente aptos 

para soportar todas las flagelaciones corporales y todas 

las inopias del espiritu. 

Por fortuna, los tiempos han cambiado: si la mayorla 

de las prisiones son inseguras y adolecen de graves de- 

ficiencias, asf en punto á los locales donde están instala- 

das, como con relación á los servicios que las dotan, hay 

que declarar que de Lllas ha sido totalmente desterrada 

la terrible repulsiva figura del cabo de vara, tiránico y 

sanguinario; que la alimentación está, por lo común, con- 

venientemente atendida; que el vestuario se construye y 

se reparte en favorables condiciones y que el trabajo y 

las lecturas contribuyen á inmunizar la existencia de los 

que han dejado de sufrir. torturas inhumanas, capaces 

por si solas de avivar los instintos más perversos. 

De ahi también que vayan extinguiéndose aquellas 

clásicas hazañas del matonismo presidid y de la turbu- 

lencia crónica de las poblaciones penales. Y es que la re- 

beldia crece y fructifica tanto más lozana y fecunda cuan- 

to más inmundo es el abono que se arroja á la tierra don- 

de arraiga. Y los funcionarios del Cuerpo de Prisiones 

distfnguense al presente, en general, por su celo, su mo- 
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ralidad y su amor al servicio. La Escuela de Criminología, 

encargada de educar é instruir á los llamados á ejercer la 

función directiva, ha de ser p ~ r t e  muy principal para 

reorganizar ventajosamente nuestro r6gimen peniten- 

ciario. 

Las Juntaslocales de prisiones, los Tribunales de justi- 

cia, en cuanto atañe á la acción inspectora y ejecutiva que 

les atribuye la ley de Enjuiciamiento criminal, la coopera- 

ción de la acción social mediante la difirsión de los patro- 

natos, de los cuales contarnos ya con algunos excelentes 

ejemplares, la edificacibn de nuevas casas d e  corrección y 

castigo y el planteamieilto de las colonias penales al aire 

libre, han de acumular medios de perfección y de prospe- 

ridad como elementos mantenedores y propulsores de la 

apetecida reforma; sin que olviden los Directores de las 

prisiones aquel sabio precepto de la Ordenanza general, 

que les mandaba <estar siempre atentos á m0rigera.r á 

los penados de que cuiden, para que, corregidos de sus 

vicios, se habitúen al trabójo y sean, en losucesivo, útiles 

á la sociedad y á sí mismos*. 

De  la acción de la ,idministración central depende 

también, en gran m: ,, a, el eficaz desenvolvimiento pe- 

nitenciario de nueitro plís. Hay que aunar los procedi- 

mientos suaves del moderno régimen con las seguridades 

convenientes, á fin de que la terapéutica judicial no lle- 

gue á convertirse en tópico mani iestamente inútil para el 

enfermo. 

Talleres y libros, vigilancia exquisita en el suministró 
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de viveres, la debida separación para impedir promiscui- 

dades repugnantes, son factores ineludibles de una obra 

de moral individual y de probidad administrativa, que 

no es ciertamente irrconciliable con los recursos del pre- 

supuesto, bien administrados y distribufdos. 

Para evitar los peligros de la convivencia, sin acudir 

al aislamiento absoluto, no se habían inventado mácque 

dos caminos, tan malo el uno como el otro: el sistema 

puramente arbitrario de la c clasificación B, que Suringar 

llevó á su posible perfeccionamiento y tuvo al fin que 

abandonar, y el de Auburn, que alguien ha calificado de 

diabólico. Con arreglo á 61 se separa á los reos en celdas 

particulares y conviven durante el dIa obligándoles á 

guardar incesante silencio. Este verdadero suplicio de 

Tántalo, en eI cual se constriñe á los hombres que están 

reunidos para que vivan como si estuvieran solos, no 

tiene defensa posible. Ya lo demostró bizarramente, en 

su libro titulado A todos, la insigne pensadora doiia 

Concepción Arenal. 

En España el sistema celular, al cual se ha ajustado 

la construcción de algunas prisiones, la primera crono- 

lógicamente la de Vergara, no da resultados. Hay que 
' 

adoptar definitivamente un método mixto, accesible á 

todas las conveniencias. 

Claro es que al lado de estas y otras medidas bien- 

hechoras, importa crear sanatorios, orfelinatos, escuelas 

de artes y oficios y asilos, en fin, donde puedan ser re- 

cogidos los que-hombres 6 mujeres -, bordeando los 



dominios del delito, no ha11 llegado á saltar sus fronteras. 

Los quincenarios, las vendedoras del amor ambulante, 

deben encontrar en dispensarios gratuitos y en institu- 

ciones análogas la reprensión prudente y el amparo dis- 

creto que les sustraiga á la vez de las exliibiciones del 

escándalo y del contagio con la cárcel. 

La educación protectora de los jóvenes abandonados 

y viciosos abre ancho campo á modificaciónes sesuda- 

mente preparadas de la legislación civil y penal y regu- 

ladoras de la organización de la caridad y la beneticencia, 

tan necesitadas en España de cauces por donde discurran 

á pleno caudal, sin perder su fuerza y su pureza en las 

desviaciones que de grandes rios las reducen á mfseros 

arroyos. 

Será siempre poco-y voy A concluir-cuanto se 

haga, Excmo. Sr., para contener el relajamiento del prin. 

cipio de autoridad y del concepto de ciudadania. Y si el 

primero es un resorte indispensable de gobierno, importa 

Q la vez advertir que al segundo se debe confiar paralela- 

mente la misión altisima de amurallar el desguarnecido 

recinto de los fueros y garantfas de la vida en comiin. Pro- 

curemos por todos los medios (que la ciudadanía conva- 

leciente acabe de sofocar los gQmenes de incoherencia 

y disolución nacionals. 

Las costumbres se modifican sin grandes convulsio- 

nes alli donde el principio de autoridad está profunda- 

mente arraigado en la conciencia piiblica. Pueblo que 



obedece, es pueblo apto para acomodarse á todas las 

evoluciones impuestas por las necesidades progresivas 

de la vida. En Nueva York ha habido un Director de Po- 

licfa, el General Binghan, que se ha propuesto evitar d 
los vecinos de la populosa capital las molestias del con- 

tinuo ensordecedor estrépito producido por el voceo de 

los vendedores, por el abuso del silbido de la sirena en 

las fábricas y del cuerno en barcos y automóviles, por 

el estridente rodar de carros y otros vehfculos, por los 

instrumentos, en fin, de músicos trashumantes, y ha 

bastado que dicte una orden enérgicamente prohibitiva, 

para que todo ruido 8 haya perdido su asiento. en la 

gran ciudad norteamericana, sin reclamaciones ni quejas; 

antes bien, con el aplauso entusiasta de la prensz, que, 

por órgano del Herald, ha contribufdo vigorosamente 

á la transformación así operada. 

Y téngase presente que preceptos de esta indol~.  

lejos de contrariar la jocunda expansión de las libertades 

públicas, aseguran su ejercicio dándoles condiciones de 

desenvolvimiento dentro de las mutuas prerrogativas 

de la sociedad y del individuo, garantizadas al amparo 

de organizaciones fundamentales de Estado. 

Nunca como ahora ha estado desdeñada y deprimi- 

da la idea, originariamente consubstancial á la vida en 

sociedad, de la imprescindible correlación de todos los 

derechos. Asf se producen con ta l  frecuencia esos trucu- 

lentos choques en que de continuo se quiebran los más 

considerables intereses individuales 6 los más grandes 



prestigios de gobierno y de nacionalidad. No sentimos 

el respeto del derecho ajeno. Se  discute todo, lo bueno 

y lo malo, lo licito y lo vedado. La rectitud de intención 

se acoge con una sonrisa, cuando no con una carcajada. 

Detrás de la más sana iniciativa se presupone siempre 

un designio torpe que la denigre. Y esto en la vida pri- 

vada y más especialmente en la pública, donde la insi- 

nuación de la malicia llega sin trabas al desborda 

de  la insolencia. 

$e pretende impedir que se mancillen bastarda- 

mente reputaciones acrisoladas?...-Pues tio será posible 

la fiscalización, se cerrará el camino á la acusación del 

prevaricador 6 del concusionario, se consagrarhn hipócri- 

tamente la inmoralidad y el fraude, haciendo del obligado 

silencio de que se les rodee cómplice y encubridor de 

depredaciones y maldades, claman cien voces destem- 

pladas y violentas.. . 
Sin querer persuadirse de que acusar con pruebas es 

oficio digno de varones fntegros: insultar á gritos es 

avergonzar la condición de Iiombre. 

Pero, confundidos los términos del problema, la so- 

lución tiene que divorciarse de la lógica. Y cerrados los 

ojos y extend'do el brazo, el amante mata, instigado por 

el vCrtig-o de su soberano deseo, en mal hora resistido; 

el ladrón roba porque el exclusivismo de la propiedad no 

significa sino la destreza con que el poseedor se le anti- 
/ 

cipó en el acto del apoderamiento ... Una breve tenencia 

de  la cosa robada basta en Rusia. para legitimar el do- 
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minio. -Cuando la ira ruge, la injuria no es sino el des- 

ahogo natural de una voluntad autónoma; se va al desa- 

fto porque cada cual es dueño de reparar las ofensas por 

el medio que más place á su antojo; se ejercita la liber. 

tad del suiiidio en uso de la facultad que nos asiste de 

desprendernos de una vida que no se nos consultó y 
que nos enoja 6 nos cansa. 

Porque la ley cohibe, es  diosa la servidumbre que 

crea; porque la función directiva de potestad y mando 

previene moldes de solidaridades sociales, urge plantar 

los hitos de una ciudadanía independiente y aislada, ex- 

tramuros de todo parcelamiento autoritario. 

Ya sólo falta que los malhechores se reúnan en Cá- 

mara deliberante para definir sus derechos y organizar 

sus gavillas. Y ni esto se puede ecliar de menos, si quie- 

ra sea á distancia, porque el Dr. Keiman, que dispensa 

cariñosa proteccidn á los criminales, se propone reunir á 

los de su país en un Congreso, que se celebrará en 

Chicago, y que examinará con toda la apetecible madu- 

rez de juicio las relaciones de los delincuentes con la 

sociedad en general y con la policia en particular. 

<Cómo desconocer que un particularismo que desen- 

fadadamente actúa con tales arrogancias, extraño á todo 

vlnculo de moral 6 de ley que limite 6 contenga el libre 

ímpetu de los instintos, conduce forzosamente á extre- 

mos de todo punto inconciliables con las exigencias de 

esos dos inconmovibles principios de asociación y ré- 

gimen colectivo, quase llaman Patria y Estado? ... 



Menester es también que una y otro forjen sus ar- 

mas de defensa en el fuego sacro de las necesidades y 

las conveniencias generales, inspirando confianza en su 

tutela protectora, no repulsión á sus imposiciones 6 á sus 

cargas. Lo cual depende, en gran medida, de la inteli- 

gencia, del acierto, de la justificación con que enaltez- 

can sus fueros todos los organismos de la economía 
nacional. 

Dijo, con cierta mezcla de ingenuidad é ironia, un 

estadista español de imborrable memoria: r Más miedo le 

tengo á la justicia que á los ladrones., Y su frac- re 

veladora de un conocimiento exacto de nuestra idiosin- 

crasia y de nuestras deficiencias orgánicas, explica grá- 

ficamente la abstención general en que de todo contacto 

con las instituciones judiciales ansía vivir, y realmente 

vive, una gran masa de la nación española. A evitar 

que esta tendencia arraigue de dfa en dia, deben de- 

dicarse los mayores esfuerzos, poniendo á contribución 

en vigoroso concierto, iniciativas de gobernantes, deter- 

minaciones de ley, la sabiduría y la abnegación de los 

jueces, el concurso público, que tan poderosamente co- 

opera á hacer Patria y Estado, que es hacer prosperidad, 

derecho, libertad y progreso, elevando la cultura moral 

y material de 10s pueblos. 

-El finito hombre á quien no envidio-excla'nó un 

dia Guillermo 11 de Alemania-es el hombre que no 

ama á su Patria. 

Y nuestro ilustre Presidente del Consejo de Minis- 



tros ha afirmado que á los avances de la Patria contri- 

buyen, formando esencias de la Patria misma, el que 

cultiva las ciencias y el que cultiva la tierra, el que forja 

el hierro y el que administra justicia, el mercader y el 

bracero, el artista y el soldado, y hasta los que pugnan 

por ideales diversos, contrapuestos á veces... Todos servi- 

mos á la nación en las tranquilas expansiones de la paz 

y aun en los más apasionados conflictos banderizos ...- 
Todos estamos conjuntamente obligados á honrarla y á 

engrandecerla. 

Dios guarde á V. E. muchos años.-Madrid I 5 de 

Septiembre de r 908. 

EXCMO. SEÑOR, 

J a v i e r  U g a r t e .  

Excmo. Sr. Ministro de Gra-aczb y Yusticza. 

6 



INSTRUCCIONES GENERALES 
DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS 



CIRCULAR 

Por Real orden del Ministerio de Gracia y Justicia, fecha 8 
del corriente, inserta en la Gaceta del g, se dispone que esta Fis- 
calía dé al Ministerio fiscal las instrhcciones convenientes para 
que la ley de 3 del propio mes, reformando el párrafo 2." del 
art. 90 del Código penal tenga efecto retroactivo, una vez que fa- 
vorece á los reos, y esa es causa de retroactividad, segíin lo preC- 

. crito en el art. 23 del mismo Código. 
Cumpliendo lo prevenido, á lo cual se había anticipado el que 

suscribe, evacuando en el sentido expuesto consulta formulada 
por uno de los dignos Fiscales de Audiencia provincial, debo 
manifestar á V. S. que procede desde luego se reclamen y revi- 
sen por las respectivas Fiscalías cuantas causxs hayan sido sen- 
ténciadas con aplicación del citado art. go, siempre que los reos 
estén aún extinguiendo la condena impuesta. 

Notorios son los fundamentos de la nueva ley, cuyos térmi- 
nos no dejan de ofrecer, sin embargo, alguna rémora á la revi- 
sión de que se trata. Aconsejaban la reforma reiteradas ense- 
ñanzas de la experiencia, según las cuales hablase defraudado 
en la práctica el fin del legislador al estampar en el Código pe- 
nal un precepto que evidentemente tendía á impedir que la pe- 
nalidad de un hecho punible determinado, cuando constituya 
dos ó más delitos ó cuando el uno de ellos sea medio necesario 
para cometer el otro, exceda de la imponible al delito más grave, 
aplicándola en su grado máximo. Lo que sucede es que en mur 
chos casos el castigo sería menor si se penaran independiente- 
mente los dos delitos. Y á poner remedio á este resultado, admi- 
tido ya como uno de los más acentiiados motivos de indulto, se 
dirige la ley de 3 de Enero al establecer que "sólo se impondrá 



la pena correspondiente al delito más grave, aplicándola en su 
grado másimo hasta el limite que represcfzte la sztina de las dos 
p ie  pudieran inzpo~zerse, penando separadamente ambos de- 
litos". 

Como se ve, el propósito coincide con el espíritu que inspiró, 
aunque sin feliz éxito positivo, la prevención (le1 art. go. Se 
pretende restablecer su genuino sentido, depurar su significa- 
ción, aquilatar su alcance, y así se consigue, en relación con 
los casos más ordinariamente compr~ncliclos en él: allí donde 
se aplican penas de privación de libertacl que, por ser homogé- 
neas, pueden szclnarse, como expresa la nueva ley, y donde, por 
otra parte, el grado máximo que ha de seguir rigiendo para el 
efecto que analizamos, no supera matemáticamente el límite 
qu5 represente dicha suma. En estos casos, la hermenéutica ue 
la ley de 3 de Enero corriente no ofrece dificultad alguna. Eas- 
tará rectificar la condena recaída, adaptáncloía al criterio de !I> 
reforma; se aplicará el grado máximo de la pena más grave en 
la extensión que permita el cómputo de las dos que aislada- 
mente pudieran imponerse. 

Pero algo más hay que tener en cuehta, sobre lo cual l!amo 
en especial la ilustrada atención de V. S. Cuando 1s suma cie 
esas dos penas sea inferior á la duración mínima de! g n d o  
máximo,  será lícito prescinclir de aplicar éste y rebajar ia pe- 
nalidad hasta el Imite á que llegue dicha suma, fuera, por c o ~ -  
siguiente, del grado máximo? Razonemos ante hechos concre- 
tos. El disparo de arma de fuego y lesiones menos graves, con 
atenuantes, están penados en la siguiente forma: disparo,' seis 
meses y un día á un año, ocho meses y veinte días ; lesiones, un 
mes y un día á dos meses; total: siete meses y dos dias 6 un 
año, diez meses y veinte días. Sin circunstancias modificativas: 
tia año, ocho meses y veintiún días á dos años, once meses y 
cliez días, el disparo; dos meses y un día Q cuatro meses, las 
!esione,s; total: un año diez meses y veinticlós días á tres años, 
tres meses y diez días. Con agravantes: el disparo, dos años, 
once meses y once días á cuatro años y dos meses; las lesiones, 
cuatro meses y un día á cinco meses; total: tres años, tres me- 
ses y doce días á cuatro años y ocho meses. Comparadas estas 
sumas con el grado máximo de la pena más grave de las dos, 
Cste es siempre mayor, porque sube, en el primer caso, de dos 
años, once meses y once días á tres años, cuatro meses y siete 
días; en el segundo, de tres años, cuatro meses y ocho di-.: i 



tres años, nueve meses y tres días, y en el tercero, de tres años, 
weve meses y cuatro días á cuatro años y dos meses. 

De donde resulta que, observada estrictamente la nueva ley, 
que manda aplicar el grado irzáxi~~zo de la pena correspondiente 
al delito más grave, será tan iíieficaz en beneficio del reo el tex- 
to reformado como el antiguo, puesto que la condena recaída 
en tales cofidiciones, inevitablemente dentro del grado máximo 
cjuc prefija, rebasará la extensión que tendría la que por uno y 
cjtro delito, apreciada en conjunto, hubiera de aplicarse, penan: 
do cada uno de por sí. 

Y esto malogra substancialmente la intención de la nueva ley, 
liarto manifiesta por los precedentes que la justifican y hasta 
ltor las palabras que contiene, al establecer que el grado máxi- 
mo de la pena más grave no pueda elevarse más allá del "límite 
que represente la suma de las dos que putlieran imponerse". 

Con que se hubiese omitido la frase "en su grado máximo", 
dejando en libertad á los Tribunales para aplicar la pena hasta 
el límite citado, quedaría desvanecida toda duda y disipacla toda 
dificultad. Pero el artículo es terminante: hay que aplicar pre- 
cisamente el grado máximo, en contradicción á veces, según 
se ha comprobado-y la tesis podría referirse á algunos otros 
hechos-, con el fin moral y jurídico del legislador, que no ha 
sido otro que el de vaciar en su legítimo molde la virtualidad 
del art. go, dictado para favorecer al reo, y que, por sensible 
error de redacción, le perjudica repetidamente. En ese error 
reincide la reforma, desde el punto de vista que se acaba de 
exponer. Fuerza será promover de algún modo una conveniente 
modificación aue lo subsane. 

No es esre sólo el aspecto que importa examinar. Las penas 
de privación de libertad pueden ser sumadas. Pero, si la suma 
no cabe, porque las dos penas en cuestión son heterógeneas- 
prisión y multa ó destierro, por ejemplo-icómo determinar 

' la forma de comparación para deducir "el Imite" de que habla 
el legislador? También adolece de lamentable defecto la previ- 
sión de la ley en este concepto. Conocida su tendencia, el buen 
juicio de los llamados á hacerla efectiva podrá interpretarla en 
cada caso conforme al interés preferente de los reos. 
U: resta decir algo también acerca de la pena indivisible. 

Cuando el grado máximo, ineludiblemente aplicado, obligue á la 
iinposición de aquélla, ¿qué sumas son posibles para establecer 
el paralelo que sirve de eje al nuevo precepto, ni cómo arbitrar 



otra sol~tción punitiva más favorable donde no hay medio de 
escoger?-Digno de loa en este punto es el Código de justicia 
militar, precedente que se pudo tener en cuenta al afrontarse 
la reforma ya en vigor. El art. 213 de aquel Ciierpo legd pre- 
viene, saliendo al encuentro de estos graves reparos, que "no 
pueda aplicarse la pena de muerte cuando no corresponda: á 
ninguno de los dos delitos, penados separadamente". La enor- 
midad que se deriva de no consignarse igual disposición en la ley 
de 3 de Enero hará crónica la piadosa necesidad de ejercitar 
la Regia prerrogativa en los expedientes que de antiguo vienen 
clasificándose como "indultos del art. 90". Con lo cual se pa- 
tentiza que tampoco ha sido ventajoso, en este orden de la apli- 
cación de la ley penal, el texto, que, aspirando plausiblemente 
Ó mejorarla, conserva, no obstante, los niás trascendentales de 
sus .defectos. 

Confío en que V. S. concederá al estudio de cada caso la dete- 
nida atención que reclaman tan delicados problemas de Derecho, 
é invito á V. S., de todas suertes , á que me consulte sobre ellos, 
siempre que para el mejor cumplimiento de nuestros deberes lo 
considere necesario. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 10 de Enero de 
1go8.-Jnzricr Ugartr.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



CIRCULAR 

c ,F,  

Expuso esta Fiscalía, á raíz de la proinulgación de la ley de 3 
de Enero íiltimo (circular de 10 del mismo mes), las probables 
dificultades que había de ofrecer la práctica cieI nuevo texto 
legal. Las consultas formuladas por los seííores Fiscales, utili- 
zando celosamente la invitación que al efecto se les hizo, demues- 
tran con la fuerza de los hechos que no en vano se previeron 
las dudas á que desde luego hubo de referirse el que suscribe. 
Sobre todo en lo que concierne á la subsistencia del grado máxi- 
1110 de la pena correspondiente al más grave de los dos delitos 
coiljuntos, ha sido general la voz de los dignos representantes 
del Ministerio público al pedir instrucciones concretas para evi- 
tar que la ley resulte ineficaz en este aspecto. Lo cual se explica, 
teniendo en cuenta el cálculo matemático de la penalidad imponi- 
b!e <!entro de aquel grado, en cuya extensión no cabe muchas 
veces la suma límite de las dos penas, separadamente considera- 
das. Allí don(le se ha tocado este contrasentido de la reforma, 
los llamados á interpretarla han vacilado lógicainente, visto que, 
de una parte, el precepto modificado, como el primitivo, exige que 
de ese grado máximo no se prescinda, y de otra, que la conse- 
cuencia ineludible de su aplicación es ahora, como antes, fre- 
cueiltemente perjudicial & los culpables. 

H a  habido, pues, que elegir entre atenerse estrictamente á la 
letra de la ley de 3 de Enero, que á tales resultados conduce, 
contra la voluntad del propio legislador, clara y manifiesta en 
los fundamentos con que la inició, ó acogerse al espíritu que la 
anima, arbitrando un criterio de concordia entre la causa nativa 
de la ley y sus efectos consiguientes. 

Así planteado el problema-y no de btra manera lo plantean 
las dificultades suscitadas, segíin es de observar en las comunica- 
ciones recibidas-la solución se impone inexctisablemente; por 



algo y para algo se ha modificado el art. go en cuestión; la 
ley quiere decir lo que la iniciativa á que responde se ha pro- 
11uesto. 

En tal coricepto lia coiltestado esta Fiscalía á cuantas pregqn- 
tas han articulado los seííores Fiscales, al apreciar, con rara 
unanimidad, la incletermiiiación literal del alcance de la reforma. 
\' con tal doctrina coiilcide ya, en cleclaracióri sole~nne recaída 
sobre la materia, la Sala segunda de este Tribunal Supremo, que 
ha dictado un fallo, cuya base es la sigtiieilte : 

"Consideratido que, conforme se establece en el nuevo texto 
(:el art. go, tal como resulta después de la reforma hecha por la 
ley de 3 de Enero del corriente aiio, y que es aplicable al presen- 
te caso por virtud de la retroactividad de las leyes penales eii 
c~ianto favorezcan al reo, sólo se impondrá la pena corresponA 
tlieilte al delito más grave, aplicándola en su. grado ~náxirno' 
hasta el limite que represente la suma de las dos que pudiera11 
iiilponerse, texto que, en consonancia con el espíritu quc hubo 
(le inspirar la reforma, debe interpretarse en el seiltic'o (le que 
en cada caso, y teniendo en cuenta las circunstancias motlifica- 
tivas concurreiltes, n?inca. sc iifcponga al czrlpnb1e pnza [le f r i r ~a -  
cióit de libertad qiu  exceda de la suma de las dos que en  las mis, 
Irras coizdiciorics correspoizdan á los dos delitos, porque de otra 
suerte, si no pudiera bajarse del grado máximo de la más grave, 
el intento del legislador quedaría malogrado." (Sentencia de 8 
de Febrero de 1908.) 

La autoridad irrecusable de tan categórica nianifestación aleja 
todo temor de incurrir en sensible yerro; cuando el grado rnáxi- 
mo no exceda de esa suma, se aplicará la pena del art. go; cuan- 
(lo rebase el límite de las dos penas sumadas, se tendrá por in- 
:rl>licable dicho artíctilo. 

Claro es que así queda igialrnente salvada la dificultad de las 
!,enas indivisibles, á las que no se llegará, si las penas separadas 
son á ellas inferiores, impidiéndose que recaiga, por virtud de la 
 lisp posición del art. go, la pena de muerte, ni aun la perpetua de 
privación de libertad, que aisladamente no debieran aplicarse. 

Resta sólo estimar la mayor ó menor dureza de la penalidad, 
ciiando las penas no sean susceptibles de la suma que la nueva 
ley prescribe. 

Pero si no sumándolas, comparándolas, contrastándolas, aqui- 
latándolas en su respectiva naturaleza é intensión, posible será, 
ya que no siempre sea fácil, deducir cuil perjudica ó beneficia al 



rco : Ó el grado máximo de la más grave, ó las dos que pudieran 
corresponder, casligados independientemeiite ambos clelitos. 

Nada hay que añadir sobre este extremo á lo que en la circu- 
lar (le ro de Enero se clijo. Nada nuevo se lia convultado poste- 
riormente á esta Fiscalía. 

Pero conviene recoger alguna otra derivación de la leh que 
ha sido objeto de perplejidad ó incertidumbre. Consignada ya la 
interpretación que debe dársele, de ella se desprenden con toda 
claridad las respuestas congriientes. Es la más interesante la que 
:itañe á la influencia que deben ejercer, para medir Ia pena, las 
circunstancias modificativas del hecho dentro del grado máximo 
aplicable : es decir, si se ha de subdividir éste en los tres periodos 
que determinan el máxinio, el medio y el mínimo del mismo, 
conforme previene el art. 83 del Córligo penal. i Cómo no hacer- 
:3 así, si dicl-io artículo lo establece con nlanilato obligatorio? 

Téngase presente, no obstante, que por ello no se complican 
los terminos de la cuestión. Para resolverla hay que aceptar, 
como punto de partida, la calificacióii de los hechos y la extensión 
Ó carácter de las penas, dentro de las condiciones establecidas 
por la concurrencia ó no de circunstancias modificativas. Y para 
inrlucir dónde está el daño del reo, segUn que se le imponga una 
íi otra condena, los factores que ha11 de ponerse en parangón han 
tos : grado máximo de la pena correspondiente al delito más gra- 
ve, compiitado conforme á la subdivisión del art. 83, en armo- 
nía con las circunstancias concurrentes ó sin ellas, de un lado; 
suma ó equivalencia de las dos penas aisladas, también sobre la 
base de las circunstancias apreciables, de otro; de suerte que, ni 
en una ni en otra hipótesis, es posible prescindir de los propios 
fundamentos á que ha de ajustarse la solución judicial pertinente. 

La comparación puede hacerse, como se ve, sin quebrantarlos 
en ningún caso. Y la regla general de interpretación es. por 
consiguiente, siempre la misma: la que obedece á la intención 
de la ley, con preferencia á la redacción material (le sil pre- 
cepto. 

Entiendo que, de este morlo, iniciada ya la jurisprudencia 
sobre el asunto, será de sencilla aplicación la nueva ley, sin per- 
juicio de que, en ocasione,s excepcionales, pueda V. S. consul- 
tarme para proceder con el mayor acjerto. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 11 cle Febrero de 
1908.-Javier Ugarte.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 



CIRCULAR 
F. ) {  

Incorporado á nuestro Derecho positivo el principio de la con- 
dena condicional, ya hace tiempo elevado á precpto de ley en 
otras naciones, cúmpleme requerir especialmente la ilustrada 
atención de los dignos funcionarios clel Ministerio público, á fin 
de que, apreciando toda la trascendencia del nuevo Cuerpo legal, 
contribuyan á su acertada aplicación, base y garantía de los 
beneficios que está llamado 6 producir en la práctica. 

Así lo abona el ejemplo cle Inglaterra, donde la condena con- 
dicional rige desde 1887; de Bélgica, que la implantó en 1888; 
de Francia, á cuyas leyes la llevú Beranger en 1891; de Portu- 
gal y Noniega, que la aceptaron en 1893 - r  1894, y de los Esta- 
dos Unidos é Italia, que la han sancionado en 1902 y 1904, res- 
pectivamente. Rusia y Suiza aspiran también á tal reforma, 
que España inició, por su parte, en proyecto sometido á las 
Cortes, el año 1900. 

La rara unanimidad con que ha sido acogida en las legisla- 
ciones de los puel~los más adelantados bastaría á evidenciar 
su importancia y á razonar su justificación, si no hubiera 
motivo para fundarla, así en la esfera de la doctrina conlo en las 
enseñanzas de la experiencia, mediante consideraciones que no 
escapan á la perspicacia de los encargados de utilizar tan delica- 
do instrumento de restauración ética y jurídica, en el doble as- 
pecto individual y social. 

Lo que la ley de 17 de Marzo último pretende, con buen acuer- 
do, es erigir sobre la remisión de la pena asignada á la primera' 
culpa la corrección del que comparece ante la justicia, más que 
como reo, como víctima de un momentáneo apartamiento de la 
senda del.bien obrar. La inejecución de la pena, 'en que incurre 
le llama al arrepentimiento por la gratitud y por el temor, pre- 



viniéndole á la vez contra los riesgos del contagio con reclusos 
envilecidos en los hábitos del crimen. 

El mecanismo de la ley es sencill?si~no : los Tribunales pueden, 
en unos casos, otorgar la suspensión de la condena, segíin su 
prudente arbitrio, dentro de las reglas que la misma ley estable- 
ce, y deben acordarla, en otros, por mandato imperativo del 
legislador. 

Siempre son requisitos indispensables los que señala el ar- 
tículo 2." : que el procesado no haya delinqtiiclo anteriormente, 
que no haya sido declarado en rebeldía y que la pena no exceda 
(le un año de privación de libertad. Sin la concurrencia de todas 
estas condiciones, no hay posible suspensión de condena en nin. 
giin caso. Y aun con ellas, el Tribunal puede en ocasiones pres- 
cindir de acordarla, si no la estima procedente. Obsérvese que 
sobre la base expuesta, cabe, como facultad ó atribución judicial, 
la aplicación de la ley, que no tiene virtualiclad inexcusable sino 
cuando así lo previene terminantemente el art. 5." 

Es, pues, menester distinguir la facultad y el deber de los Tri- 
bunales respecto de esta nov?sima institución de Derecho penal 
y procesal. Para ejercitar la facultad se ha de atender á la edad 
y antecedentes del penado, á la naturaleza jurídica del hecho jus- 
ticiable y á las modalidades ó determinaciones específicxs que lo 
caractericen en el orden del Derecho y aun en el de la moral; 
pues no otra cosa representan las circz~?zsta~icias de todas clases 
á que la ley se refiere. 

Para: cumplir el deber, crea ésta moldes precisos, en los cuales 
ha (le moverse necesariamente la acción judicial : que se senten- 
cie por exención incompleta de responsabiliclad, 8 que el reo sea 
menor de quince años, ó que medie solicitud del ofendido en los 
casos que sólo por querella, denuncia ó consentimiento de éste 
puede ser persegtiido el delito: es decir, cuando se rrata de adul- 
terio, estupro, calumnia é injuria á particulares, violación y rap- 
to con miras deshonestas. 

Si media, no ya todas, como en el art. 2 . O ,  sino c~ia lq~i iera  de 
las condiciones apuntadas, que son las conte~liclas en el art. 5.'. 
la suspensión de la condena se impone forzosamente por minis. 
terio de la ley. Al Tribunal no toca otra misión que la de consig- 
nar la existencia de la que sirva cle base al acuerdo, sin poder , 

entrar en apreciaciones de distinta índole, como si se tratara del-/ - 
prudente arbitrio reconocido en el párrafo último de dicho ar- 
tículo 2 . O  H e  ahí la diferencia substancial, gravísima, digna de 



la mayor atención y del más exquisito respeto, entre los dos 
polos del eje de la ley. 

Las excepcioi~es son categóricas é iiieludibles, conforine al ar- 
tículo 3 . O ,  y alca~~zan, asi al ejercicio de la facultad judicial, 
como á la función obligatoria impuesta por la ley. 

A los delitos excluíclos, segUn la traza con que ésta los denlar- 
ca, no es nunca aplicable la suspensión de la condena, salvo si 
acerca de los indicados al efecto la solicitase expresamente, 
como antes se ha dicho, la parte agraviada. Y conviene aiiadir 
en este punto que la solicittrd en.presn existirá aiinque se for- 
mule á petición del sentenciado, á quien no es licito privar del 
derecho cle impetrar el asentimieilto del ofeiidiclo, libre para 
concederlo ó denegarlo. La ley no exige la espontaneidad del 
acto, suficienteinente eficaz aunque se realice á riiego del inte- 
resado. Téngase así entendido al interpretar el niim. 1." clel ar- 
tícnlo 3." y el iiíim 3.O del art. 5." 

En el niim. 5." del art. 3.O están conlprendiclos los billetes de 
Banco, ya que la falsificación que menciona abarca los concep- 
tos de los capítulos 11 y 111, título 4.0, Libro 11 del Córligo pe- 
nal, y el último los incluye ilorninalmente en sn epígrafe y en 
sus preceptos. 

Dos recursos - -- nos--salen-al p?so-al_ t r a v é e  artículos 
5."-y 6.":. el de casnció~i. contra la resoluciói-i qite se dicte en to&s .-- 
los casos de suspensión de condena por ministerio de la ley, ~ e l -  
que,. fimdndo elt error~de~hec~zo,~poclráj~iterponer e- cualquier- 
tiempo el Fiscal ante el Tribunal sentenciaclor. 

caiificaGo el primero con la expresiva denomliilación que se le 
asigna, cae tle lleno en las disposicioiies del libro V, título 1.O de 
la ley de Enjuiciamiento criminal, y circunscrito á la suspen- 
siólz de la coildeqzn, en él se ventilará la procedencia ó impr-et 

- -  -~ 

dencia de la coilcesion, con arreglo á-10-piveilklo en el art. 5 . O  , ., 
de la ley ;le 17 de MáTzo, clebieildo considerarse, para este efec- . . . 
to, atraído al i~úm. 8." del art. 815 de la de Enjuiciamiento 
el auto que haga aquella declaración. 2Qále.s-serán. lasjiifrac- 

- -. 
ciones que dan lugar al recurso? Evidentemente las que resulte; ~- ~- - -, .- . - 

de la resolución. qzfecov%ad,ige el precepto legaL cle dicho artícu- 
.105.", s e d n  la'frase del 8j3 de la ley procesal. 

~ o t r q ~ e c u r s p _ q u e  puede -interponer el Ministerio fiscal 
$or error de Izecho, origina una cliicla-que no debe correr inad- 
e 

vertida. ¿Cuáles son los liechos que autorizan este-recurso? - -- - -  todos los que el Tribunal tuvo en cuenta al suspender la con- 
- 



dena? No, ciertamente. Se tiende á iiivaliclar una resolución que, 
como la ley revela en términos diáfanos, responde á la csti~na- 
ción de diferentes circunstancias, cuya influencia en el ánimo 
de los Jueces no es, ni pucde ser, igualmente decisiva: unas, 
esenciales, inelndihles, tasadas, como base (le la suspensi6ii : 
otras, accidentales, de entidad relativa, según que aquéllos les 
atribuyan inás ó menos valor en cacla caso. El error de heclio lo 
mismo puede afectar á la suspei~sió~l acordada conforme al ar. 
tículo 2 . O ,  que á la que se dicte con sujeción al art. 5." Queda i 
salvo, además, en cuanto á este Último, el recurso de casacióii, 
que gira en otra órbita y se desenvuelve con otras irradiaciones. 
Pero los motivos en que ha de fundarse - el de error de heclio -- -- - 
son los que constituyen ele~kento i~zdispensable para suspender 
el cumplimiento de la pena; no los que p~ieclen ser atendidos 
óaejar  de serlo, sin que la letra Ó el espíritu de la ley se tuerza, 
menoscabe --- - Ó desvirtúe. El error de l~echo podrá derivarse cle i i r  
debida aplicación de los a l o s  2.0 y s.', en punto á las con4 
d i E i K 5  funclanlentales cle la suspensión ó á los delitos-&ep- 
t u i o s .  - 

Conste, por lo-expuesto, que contra el auto de suspensión de 
la Z ñ z n a  se establece el- recurso de casación, cuantlo aquélla - -- - 
se acuerda por iniiiisteri~de la ley; contra el que recae en virtud 

-- - 
de acuerdo potestativo del -- Tribunal, sólo se autoriza $que po- 
(liiacalífi~rse.leSiip&a, aunque-la ley no lo designe así, ante -- 
el Tribonal clue otorgó la condena c o n c l i c i o n a l . ~ ú ~ ~  
i~ialmeiite~e~~z~aiq~iier~~e~~~o-c~ntra~el~a~~to~clel art. 5 . O  

No es d ~ ~ d o s o  que el art. 7.O,  al encomendar al ~ r e s i d n z t e  del 
Tribzifial sci~tc~iciador la misión de amonestar al sentenciado 
con las advertencias y obse~acioiles que deben prevenirle para 
evitar una nueva caída, se refiere en todos los casos al Presiclen- 
te del Tribunal encargaclo de ejecutar la senteiicia (artículos 
985 y 986 de la ley cle Enjuiciamiento criminal), annque en re- 

, curso de casación se modifique la recurrida. De otra suerte, 
habría necesidad de que los reos comparecieran ante el Tribunal 
Supremo, lo cual ni sería viable fácilmente ui tendría quizá la 
ejeinplaridad apetecible. 

La intervención dada al Ministerio fiscal en el art. 6." para 
la concesióii de la s~ispensión cle la condena, presupone una 
garantía cle acierto para los Tribtinales, y nos empeíía en so- 
lemne comproiniso de hoilor profesional. 

Los artículos S.", 10 y 13, que también Iiabilitan recursos ó 



ponen fin á la suspensión, parece que, en corisonancia con la 
orientación general de la ley, recomiendan la audiencia del'fis4 
cal, aunque taxativamente 110 la prescriben. 

Réstame llamar la atención de V. S. sobre el Real decreto de 
23 de Marzo último, que dicta reglas para dar unidacl á las prác- 
ticas de los Tribunales en cuanto á la forma de las disposiciones 
que deben adoptar al térn~ino de la condena condicional, segiin 
sea por extinción de la responsabilidad 6 por motivo que la 
interrumpa ; y.  preparando el ordenado funcionar de la nueva 
institución y el exacto conocimiento que 118 de permitir juzgarla 
por sus Iiechos y consecue~~cias, encarece la ventaja con que el 
Ministerio fiscal velará por la aplicación de la ley, sirviendo el 
interés píiblico, que antepone á cualesquiera intereses individua- 
les. "Ligados éstos con aquél-dice-cumple, por lo pronto, al 
Ministerio fiscal, promover la aplicación de la ley en las causas 
terminadas por sentencia firme, c ~ ~ a n d o  no I-ia comenzado á cum- 
plirse la conclena, con lo que cabe examinar las condiciones del 
.delincuente y las circunstancias de la delincuencia, fundándose 
así la concesión ó la negativa de la s~~spensión de la condena." 

El decreto puntualiza aquellas operaciones que, inspirándose 
en el espíritu de la ley y aplicando su texto, han de ser objeto 
de la especial ate~ción dé las autoridades judiciales, á la vez que 
establece la manera de llevar todos los libros de registro. 

Sin necesidad de descender al por menos de metódicos y ri- 
gurosos índices, con todas las formalidades prevenidas para las 
Audiencias y los Juzgados, convendrá que en los libros de las 
Fiscalías se hagan las anotaciones correspondientes á la sus- 
pensión de penas, para el mejor régimen de este nuevo servicio 
dentro del Ministerio fiscal. 

No olvide V. S., por fin, que, según el art. 16 de la ley, ésta 
debe aplicarse, desde luego, á todos los reos que á la publicación 
de la misma no hubieren comenzado á cumplir sus conclenas. 

Saludada con jíibilo la reforma por cuantos en ella fundamos 
esperanzas halagüeñas para el bien general, todo celo será esca- 
so, á fin de contribuir en la medida de nuestro esfuerzo á que 
esta nueva corriente del Derecho positivo español purifique la 
conciencia y sanee el entendimiento de aquellos á quienes se 
procura redimir de la servidumbre ocliosa del delito. 

Del recibo de esta circular se servirá V. S. darme cuenta. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 2 de Abril de 

1908.-Javier Ugarte.-Sr. Fiscal de la Audiencia cle ... 



CIRCULAR 
f. P- 

Las repeticlasiconsultas dirigidas á esta Fiscalía sobre la apli- 
cación del Código penal á los que, por la imprenta, la litografía 
ú otro medio de publicación, ofeildieren á la moral, B las buenas 
costumbres ó á la decencia píiblica, oblíganrne á exponer sucin- 
tamente el criterio á que debe ajusiar nuestro Ministerio la in- 
terpretación del texto legal, en relación especialmente con los 
anuncios ó avisos que ven la luz en periódicos ó revistas. 

Porque no puede ser durloso para los rectos juicios de la crí- 
tica cliie la ley cumple un deber altísimo de higiene y preserva- 
ción social oponiendo diqiies á las insanas expai~siones de la 
obscenidad y refrenando los estímulos del libertinaje. Pero no 
parece tan uilániinemeilte definido en la práctica el límite que 
demarca la esfera cle lo lícito y de lo ilícito en este iniportante 
orden de la vida iuríclica del Estado. 

Hasta aliora las cuartas planas ó las cubiertas de diversas 
publicacion~s han solido ser terreno abonado para la inserción 
de impresos que, ofendiendo el pudor, producen el consiguiente 
escándalo. 

A evitarlo está imperiosamente comprometicla la iniciativa 
fiscal, ya que 110 en vano nos toca velar por la observancia de 
las leyes, promover la atención de la justicia en cuanto concier- 
ne al interés público y garantir, en consecuencia, una de las más 
atendibles condiciones de la vida colectiva enfrente de manifes- 
taciones que, sin rozarse para nada con la libre emisión del pen- 
samiento, perturban los respetos debidos á esos fundamentales 
elementos de convivencia social que el Código resume bajo el 
triple concepto de "la moral", "las buenas costumbres" y "la 
decencia pública)'. 



No es menester insistir en que, al procurar su defensa, no se 
infiere agravio alg~ino á una cle la libertades que con mayor em- 
peño proclama, sustenta y co~~solicla la legislación vigente: el 
derecho de todo español á clifunclir ideas y opiniones, ya de pala4 
bra, ya por escrito, valiéndose de la imprenta Ó cle otro procedi- 
miento semejante, sin sujeción á la censura previa, tal como lo 
declara y autoriza el art. 13 de la Constitución de la Monar- 
quía: No conculca ni merma este derecho la sana previsión de 
la ley, que, indepentlientemente de su nornial y adecuado ejer- 
cicio, ampara tutelarmente intereses considerables y apreniian- 
tes como los que encuentran su natural cimiento en el castigo 
de determinados actos contrarios á la Iionestidad y á la correc- 
ción exigible en el orden de la sociedad y de la familia. 

Y es harto notorio cine la moral, las buenas costumbres y la 
decencia pública sufre11 lioiiclo quebranto cuando, en hojas im- 
presas, que invaden todos los hogares, se presentan imágenes 
repugnantes, se hacen referencias groseras, ó se revelan inti- 
midades ilegítimas, que logran la impunidad bajo el escudo de 
un perióclico, órgano de comunicación de desafueros y extra- 
víos, catalogados en la ley penal. 

No cabe consentir, sin participar de la responsabilidad clel 
encubridor ó el cómplice, que la prensa se convierta en burla- 
dor de padres ó maridos, mediante una correspondencia, que ase- 
gura el secreto de bastardías y vilezas, ó en pregonero de ver- 
güenza~, miserias ó fealdades, que flagelan el sentimiento de la 
dignidad, con mengua de la circ~inspección, la urbanidad, la 
moderación y la cultura á que ha de acomodarse el régimen ine- 
ludible de las relaciones sociales. Lo pornogrAfico, lo soez, lo 
impuro, desentona del conjunto armónico, en el cual se des- 
envuelve nuestra existencia en común, que se haría insoportable, 
aun sin llegar á las monstruosiclacles clel crimen, si la prosa de 
la ideas menos espirituales no tuviera también su ritmo, im- 
puesto por la ética y la estética, colaborando de perfecto 
acuerdo. 

Los ingleses emplean una palabra de supremo desagrario para 
rechazar toda expresión que tuerce ó altera las aiísteridacles del 
decoro. Y nadie ha negado todavía á aquel gran pueblo el sentido 
de la libertad y del derecho. 

Conviene, pues, se persaacla V. S. cle que al penar el Código, 
ora como delitos, ora como faltas, las ofensas al pudor, á la mo- 
ral ó á la decenci~ pública, ha puesto en inanos rle las Autorida- 



des judiciales un arma de necesaria defensa que no puede per- 
manecer inactiva, á riesgo de que se enrnoliezca con dafio de la 
sociedad y desprestigio de los encargados de utilizarla. 

El  art. 456 castiga á los que "de cualquier modo", es decir, 
Lambién por la imprenta, el grabado, etc., ofendieren el pudor ó 
las buenas costumbres. Pero es preciso que el hecho no esté 
comprendido expresamente en otros artículos del Código y que 
se ejecute con grave escándalo ó trascendencia. Para ello se 
requiere, como coildición esencial, la publicidad, sin la cual ni 
la trascendencia ni el escándalo de que habla la ley podrían 
caracterizarlo. 

Pero, aunque la publicidad exista, cabe que la responsabilidad 
contraída no llegue á delito, quedando limitada á falta, ya con 
arreglo al número 4." del art. j84, ya conforme al níimero 2." 

del 556. El uno afecta á los que ofeildiereii 'i la mora!, á las bue- 
nas cost~imbres ó á la decencia pública por la imprenta4 la lito- 
grafía íi otro me 'io de publicación ... iQué  mayor notoriedad 
puede obtener la ofensa? ... El otro atañe á los que, con la exhi- 
bición de estampas ó grabados ó con otra clase de actos, ofen- 
(lieren á la moral ó las buenas costumbres, claro es que sin 
comter delito. Aquí también hay publicidad, si bien más relati- 
va, porque basta "la exhibición" de !a figura indecente ó la. rea- 
lización del acto indecoroso, aunque niilgina de ambas exterio- 
rizaciones alcance á gran número de personas. 

Hay que graduar, por lo tanto, con exquisito cuidado la enti- 
dad jurídica de cada caso concreto para encasillarlo debida- 
mente en la respectiva sanción penal. Desde luego importa afir- 
mar que el art. 456 debe reservarse á la persecución de graves 
y trascendentales desenfrenos, cuyo consentimiento hiere ó 
alarma á los sentimientos de recato y morigeración propios de 
personas cultas, como advirtió este Tribunal Supremo, esti- 
mando compreildidos en dichos artículos á varios sujetos que, 
alucinados por supuestas apariciones anunciando el próximo 
fiii del mundo, reuniéronse en torno de una gran hoguera, donde 
arrojaron ropas, muebles y otros efectos, desnudánclose todos. 
hombres, mujeres y niños, para mejor pedir y obtener, en estado 
primitivo, la misericordia y el perdón del Cielo. sin acordarse 
de la Guardia civil, que dió con todos en la cárcel. La  caracteris- 
tica del delito aparece ostensible en este hecho. 

En cambio, la falta, e,s á saber, "la culpa leve" del antiguo De- 
recho, tiene molde más reducido, que se circunscribe por su na- 
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turaleza peculiar, y que no puede confiindirse con el delito tan 
luego como el Cócligo la hace objeto de preceptos siiig~ilarmente 
recluídos en su libro 111. P señaladas en éste las infracciones 
de los artículos 584 y 586, cuando 110 concurren las circunstail- 
cias eficientes del delito antes indicadas, á ellos debe acuilirse 
para la represión correspondiente de los anuncios de que se tra- 
ta. Son éstos, clentro del objeto (le las presentes observaciones, 
los que hayan de reputarse atentatorios á la moral y á las buenas 
costumbres, cuya significación resultará transparente, teniendo 
en cuenta el fiii que se propongan : por ejemplo, los que dan fa- 
cilidades Ó ponen precio 5 audaces concupiscencias, abriendo 
mercado al tráfico de la corrupción y el deshonor; y en otra 
esfera, los anuncios de drogas ó substa~~cias que tiendan á contra- 
riar la natiiraleza, con daíío ó menoscabo de sus funcioiies, etc. 

Lo son también, como ofensivos 5 la decencia pública, los 
anuncios de otros remedios ó procedimientos médicos, que, sin 
originar tales consecuencias, contengan términos inalsonantes 
por su acritud y dureza, en relación con ciertos órganos S erifer- 
medacles. Lo cual no impide que Profesores dedicados á la cura- 
ción de "patlecimientos ó dolencias especiales", lo anuncien eii 
esta ó parecida forma, suficientemente clara y expresiva, sin des- 
cender á particularismos clenunciables. Ni cabe prohibir tainpoco 
la publicidad de procluctos químicos, específicos, etc., cuya enun- 
ciación y aplicaciones no sean iinp~identes, salvo lo prevenido 
sobre este punto por las Ordenanzas cle Farmacia y la Real or- 
den cle 12 de Abril de 1865, que relegan ciertos anuncios á loc 
periódicos cieiltificos de l'ledicina, Cirugía, Farmacia ó Veteri- 
naria. 

Bueno es recordar, además, que las  nis sin as Ordenanzas con2 
ceden facultades, que se traclucen en indeclinables deberes, á los 
Subdelega;7tlos (le Farniacia y Sanidad, á las Academias de Me- 
dicina y, en suma, á los Gohernaclores y á los Alcaltlc.. para ce- 
lar y vigilar el estricto cumplimiento de tales disposiciones, y 
aun para proponer é imponer las correcciones procedentes, á 
reserva de que, cuando el hecho rebase la conilición cle falta 
gubernativa, los Tribunales intervengan dentro del radio de ac- 
ción que les traza el Código penal. 

Seguro estoy de que lo prensa periódica será la primera en 
atemperarse á las indicaciones expuestas, cooperando con deci- 
sión laudable en tan delicado empeño de educación general y de 
alta cultura, en cuya realización estamos interesados todos, 



las clases dirigidas como las directoras, y entre éstas muy prin- 
cipalmente la institución que aspira á representar y guiar la 
opinión pública, y que no sin motivo se ufana de ser hábil y po-i 
cleroso instrumento de moralidad, de civilización y de progreso. 

Sírvase V. S. acusarme recibo de esta circular. 
Dios guarde & V. S. muchos años. Madrid 5 de Mayo de 

1908.-Javier Ugnrte.-Sr. Fiscal de la Audiencia de... 



APENDICE SEGUNDO 

INSTRUCClONES ESPECIALES 
DADAS A LOS FISChLES DE LAS AUDIENCIAS 



CODIGO PENAL 

ñrtlculo 2.", párrafo segundo. 

Consultada por e1 Fiscal de una Audiencia provincial la in- 
terpretación extensiva que aquella Audiencia pretendía dar al 
párrafo segundo, art. 2 . O  del Código penal, aplicándolo á todas 
las sentencias dictadas desde el año 1 p 5 ,  se le contestó que 
dicho texto sólo puede tener aplicación cuando así se juzgue 
procedente en el momento del fallo, pero en manera alguna res- 
pecto de sentencias dictadas con anterioridad, en las que, á su 
tiempo, no se ejercitó tal facultad, debienrlo, por tanto, oponer- 
se á toda interpretación que contradiga esta doctrina. 

18 de Septiembre de 1907. 

ñrt. 16, ntím. 3.", circunstancia segunda. 

Con motivo de d~icla ofrecida en determinada causa al Fiscal 
de una Audiencia provincial, consultó si el liecho [le proporcio- 
nar la fuga á los que robaron y produjeron la muerte, debía re- 
putarse comprendido, como regla general cle derecho, entre los 
actos de encubrimiento. En su vista se le inanifestó lo siguiente : 
Dado el carácter cle generalidad con que hace la consulta, la con- 
testación es en extremo sencilla. El robo y la muerte violenta. 
como delito complejo, está constituido por dos actos delictivos 
diferentes, robar y matar, y aunque á ambos aplica una sola san- 
ción penal el art. 516, no se ocultará á V. S. que, si en la 
muerte concurre alguna de las circunsta~icias que enumera el ar- 
tículo 418, los que la realizan, por cometer un verdadero asesi- 
nato, son reos de delito, y por consiguiente, su encubrimiento, 



facilitando la fuga de los culpables, se halla incurso en la regla 
segunda del número 3." del art. 16. El Cócligo penal ha querido 
conciliar en esta disposición los sentimientos de humanidad, que 
pueden ser clisculpables en ciertos casos, con Ia severidad que 
para los actos de extraorclinaria gravedad sefiala, y al incluir en 
el encubrimiento el hecho de proporcionar la fuga "del asesino", 
tal encubrimierito no puecle desaparecer porque el asesinato vaya 
conjuntamente uniclo al robo y formen ambos cl delito complejo 
y especial que el art. 516 castiga, puesto que, de otro modo, se 
llegaría al absurclo de considerar excluíclo de esta clase <le etlcur 
briinientos el asesinato perpetrado con ocasión del robo, lo 
cual no autoriza la ley ni el buen sentido juríclico puede consen- 
tir tampoco. 

Por lo deinás, atendidos los Iiechos de que da cuenta, de .justi- 
ficarse la cnlpabiliclad á que alude, los actos realizaclos, más que 
de encubrimiento, serán generadores de corleliiiciiencia y co- 
operación en la perpetración del delito, por lo c4u.e espero de su 
recoi~ocicla ilustración que, procediendo con el celo que reclanla la 
graveclacl extrema que el delito entrafia, conseguirá obtener el 
completo esclaieciiniento de los mismos, para la clebida efectivi- 
dad de las responsabilidades contraídas. 

4 de Diciembre de 1907. 

Rrt. 248, párrafo iiltirno. 
?, 1 f 7. 

Dada cu~n ta  por el Fiscal de una Audiencia provincial del 
resultado de cierta causa, en la que estimaba procedente solicitar 
el sobreseimiento provisional, se le comiinicó lo siguiente: Dos 
distintas cuestiones, de las que se derivan responsal~iliclades 
diferentes también, aparecen á primera vista. Es la una, la refe- 
rente á la publicación del folleto de que se trata, publicación 
que. segíin mai!ifiesta V. S., dió lugar á la formación de sumario 
que terminó por la aplicación de la ley de amnistía <le 31 de Di- 
ciembre de 1906; y es la otra el hecho de haber sido con poste- 
rioridad repartido rliclio folleto entre los af~~mnos de la esciieIa 
de niños rle ....., por D ....., en ocasión de l~allarse éste regen- 
tando dicha escuela y sin que aparezca que lo hiciera de acuerdo 
con el autor del expresado escrito. 

En cuanto á la primera de estas (los c«estiones, es incliiclable 



que, si no resulta que, con posterioridad á la terminación del 
anterior proceso, se ha reimpreso y publicado de nuevo el cita- 
do folleto, no puede hoy exigirse respoilsabiliclad al autor del 
mismo ni á los subsidiariamente respoiisables eii tal concepto, 
por oponerse á ello la citada ley de amnistía oportunamente 
aplicada por Tribunal coinpeteilre. Pero el que dicha ley eximiera 
de responsabilidacles contraídas por determinados delitos come- 
tidos antes de su p~iblicacióii, no excluye el que hechos realizados 
después, pz~edan ser objeto de procedimiento y sanción penal. 
Aplicada la ley de amnistía á los presuntos responsables, no por 
ello debe dejarse de exigir la responsabilidad inliereiite al hecho 
posterior realizado en la escuela de ....., por el RiIaestro q u e  se 
hallaba al frente (Ice la misma, acto independiente de la publica- 
ción del escrito y que no ha sido objeto de procediinieiito al- 
guno. 

Este acto constituye un ataque á la integridad de la Xación 
española bajo una sola ley fuilclameiltal y una sola representa- 
ción de su personalidad como tal Nación, y se halla. castigado en 
el párrafo último del art. 248 del Córligo penal, se,aíiil quedó 
redactado después dc publicada la ley de 1." de Enero de 1900, 
sin que la circunstancia de haber sido los pres~~ntos respoiisal~les 

* .  
cle la p~iblicacióii del escrito, c ~ m ~ r e ~ ~ d í c l o ~  nila a n ~ m  - 
p-de que no fuera coilstitutivo c'e delito el 
E810 que se G%$&l>a y se opoilga 5 que sean ex-as otras 
responsabilidades coiltraírlas con posteriorirlad, nacidas del acto 
realizado por un R4aestro de repartir entre los alumnos que 
asistían, para recibir la instrucción primaria, á la esctiela que re- 
gentaba, á pretexto de que conocieran la historia del país ..... 
el escrito de que se trata, en el que se vierten doctrinas contra- 
rias á la integridad de la Nación, llevando así á cabo el inás efi- 
caz ataque á ésta, que en el ejercicio de su magisterio poclía 
perpetrar. 

Teniendo en cuenta las indicaciones expuestas, debe el IIinis- 
terio fiscal formu:ar acusació~i contra el citado Maestro de ..... 
previa la oportuna cleclaracióii de procesamiento, limitando la 
petición de sobreseimiento, libre Ó provisional, segúil proceda, 
á las responsabilidacles que hubieran sido objeto del anterior pro- 
ceso, si á los actos de que aqtiéllas dimanaren se hubiere exten- 
dido la itrstrucción del presente. 



En vista de la consulta hecha por el Fiscal (le una Audiencia 
provincial, acerca de la conducta que debía seguir en el incidente 
de apelación de auto de procesamiento decretado en sumario ins- 
truído por juegos proliibiclos, se le matiifestó cuanto sigue: Da 
contestacióii á dicha consulta, en los diversos aspectos que la 
plantea, el art. 358 del Código penal y la doctrina que, acerca de 
su verdadero alcance, tiene establecida este Tribunal Supremo. 
LJno y otra, determinan, no solamente la sailción aplicable á los 
que realizan esta clase de delitos, sino también, de un modo 
bien explícito por cierto, que en la dei~oniinación de "dueños 
('e casa de juego'' debe reputarse comprendidos á los iilquilinos 
ó arrendatarios de las habitaciones en q~ te  está instalado, si?! 
cllya anzicncin no se podría jugar. Y partiendo de esta base, las 
restantes cleducciones relativas á si los hechos procesales consti- 
tuyen indicios de la perpetración del delito y cle las personas 
responsables, son materia propia y exclusiva del funcionario 
fiscal que interviene en el proceso. 

Si, coino parece deducirse de la sucinta relación de anteceden- 
tes que me siimiriistra, resulta algún indicio racioiial cle crimina- 
lidad contra los procesaclos, su mi.siÓn se concreta por ahora á 
vigorizar la represión y cooperar á las iniciativas del Juzgado 
instructor; y, oportunamente, cuando una vez completa y de- 
purada la investigación surnarial, la causa pase al períoclo de 
plenario, por el resultado que la niistna ofrezca solicitar lo 
que con arreglo á derecho corresponda, en c~impli~niento de los 
deberes que la ley impoiie á nuestro htinisterio. 

13 de Febrero de 1908. 
# 

Rrt. 418, circunstancia primera. 

Evacuando la consulta hecha por el Fiscal de una Audiencia 
provincial, se le significó que, por la forma en que aparecía co- 
metido el delito de haber realizado un disparo uno de los proce- 
sados, mientras otros dos sujetaban al interfecto, se imponía 
la apertura clel juicio oral para todos ellos, por lo que debía pe- 
dirlo así, y apreciar en las conclusio~ies provisionales que for- 
mula~e la alevosía con que, segíin se c!educe, Iiabía procedido 
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Ordenes religiosas alcance la ofensa á la Religión católica que 
aquellas profesan ó .á los A/linistros de esta religión. 

Es, acleinás, necesario examinar el motivo, la ocasióil y la ten- 
dencia, de las frases y conceptos e~stiinaclos injuriosos, segíin que 
se dirijan contra una Comunidacl ú Ortlen religiosa por actos 
ejecutaclos por sus indivicluos coi110 mieinbros cle la Comunidad 
y con éste sólo carácter, ó afecten á las funciones que los mismos 
deseinpefian y á su calidad de Sacerdotes y Ministros de la Reli- 
gión católica. 

Todas estas circunstancias han de influir en la cleter~uinación 
del delito y deben, ?ecesariamente, tenerse en cuenta para resol- 
ver si la injuria Ó calumnia á las Orcleiies citadas puede ser 
perseguida de oficio con arreglo á lo dispuesto en el párrafo 2." 
del art. 482 del Código penal, ó ha de quedar su persecución 
reservada exclusivamente á la acción privada de los ofendidus. 

Por esta razón, y sin un atento examen, en cada caso, de los 
hechos que se consideren delictivos, no puecle esta Fiscalía, sin 
exponerse á iiicurrir en sensible error, fijar á Ir. S. en contes- 
tación á su coils~ilta un criterio que pueda servirle de regla de 
conducta en todos los casos que ocurran, V. S., examinando 
cada uno de ellos y apreciando con su reconocido celo é ilustra- 
ción las circunstancias que quedan ligeramente apuntaclas y las 
demás que merezcan ser tenidas en cuenta, adoptará la resolu- 
ción que estime más ajustada al espíritu de la ley penal, sin per- 
juicio cle que, si en algún caso concreto lo coilsidera necesario ó 
conveniente. consulte las dudas que se le ofrezcan. 

15 de Junio de I ~ S .  

* 
Y ,  )!, 

Precisando esta inisma doctrina con relación más concreta 
á hechus claramente definidos, se dijo á otro Fiscal de Audiencia 
provincial (o siguiente: "Cotitestando á la consulta formulada 
por V. S. en su comunicación fecha 2s cle Julio último, relativa 
á la causa seguida por injurias á c1etermina:las clases del 
Estado en un weetirzg celebrado en esa ciudad y en cuya causa 
estima V. S. que debe solicitarse el sobreseimiento provisional 
ó el libre, con reserva de su derecho, para el ejercicio de la 
acción correspondiente, á la parte ofendida, por entender que las 
expresiones proferidas por el procesado, aunque alusivas á los 



Obispos, frailes y monjas de Espaíía, no comprende á to:los; que 
la ofensa no es general para cada una de esas clases del Estado, 
sino que se contrae sólo á los que el orador suponía, para sus 
fines políticos, iilfluyetltes sobre e1 Excmo. Sr. Presidente del 
Consejo de Ministros, á quien supeditaban, sin iiombrarlos ni 
darlos á conocer, y que no de~ign~hdose un señor Obispo en 
particular, tampoco puede coiisiderarse la ofensa dirigida contra 
la autoridad píiblica en persona concreta y determinada que la 
ejerza, con lo que res~ilta no hallarse coniprentli<lo el caso en nin- 
guno de los que, por excepción y conforme al párrafo 2." del ar- 
tículo 482 del Código penal, procede perseguir de oficio esos deli- 
tos de cal~~milia 6 injuria, que son esencialii~enie privados y en 
general sólo pcnables á cluerella (le la parte ofe:irlitla, c.;toy cn 
el deber de manifestar á V. S. que, estudiadas deteiiirlaineritc 
las razones por V. S. aclucidas y el extracto de la cansa que á 
su consiilta acompafia, el criterio que, como más acertado se 
impone en el asunto, siquiera se aparte su1~stai~cialniente del 
manteniclo con laudable celo por V. S., es el de solicitar la 
apertura del juicio oral y forniular la aciisacióii pública por el 
delito de injurias á clases determinadas del Estado. 

No puetle desco~locerse, porque las mismas frases pronuncia- 
das lo confirman, que la gravedad de las ofensas inferidas y las 
circunstancias de tiempo, lugar, ocasión y motivo con que fueron 
dirigirlas, las constituye en verdadero delito de injurias; y como, 
precisamente por no concretarse á persona ó determina60 núme- 
ro de ellas, perteneciente á cada iina de las clases del Estado 
al~ididas, declúcese que se comprende á todas las que á u11 mis- 
1110 orden pertenecen, es inevitable el carácter de generalidad 
que se quiso dar y se dió á las injurias dirigidas por lo tanto con- 
tra clases determiriadas clel Estado. 

Si alguna dcda pudiese existir sobre esto, disípala, no sólo 
la imposibilidad en que cualqiiiera de los indivi<luos pertene- 
cientes á las clases á que las ofensas alcanzan se encuentra para 
perseguir el ddito, por no ser concretamente designado. sino 
sobre todo por el sentido que, fundado en esa misma generalidad 
dieron á la intención de su autor los asistentes al ~rraafing que han 
depuesto en el sumario y otros que lo conocieron por referencias, 
los que en perfecta consonancia declaran que las ofensas á las 
monjas, frailes y Obispos se extendían á todos los de España, 
indudablemente aludidos hasta en los propios conceptos emplea- 
dos y en lar, insictiosas comparaciones hechas por el orador al re- 



ferirse á ia opulencia de los Obispos y á la pobreza de los curas 
que morían de l~ambre en las aldeas. 

Y como las exculpaciones del procesado no pueden, por sí so- 
las, ser bastante á destruir el juicio que su acto iilereció á los 
testigos ni atenuarse éste siquiera hasta que en el oral y público 
se contrasten y clepureii sus respectivas afirmaciones, conlo exige 
también por la notoria importancia y trascendencia del asun- 
to, la necesidad de que, comprol~a~los, no queden sin castigo se- 
mejantes hecllos, en los que además rle los difainantes calificati- 
vos aplicados á los individuos que componen las mencionadas 
clases del Estado, especialmente á los seiíores Obispos, se le. im- ' 

putó, segiin varios testigos, que empobrecen á los curas, tasa11 
las oraciones, definen que el liberalismo es pecado, llevan 6 
anteponen la cruz, no creyendo en ella, y hacen mercado dc la 
conciencia y cle la fe, debe V. S., inspirándose en las considera- 
ciones expuestas, ajustar á las mismas su conducta. 

1." Agosto 1908. 

A consulta del Fiscal de una Audiencia provincial sobre un 
caso c~iriosísimo, se contestó lo siguiente: En comunicación 
riúmero ... fecha 30 de Julio último, expone V. S. que el Tribu- 
nal municipal del pueblo de ... conoció de juicio verbal de fal- 
tas, por lesiones mutuas, contra varios individuos, dictando 
sentencia en 15 de Enero del corriente año, por la que conde- 
nó á uno cle los denunciados á la pena de dos azeses de awcs- 
fo   mayo^; eiz SU grado nriizi~+io, y á otro á la de un mes por 
cada una de las faltas cometidas, absolvienclo á los demás, y 
habiendo acudido el segundo de los condenados, en 13 de Fe- 
brero siguiente, al Juzgado de instrucción de ... acompañando 
copia de tal sentencia y pidiendo se tuviese por formulada la 
denuncia contra el Juez municipal, por delito de prevaricación, 
fien voluntaria ó por ignorancia inexcusable, dicho Juzgado 
la remitió á esa Audiencia, quien delegó en aquél. con las li- 
mitaciones del art. 303 de la ley de Enj~iiciatniento criminal, 
para la formación del oportuno sumario, que ha siclo cleclarado 
concluso y del que resulta que, efectivamente, el Tribunal 
municipal referido dictó la aludida sentencia por un error que 
existía en el Código penal que tuvo & la vista para ello, el 



- 113 - 
que consigna segíin el testimonio al efecto librado del art. 602 
que "serán castigados con la pena de arresto mayor los que 
causaren lesiones que impidan al ofendido trabajar de uno á 
quince días", sieildo este Código, como se desprende tlel te>- 
timonio inencionado, el publicado por D. Manuel Gutiérrez 
Jiménez, con la reforma de 3 de Enero de 1907. 

Añade V. S. que es un caso verdaderamente extraño y 
anóii~alo por las circtinstailcias que reviste; que, aparte del 
criterio que pudiera sustentarse acerca de la responsabilidad 
del citado Tribunal municipal, ya que se trata de personas 
legas, de escasa cult~ira, llamadas á administrar justicia i raíz 
de una reforma de Tribunales y de penas, queda siempre en 
pie la cuestión principal relativa á la sentencia tlictatla, la qiic 
no Iia sido aún cumplida, porque los que formaron el Tribunal 
Iian n-~aiiifestado en sus declaraciones que al tener noticia del 
error cometido susl~endieroii su ejecución para ver el moclo 
m 6 ~  Ii5bil y legal rle eiuiiendarlo, y concluye V. S. nianiiestan- 
(10 que, como no se cree coii jurisdicción suficiente para en- 
mendar el error cometitio en una sentencia firme, eleva su con- 
sulta, no solamente, en lo que hace relación á la cuestión de la 
culpabilidad de los denunciados, sino en cuanto á la sentencia 
dictada por aquéllos y virtualidad de la misma, por ser iiotoria- 
mente injusta. 

Abarca, pues, la consulta por V. S. formulada, treb piiiitos 
importantes por la trascendencia que envuelveti: el de la res- 
~onsabiiidatí en que hayan podido incurrir los individuos del 
Tribunal municipal sentenciador, el tle la eficacia que pueda 
merecer la sentencia dictada por el mismo, y el de la forma 
legal de subsanar el error de peiialida(1 en aquélla cometido. 

Respecto al primero, la solución es perfectan~ente clara, ya 
que el hecho de dictarse la sentencia que nos ocupa coii el evi- 
dente error cometido en su fallo, no reviste, por si solo, los ca- 
rácteres necesarios para consti.tuir el delito de prevaricación, 
comprendido en los artículos 363 y 366 del Código penal, ni iiin- 
guno otro imputable á las personas que constituyeroii el Tribu- 
iial municipal de.. . .. que pronunció semejante sentencia. 

.Además, de las actuaciones practicadas se despreiicle siir 
género alguno de duda, por lo que 17. S. coiisigiia, que tliclia seii- 
tencia no fué dictada á sabiendas de su injusticia, ni ptit?o serln 
rampoco por negligencia ó ignorancia inexcusable, porquc aun 
rviando concurra en el caso discutido, con la falta de intención, el 

d 



requisito de ser el fallo de la repetida sentencia manifiestamen- 
te contrario á la ley, los funcionarios encargados de dictarla 
obraron con diligencia teniendo á la vista tina obra pública, de 
autor conocido, en la que se contenía cl texto que acabada de 
reformarse del Código penal, el que publicado en la Gaceta dcl 
11 tle Enero de 1907 exigió por sus erratas, alguna de verda, 
dera importancia, ser publicado nuevamente en la Gaceta dcl 
10 de Febrero siguiente, y dada la especialidad del caso, so11 
factores que obligan á tener también como exciisable la igno- 
rancia de haber tomado por cierto el texto erróneo del citado 
Código en su art. 602 aplicado, cuanto V. S. aduce cle tra- 
tarse de personas legas, de escasa cultura, y llamadas á aclmi- 
nistrar justicia á raíz de la reforma del precitado Código y de 
la implantación del Tribi:nal municipal, hechas, respectivameii- 
te. por las leyes de 3 de Enero y 5 de Agosto de 1907. 

Se impone, por lo tanto, como única medida pocedente en 
lo que hace relaci8n al primer extremo de su consulta, el soli- 
citar en el t r<hi te  adecuado de la referida causa el sobreseimien- 
to libre que autoriza el nUmero 2 . O  clel ast. 637 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal 

Como del relato por V. S. hecho se rlerluce que no se interpu- 
sc contra la sentencia consultada el recurso tle apelación que 
otorgan los artículos 212, 974 y siguientes de la ley procesal, 
y tal sentencia fué dictada con la debida competencia y guar- 
dándose las demás formalidades que determina la ley, por noto- 
n o  que sea el error de pena cometido en la misma, imponiendo 
la de arresto mayor en lugar [le la de arresto menor que el Có- 
digo señala, firme y consentida, no puede menos (le tener eficacia 
legal sin que ni aun el propio Tribunal que la dictó tenga facul- 
tad bastante para enmendarla ni pueda ser anulada, por no ha- 
llarse comprendido el caso en ninguno de los que por excepción 
establece el art. 954 de la ley de Procedimientos en lo criminal, 
reformac!~ por la ley de 7 de Agosto de 1899. 

Pero puesto que, según afirma V. S., la tan repetida sentencia 
no ha sido aún ejecutada ni es equitativo que lo sea, y debe bus- 
carse el medio legal de reparar el error involuntariamente en ella 
cometido, parece lo más procedente acudir á las prescripciones de 
la ley de 18 de Junio de 1870, que regulan el ejercicio de la 
gracia de indulto, y en su virtud á nuestro Ministerio corres- 
pontlet, toda vez que los condenados estarán á la disposición 
del Tribunal sentenciador, impetrar, en- armonía con las dis- 



posiciones combinadas de los artículos z.", número z.", 19 y 21 

de la mencionada ley, la conmutación de pena indispensable 
para el restablecimiento del derecho perturbado, á cuyo efecto 
iic reclamado á V. S. por telégrafo los antecedentes necesarios. 



LEY DE 3 DE ENERO DE 1908 

Zi coi~sultas fornlulaclas telegráfican~ente y por escrito por 
áiferentes Fiscales de las Audiencias sobre la aplicación tle la 
reforma introducida por la ley de 3 de Enero, se les coiitcstó 
en la siguiente forma: 

La prisión subsidiaria por multa no puede sumarse, por su ca- 
lidad heterogénea, con prisión ó arresto. Ya lo dice la Circular 
de 10 del corriente. La consideración de la inayor ó menor gita- 
vedad de la pena, según la reforma del art. go del Có.ligo 
penal, tiene que quedar, en cada caso, á la apreciación que re 
llaga, aun sin sumarlas, dado el espíritu del nuevo texto, que 
tiende á impedir se perjudique al reo por la aplicación estricta 
de dicho artículo. 

18 de Enero de rgo8. 

Como contestación á su conlunicación fecha 15 del corrieiite, 
debo manifestar á. V. S. que la revisión de las causas 5 que 
afecta la reforma del párrafo segundo del art. go del Código 
penal, sólo procede, con arreglo á dicha reforma, en los casos 
en que, á partir, como base inalterable, de las calificacioiies 
liecl~as en la sentencia, la pena haya de ser m;ís benigna aplicado 
el nuevo texto. Donde éste no produzca ese efecto al tenor de1 
precepto que contiene, no cabe revisión. 

18 de Enero tle 1908. 



Evatiiaiitlo la coiisulta que iiie hace en su comunicacián, fe- 
cha 17 del corriente, relacionada con la inodificación del ar- 
tículo ~ ) o  del Cócligo peiial. inanifiesto á V. S. que para los efec- 
tos rle la revisión es base inalterable la que establezca la sen- 
tencia, al tenor de las circunstaricias modificativas en ella apre- 
ciadas, sobre lo cual no cabe volver. 

Hay, pues, quc deducir si, respetaritlo, en sus fundamentos, 
cl fallo, es ó no más beneficiosa para el reo la conclena impuesta 
ó la que resiilte tlc aplicar separadainente las dos penas. En este 
iiltimo caso se debe pedir la revisión, en consonancia con el 
espíritu del iiuevü texto. En el otro, 1x0 es posible alterarlo, por- 
que perjudicaría al sentenciado. 

Para la aplicació~i de la reforma 2 procesos al111 en trámite, 
se debe tener en ciieilta que el único alcance de aquélla se re- 
fiere á la mayor ó menor gravedad de la pena unificada ó de las 
dos impuestas separatlarneiite, dentro <le las con~liciones en cjue 
el problema jurídico se plantee en cada caso, es decir, según las 
circiinstan~ias respectivairiente estimable;, las cuales no pueden 
cnbordinarse á lo que Iiaya de ser la pena: antes al contrario 
ésta 1ia de acoinodarse á aqiiéllas, al tenor de las reglas genera- 
les <le1 Código. En su conseciiencia, liabri que determinar el 
criterio máq favorable al reo, y ese es el que debe inspirar la 
colucióii que se proponga. 

20 de Enero de 1gol3. 

Recibida .;u co;isulta. feclia Ij (le1 corriente, debo manifes- 
tarle que el espíritu de la ley reforinarido el art. 9 del Có- 
(ligo penal no es otro que el de restablecer, en su genuino sei~tido 
el alcance substaiicial de aquel precepto, cuya tendencia era 
~iianifiestanieiite favorable al reo. Estimo. pnes, que b ella ha de 
atlaptarse la acLiLu I de nuestro Ministerio. iiiclináiidose, caso 
[le duda, it soluciones coi~forincs con cl interés (le los sentencia- 
dos, si11 desconocer clue el texto refortnado no deja de ofrecer 
clificultacles, dada S« redacción poco feliz, para obtener el re- 
sultado que el misino legislador se Iia propuesto. La jurispru- 
deiicia que se cree en la aplicación de la nueva ley, contribuirá 
sin <luda á hacerla práctica en este concepto, y á ello estarnos obli- 
garlos á colaborar. propot~iendo que, sobre la letra, persistente en 



las trabas originacias por la itilposición rigiirosa del grado máxi- 
mo, prevalezca la inteiicióii notoria de evitar que la pena iinifica- 
da resulte más giave que las dos aplicables separada~iietite. 

Creo, de esta suerte, contestada su corii«nicacióil y espero qiic 
su reconocido celo le ayudará á vencer los incoiiveiiierites quc 
pitedan ofrecerse al sometrr la iiiterpretación del crilerio expue\- 
to á los casos de que me habla y á otros cualesqiiiera atiilogos 
que pueda11 promuver su intervención eil la iiiateria. 

20 de Enero de 1908. 

Contestando la consulta de V. S. fecha 18 del actual, Iie (le 
manifestarle que dado que el espíritu de la reforma del articu- 
lo 90 del Código penal, á pesar de su redaccióii, es evidentemente 
cl de favorecer al reo, con arreglo á la intención del legislador 
al establecer aquel precepto, debe V. S. adaptar á esta tendencia 
su actitud en cuaiiros casos se presenten, á fin de contribuir á que 
la jiirisprudencia colabore en tal concepto á los propósitos (lile 
kan inspirado el nuevo testo. 

Enterado de cuanto 111e manifiesta en su comui~icaci0ii, feclia 
18 del corriente, consultando acerca de la refomia del artículo 
90 del Código penal, he de participarle que, en todos los casos eii 
que las penas correspondientes á los dos delitos de que se trate 
sean más beneficiosas al reo que el grado máximo de la aplica- 
ble al más grave, debe pedir la imposición de aquéllas, con arre- 
glo al espíritu manifiesto de la aludida reforma, y que cuando 
no se puedan sumar penas heterogéneas, la apreciacióii de la 
mayor ó menor gravedad de la adopción de uno ii otro sistema 
- e 1  de la peiialidad unificada ó el de los castigos itidepeiitlieri- 
te?.,-tiene que quedar subordinada eii cada caso al buen jiticio 
d e  Fiscales y Jueces. 

zo [le Enero de 1908. 
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Expuestas por V. S. con gran lucidez y perfecto conocimien- 

ro de la letra y el espíritu de la ley de 3 del actual, que reforma 
cl art: 9 tlel Córligo penal vigente, las dudas que se le ofrecen 
al, aplicar tsta al caso á que se refiere en su comunicación 
de 20 últitno, debo manifestarle que las dos  solucione^ que 
con los niiincros 2." y 3.O propone, demuestran la notoria defi- 
ciencia del nuevo texto, á que aludía en mi Circular del 10, 
puesto que, ajustaclas á él, producen un efecto eseticialmente 
contrario á la intención del legislador, según la cual se ha pre 
tendido beneficiar á los reos mediante la reforma. 

Pero es preciso que ésta prevalezca en su propósito, y para 
tal fin no hay más remedio que interpretarla de acuerclo con 
la solución del núm. 1.' que V. S. indica, es decir, conside- 
rando que la aplicación del grado máximo de la pena corres- 
pondiente al delito inás gravc, sólo es posil~le cuaiirlo no exce- 
da tlel límite repre=;entado por la suma (le las dos que separada- 
mente hubieran de imponerse, si se apreciaran independiente- 
mente ambos delitos. 

A esta doctriiia debe V. S. acomotlar sus peticiones eii el 
caso que consulta y en cuantos análogos puedan ocurrir. 

A la jurisprutlencia que sobre la materia se cree, toca, en 
si1 día, resolver cuál haya de ser la mayor ó menor eficacia del 
nuevo texto, cuya redacción se presta realmente á interpreta- 
ciones diversas. 

22 de Enero de 1p8. 

Discurre Aí. S. acertatlamente-y me coinplazco en reconocer 
sil inteligente celo-, respecto de las dudas á que, en su aplica- 
ción, se presta la lcy de 3 de Enero corriente, que morlifica el 
art. 90 del Código penal. 

Es incuestionable que, según se interprete ésta con arreglo 
á su letra 6 de conformidad con su espíritu, las soluciones que 
se adopten habrán de ser esencialmente distintas, cuando el 
limite representado por la suma [le las dos penas que separacta- 
mente hubieran de imponerse, no quepa dentro del grado tná- 
xinio de la señalada al más grave de los dos (lelitos, coino su- 



cede en numerocos casos. uno de ellos el que es objeto de la con- 
stilta por V. S. formulada. 

Hay, pues, necesidad (le elegir entre dos términos, al parecer 
iticonciliahles: ó atenerse al texto, qiie respeta dicho grado 
ináximo, al reproiliicir la disposición del art. 90, qcie se ha que- 
rido reformar, R prescindir de esa parte de la ntieva ley, que 
malogra. en ocasiones, la intención del legislador, y, acatando 
ésta, proceder como si la pena no pudiera exceder nunca del 1í- 
ii-iite, que fija 6 continuación, representado por la suma (le las 
dos penas aisladas. 

En la cluda, ciiil~ple á nuestro deber el procurar que la re- 
forma tenga eil la práctica la efectividad apetecible, según el 
propósito que la ha inspirado. Por ello entiendo que procede 
acogerse al espíritu de la nueva ley y proponer que se interpre- 
te en el sentitlo más beneficioso P los reos. La jurisprudencia 
que se cree orientará, en sil día, á Jueces y Fiscales, estable- 
-cienr!o la base sobre la cual se ha de actiiar en materia que tan 
justifica;las perplejidades origina. 

23 de Enero tle 1908. 

Tres plintos ~on~pretide la consulta forinulatla por V. S. á 
que contesto, con relación á la ley de 3 de Enero corriente re- 
formando el art. 90 del Código penal. 

1." Si se ha de hacer por auto ó por sentencia la (leclaración 
del efecto retroactivo á que aquélla obliga en beneficio de los 
reos. Sobre ello basta observar que, en el foiitlo. 110 se juzga 
de nuevo el hecho justiciable ya juzgado. No cabe, pues, dic- 
tar otro fallo, sino acomodar el ejecutorio, inclestructible en 
su esencia, ií la inodificación que, en cuanto á la penalidad 
aplicable, ha preceptuado el Ultimo texto legal. Para esto basta 
un auto, segíin los principios generales del procedimiento, y 
claro es (lile, respecto de él, no caben otros recursos que los que, 
para esta clase de resoluciones, establece la ley de Enjuiciamiento 
criminal. Los penados no tienen derecho alguno á ser oitlos. 
El juicio cliietló a su tieinpo terininado y no es posible reabrir- 
lo ahora. 

2 . O  Cómo ríebe hacerse la suma de las dos penas correspon- 
dientec á los (los (lelitos eii que se cliversifiqtie un solo Iieclio ó 
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cuántlo el uno sea medio necesario para la ejecución del otro. 
Hay que tener en cuenta, para los efectos de la revisión, que 
ésta parte, como supuesto inalterable, de la apreciación que 
en ,la sentencia ejecutoria se hiciera cle las circiinstancias 1110- 

dificativas de la resporisabilidacl. Y lo que procede, por consi- 
giiiente, es actuar sobre esta base para derlucir si, sumadas las 
clos penas que separadamente piidierari imponerse, en las con- 
diciones clel fallo ciictado, el límite de esa siiiiia excede ó no clel 
grado ináximo (le la señalatla al más grave, con arreglo tam- 
bién á aquellas circcinstancias. 

3." Habiendo de revisarse las sentencias ejecutorias, no ec tlii- 
('oso que deben modificarse al tenor de la nueva ley, aplicada 
conforme qiierla expuesto, las calificaciones ya liechac en (lis- 
conformidatl con la misma, para las causas en tramitación, sien- 
do conveniente que esto se realice desde luego sin esperar á la 
celebración clel juicio. 

Estimo que lo dicho hastari al inteligente cclo de V. S. para. 
proceder con el apetecible acierto en los casos á que su con- 
culta se refiere. 

14 de Enero de 1908. 

l'leiiamente justificada la duda que consulta V. S. en su co- 
municacióii de 20 de este mes, qiie contesto, debo manifestar- 
le. sin embargo, que, cle no interpretarse la ley de 3 de Enero, 
que reforma el art. go clel Código penal, en cl seiltido ap1ic:ldo 
por esa Aiidiencia, resultaría, eii iiunierosos casos, eesnc;al- 
iiieilte inalogra[io el propósito del legislatlor, atento. segíiii de 
su espíritu se desprende claraniente, á beneficiar á los rC05. 

Hay, pues, que sitbordiiiar la letra (le1 prccepto á la iiiteiicióii 
con que Iia sido <licta<lo, á fin de procurar la apetecible afecti- 
vidad del nuevo texto: siquiera con ello se clemuestre, conio 
indicliié en ini Circular del 10, que la inoililicación de tjue se 
trata ofrece en la práctica tan graves dificultades que hacen 
inexcmable la creación de una jurisprudencia con alcance á 
oue su reclaccióri, literalineiite entcnditla, no llega en miiclias 
ocasiones. 

e 

30 dc Enero dc 1908. 



Habiéndose desistido de un recurso de casación por iiifrac- 
ción de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia territo- 
rial, se dijo al mismo: Sin dejar de reconocer esta Fiscalía 
que, dado el texto del art. go reformado del Código penal, tia 
podido V. S., con el laudable celo demostrado, mantener en el 
acto del juicio la petició~i, como mínimum de pena, para el act!- 
sado por delito complejo de disparo de arma de fuego y de le- 
siones graves, de dos años, once meses y once días cle prisi3ri 
correccional, y preparar contra el fallo discoriforme de esa Au- 
diencia el correspondiente reciirso de casación por infrac- 
ción de ley, he acordado desistir de éste, porque el claro espi- 
ritu de beneficiar en semejantes casos á los reos que inspiró 
la expresada reforma del art. go tlel Código penal, según tiene 
declarada esta Fiscalía en su Circular de 10 del actual, obliga 
i respetar la interpretación que en tal sentido hagan los Tribu- 
nales juzga<lores y que dudosamente podría ser modificada eii 
casación. 

30 de Enero de 1908. 

Contestaiido su cbilsuita del día de ayer, sobre aplicación de la 
ley de 3 de Enero último, reformando el párrafo 2." del art. go del 
Código penal, he de manifestar á V. S. que, resuelta con toda 
claridad en la Ultima Circular de esta Fiscaiía, fecha 11 clel 
corriente, la tluda que se le ofrece, no ha clebido promover 
una consulta que, atendiendo {i tlicho texto, resulta injustifi- 
cada, una vez que, segun doctriiia ya sancionada que inicia ju- 
risprudencia de este Tribunal Supremo, siempre-que la aplica- 
ción del grado máximo de la pena señalada al más grave de los 
delitos conjuntos es perjudicial al reo, deberá observarse la 
regla general del art. 88 clel Código penal, y no la excepción del 
art. go, con arreglo al espíritu <le la precitada ley de 3 de 
Enero. 

16 de Febrero de 198. 



LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL 

Elevada consulta por el Fiscal de una Audiencia provincial, 
se resolvió en el siguiente sentido: Contestando la cotnunica- 
ción de V. S., fecha 15 del actual, relativa á la conducta que Iia 
de seguir con motivo de manifestarse en cartas la comisión en país 
extranjero de un delito complejo de robo y homicidio, que se 
dice realizado por ..., preso actualmeiite e11 la Circe1 de ..., á re- 
siiltas de causa que contra el mismo sc instruye por lesiones 
inenos graves, he <le significarle que lo que esa Fiscalía debe 
tliliicidar con urge~icia es si realmente se Iia per1)ctrado el deli- 
to, y caso afiriilativo, si se ha iiicoado el oportiiiio procetliinien- 
to para esclarecerlo y castigarlo y las determinacioiies adop- 
tarlas contra el presunio culpal>le, promovieii(lo R tliclio fin la 
forinación de diligencias preliininares por el mcrlio más ripido 
posible, para que, por su resultarlo y teniendo en cuenta lo 
que el respectivo tratado iiiteriiacional tlisponga y lo prevenido 
eii el art. 339 de la ley orgánica del Potler ju(licia1, se proceda 
con arreglo á derecho. 

22 de Julio de 1907. 



. LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 

, Declarado concluso por el Juzgado instructor un sumario, 
sin dirigir el procedimiento contra determinada persona, como 

'á pesar de solicitarse por el Fiscal la confirmación cle dicho 
auto, acordase la Audiencia el procesamiento de tres individuos, 
acudió aquél á esta Fiscalía consultando el caso, que fué re- 
snelto en los siguietites términos : La cuestión que V. S. consiil- 
ta en sti coinutiicación tle 30 del mes próxirno pasado, á la que 
acompaiia copia certificada del auto tlictaclo por ese Tribunal 
en 16 del mismo mes, en la causa instruida por el Juzgado 
de ... por desacato i u11 .L\lcalde (le barrio, lia sido objeto de re- 
petidas ii~strucciotles de esta Fiscalía en los varios aspectos que 
puede presentar. y si reviste importancia eii el terreno de los 
priiicipios, Iiay cjue reconocer que en la práctica y en casos 
como el de que se trata no ofrece inconvenientes el desempe- 
ño de la misión encomeridada á nuestro Ministerio, pues el 
acuerdo cle revocar el auto de terminación del siitnario y or- 
denar la práctica de nuevas diligeiicias en natla se opone al 
ejercicio de la acción penal ni puede dific~dtarlo. 

Claro es que, si el Alinisterio fiscal solicita la coilfirmacióri 
del auto del Juzgado declaraiido termitiado el sumario, sera 
porque entieilcla que dicha resolnción es la procedente, y clue si 
así lo entiende tlel~e utilizar los recursos que la ley autorice 
para que se adopte. Pero una vez resueltos éstos y llevada á 
efecto la decisión del Tribunal, cumple á nuestro deber el exa- 
minar sin prejuicio al<guno el resultado que se obtenga, atentos 
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excl.~isivamente á lograr el mejor éxito en el ejercicio de la ac- 
ción penal, éxito á que no pt~ede oponerse aquella resolución 
cln el caso de que se trata, pues no debe olvidarse que al for- 
mular el Fiscal la petición expresada sin haberse dictado auto 
tle procesamiento, claraniente indica que iio encnentra méritos 
para sostener la actisacióii, caso eseiicialnieiite distinto del pre- 
visto en el art. 622 de la ley de Enjuiciamiento criminal, que 
parte del supueslo contrario: el cle que el Ministerio fiscal con- 
sidere que en el sumario se han reunijo los suficientes elemeii- 
tos para hacer la calificación de los hechos y poder entrar en 
el trámite clel juicio oral, en cuyo caso, siempre qu.e no Iiaya 
acusador privado, queda á la iniciativa del l~iscal el que desde 
luego, sin más dilaciones, se remita lo actuado al Tribunal com- 
petente. 

De todos modos, la cuestión propuesta ha sido resuelta por 
esta Fiscalía en 17 de Febrero del año último, al rleci(iir un 
caso análogo, según puede ver V. S. en el Apéndice 2 . O  página 
148 de la Última Memoria elevada al Gobierno de S. M. A las 
instrucciones contenidas en la expresada re~ol~ición debe ajus- 
tar su conducta en lo sucesivo. 

3 de Abril de 198. 

Formulada por el Fiscal de una Audiencia provincial consul- 
ta acerca de si en el caso de haber sido declarado, antes de la 
reforma del Código penal, procesado y rebelde un reo de hurto 
menor de diez pesetas, debía el Ministerio fiscal solicitar hoy la 
confirmación del auto de terminación del sumario dictado por 
ei Juez instructor, y la suspensión del procedimiento y archivo 
de la causa hasta que el rebelde se presente ó sea habido, ó 
si, como él entendía, debía limitarse á prestar su conformidad 
al referido auto de conclusión del sumario para solicitar en el 
acto de la vista á que se refiere el art. 632 (le la ley de En- 
juiciamiento criminal, el sobreseimiento libre (le la causa y 
qtie se remita al Juez municipal competente, por no revestir 
el hecho, después de la reforma del art. 531, iitín~. 5." del Có- 
digo penal, el car5cter de delito y ser constitutivo (le falta, se 
dijo á dicho funcionario : Conforme con los fundam611tbs que 
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eti el fondo abonan sil opinión, esta Fiscalía estima que,en el 
caso objeto de la consulta no pueden ser de aplicacióri los pre- 
ceptos generales que rigen el enjuiciamiento eii lo crimiiial. Ni 
aprobatlo el auto (le terininación (le1 sumario es posible que 
continile el proceclimicnto, por oponerse 5 ello el artículo 
840 ¿e la ley procesal, ni cabe tampoco iliie la reforma (le 
la legislación penal substaiitiva deje tlc tenerse cti cuenta y ser 
aplica<la. Invocaiitlo, por lo tanto, no precepto alguno (le la 
ley acljetiva, sino el terminante texto (le In. substantiva, que 
11izo perder al heclio el carActcr (le punible en concepto (le de- 
lito, debió liacerse en el estado que tuviera el proceso al publi- 
carse la reforma, iina vez precisada la cciantia (le1 hiirto y las 
cincunstancias personales del rco, la (IeclaraciOn corrcspondien- 
tc y remitir el proceso al Juzgado miinicipal. 

Así pudo y debió hacerlo el Juzga<lo instriicior, pues para 
ello le faciiltaba el art. 624 (le la ley procesal, y el que no lo 
Iiiciera no puede servir (le- obstáculo para que el IVIinisterio 
fiscal solicite y el Tribunal aciiertle quc se preste cumpliniien- 
io á la reforma lievarla á cabo en la legiqlacióti vigente. 

Deberá, por lo tanto, solicitar 1'. S. desde luego la apli- 
cación de la ley <le 3 de Eiicro último. y en si1 consecuencia 
la remisión del proceqo al Juez miinicipal correspondiente, cle- 
jándose sin efecto los autos de procesamiento y prisión tlicta- 
dos en el s~i,mario, con arreglo á la legislaci6ii anterior. 

6 de Noviembre de 1907. 

Con motivo <le la consulta hecha por el Ficcal (le iiiia Au- 
diencia provincial con relación á causa segiiitla por robo, contra 
varios individuos mayores de nueve años y menores de quince, se 
iiinnifestó al citado Fiscal, que si de las actiiacionec siimariales 
restiltare concluyentemetite demostrada, en forma que no cliese 
Iiigar á ningiin genero de cliiclas, la falta (le discernimiento de 
dichos procesados, podía pedir el sobreseimiento libre que, 
para tal caso, autoriza el art. 637 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y de no ser así solicitar la apertura (le1 jiiicio oral, 
para proceder en él segiin el resultatlo de las pruebas que al efec- 
to proponga 

26 de Noviembre de 1907. 



Ped~cla por cl Fiscal tlc una Audieiicia provincial la prisióii 
provisional (le un condenado que se l~allaba en libertad, como 
le fuese clenega<!a por el Tribunal, funrlado en que, por haber 
preparado el reo recurso (le casación por infracción de ley, ha- 
bía cesado su competencia para conocer de los ramos separado.; 
de prisión y embargo, pasando h la Sala 2." (le este Tribunal 
Supremo aciidió cn consulta al expresado funcionario, la que 
fué resuelta en 1; siguiente forma: He recibitlo la comunica- 
ción <le V. S. feclia 6 del corriente nies, á la que acompaña las 
copias de los escritos que ha presentado y ile las resoluciones 
á 10s mismos recaídas en el ramo de prisión de la caiisa segui- 
da contra ... por atentado y lesiones. 

Con la doctrina que ha sustentado de que las Audiencias 
conservan el conocimieiito de las piezas separarlas (le prisión 
de las causas en que se ha prepararlo recurso (le casación por 
infracción de ley contra la sentencia en las mismas dictada. se 
halla completamente tle acuerdo esta Fiscalía, sin que su aplica- 
ción haya ofrecido dificultad alguna hasta la fecha. De las for- 
tna<las para asegurar las responsabilidades pecuniaria<. con+ 
tantemente continiian conocientlo los Tribunales sentencia-lo- 
res, y así-con frecuencia lo hacen constar al remitir 5 este Tri- 
biinal Supremo los oportunos testimonios en cumplimiento 
de lo prevenido. En el mismo caso que éstas se hallan aqire- 
llas cuyo conocimiento tampoco pasa i e%te Tribunal Su- 
premo porque se utilice el referido recurso, como acertarla- 
mente Iia sostenido V. S. invocaniio las prescripciorie~ tie los 
artículos 908, 909, 983 y 539 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y tan es así que, si llegara el caso previsto en el 
~iiimero 1." del art. 541, seguramente no se pondría en duda 
que el Tribunal sentenciador, en cuyo poder cluerla el ramo 
correspondiente. es el llamado á clecretar la cancelación de la 
fianza y ordenar el ingreso clel reo en la prisión, como medida 
encaminada á ase@irai- en su día el ciimplimiento de la condena. 

La única cuestión objeto de la casación y que, por lo tanto. Iia 
(le decidir este Ttibunal Supremo, es si el senteilciador ha in- 
cirrrido en error [le derecho en la aplicación de la ley, sin que 
en manera alguna le esté atribuído el adoptar disposiciones para 



asegurar la ejeciicióii (le! fallo recurritlo, que, por precepto 
expreso tle la ley, deben tomarse en las piezas separa(las 
correspon(lie~ites, cuyo coiiocin~iento no le concede aquélla y es 
por completo ajeno á las funciones del Sril>unal de casacióii. 

Como en esta materia no autoriza la ley otro reciirso qtie el 
de súplica utilizatlo por V. S., si se repitiere el casc, <lebe ie- 
guir el criterio que en el presente l-ia n~anteiiido. 

11 de Junio (le 1908. 



LEY DEL JURADO 

Sobre la interpretación que debe merecer dicho precepto, 
elevó consulta el Fiscal de una Audiencia territorial, á quien se 
le contestó lo siguiente: La cuestión objeto de la consulta qw 
V. S. formula en comunicación fecha 1 1  del corriente mes, 
ha sido reswlta por este Tribunal Supremo en sentencia de 21 

de Junio próximo pasado, en el sentido, segíin textualmente 
consigna, de que, "si la retirada de la acusación, en vista del 
resultado de las pruebas, pone término al juicio, pues en tal . 
caso debe dictarse auto de sobreseimiento libre, conforme al 
art. 69 de la ley cíel Jurado, cuando los procesados son varios 
y se retira la acusación respecto á alg~inos y se mantiene en 
cuanto á lo demás, el juicio sólo puede continuar con lrss Úl- 
timos, aunque tenga que reproducirse ante nuevo Jurado por 
acuerdo de la Sección de derecho, ya porque no cabe some- 
ter al segundo juicio á los que por auto firme fueron descarta- 
dos del procedimiento, ya porque la revista de la causa tiene 
que ser necesariamente motivada, al tenor de lo dispuesto en 
el art. 112 de la citada ley, por error grave y manifiesto en que 
hubiera incurrido el Jurado al dictar un veredicto en que no 
estaban ni podían estar comprendidos los que obtuvieron el 
auto de sobreseimiento libre, y con él la libertad incondicional: 
por donde es inconcuso que si la causa eficiente de la revista 
es el error cometido por los Jueces de hecho con relación á los 
que fueron acusados, solamente contra éstos debe reproducirse 

9 
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el juicio, ya que esta reproducción tiene por objeto subsanar ó 
rectificar el error del veredicto anulado". 

Por los fundamentos que quedan transcritos, declaró este Tri- 
bunal que la Sala sentenciadora no había incurrido en error de 
derecho al denegar la pretensión del Ministerio fiscal para 
que al segundo juicio fueran citados y en él examinados, con 
el carácter que antes tuvieron, los procesados respecto á los 
que se hubiera retirado la acusación en el anterior. 

Tan terminantes declaracioiles han puesto fin á las cludas 
que sobre la interpretación y alcance de los preceptos legales 
citados se han suscitado en diversas ocasiones, é impone al Mi- 
nisterio fiscal el deber de usar con el mayor comedimiento de 
la facultad de retirar la acusación contra determinados reos, 
sosteniéndola contra otros, lo que Únicamente debe verificar 
en los casos en que sea tan clara y manifiesta la procedencia de 
hacerlo que no deje lugar á duda, teniendo siempre en cuen- 
ta el alcance é importancia de sn actitud en dicho momento 
procesal, que crea una situación definitiva de imposible recti- 
ficación en el proceso. 

18 de Noviembre de 1907. 



Previa la oportuna consulta formulada por el Fiscal de una 
Audiencia territorial acerca de la conducta que debía seguir 
con motivo dc la negativa de un Juez municipal á efectuar la 
transcripción en el Registro civil solicitada por la cónyuge, de 
su matrimonio secreto ó de conciencia, cuya publicación había 
autorizado el Sr. Provisor de la Diócesis, se le contestó que, 
apareciendo de los antecedentes que acompañaba Iiabcrse de- 
negado clicha trascripción por auto, en el que se aducían como 
fundamento las prescripciones del art. 79 del Código civil, d e  
bia abstenerse de intervenir en los particulares relacionados 
por corresponder á las partes interesadas el ejercicio de las 
acciones que procedan con arreglo á derecho, sin perjuicio de 
la intervención que el Ministerio fiscal pueda tener en el pro- 
cedimiento que en su caso se promoviera. 

26 de Tulio de 1907. 



LEY DE 26 DE JUNlO DE 1890 

Al Fiscal de una Audiencia provincial, que, en virtud de 
causa seguida por alteración de hora en la elección de compro- 
misarios para Senadores, acudió en consulta, se le manifestó 
cuanto sigue: Al publicarse la ley de sufragio universal de 26 
de Junio de 1890, se hallaba vigente la ae 20 de Agosto de 
1870, en lo relativo á la sanción penal de los delitos que pudie- 
ran cometerse en las elecciones de Senadores, delitos entre los que 
se preveía el caso de alteración de la hora en que debieran comen- 
zar las operaciones electorales, y sin duda alguna, para unificar 
la sanción de tales actos en toda clase de elecciones y evitar 
que un mismo hecho fuera castigado con diferentes penas, es- 
tableció la primera en su art. 5 . O  adicional que las disposiciones 
del título 6 . O  de la misma, relativas á la sanción penal de los 
delitos electordes, se aplicaran á los actos y omisiones que pu- 
dieran tener lugar con motivo de la elecciones de Senadores en 
relación con la ley que los regula. Así, pues, á ia fecha de la ley 
electoral de 8 de Agosto Último, la legislación aplicable en mate- 
ria de elecciones de Senarlores era la ley de 8 de Febrero 
de 1877, en cuanto á las operaciones electorales, y la de 26 
de Junio de 1890, en sustitución de la de 20 de Agosto de 1870, 
en lo relativo á la sanción penal de los actos ú omisiones que 
pudieran tener lugar con ocasión de las mismas. 

Esta Última ley electoral de 8 de Agosto de 1907, sólo 
ha venido á reformar la legislación vigente en lo relativo á las 
elecciones de Diputados á Cortes y Concejales, dejándola sub- 
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sistente en lo demás, como lo demuestra su simple lectura y en 
especial la de si1 art. 88, al limitarse á derogar las disposicio- 
nes legales y reglamentarias anteriores en cuanto se opongan á 
lo preceptuado en dicha ley, á cuyos preceptos no se opone el 
que sigan rigiendo para las elecciones de Senadores y para la san- 
ción penal de los clelitos que puedan cometerse en éstas, las pres- 
cripciones que venían aplicándose, respecto á las que ninguna 
modificación ha introducido la referida ley. 

Es, por tanto, incuestionable, y así debe sostenerlo el Minis- 
teno fistal, que la alteración maliciosa de la hora en que deben 
comenzar las elecciones es punible, como delito especialmente 
definido en el núm. 2." del art. 88 de la ley de 26 de Junio de 
1890, cuyo título 6.O continúa vigente, en sustitución de la de 20 
de Agosto de 1870, respecto á los actos ú omisiones que puedan 
tener lugar con motivo de las elecciones de Senadores. 

14 de Enero de 1908. 



Y E G L A M E N T O  DE 14 DE J U N I O  DE 1891 
É INSTRUCCIÓN 1)E 24 DE JULIO DE 1903 

Contestando la comunicación del Fiscal de nna Audiencia 
provincial, referente á denuncia que le habío sido hecha, por ha- 
ber fallecido de parto, sin asistencia médica, 5 pesar de haber- 
se requerido, la vecina de un pueblo, se dijo á aquel funcio- 
nario: Para poder apreciar con las debidas garantías de acierto 
si las omisiones ó actos realizados por el médico de... D.... de 
que V. S. me da cuenta en 6 de los corrientes, son ó no consti- 
tutivos de delito ó imprudencia ó negligencia, con arreglo á las 
disposicioi~es del libro 2." del Código penal, estimo necesario 
que se esclarezcan en el oportuno sumario las circunstancias 
del hecho, acreditándose .si el D... era ó es Médico titular del 
pueblo de ..., las obligaciones que el mismo hubiera contraído 
respecto de la asistencia á las familias pobres del pueblo men- 
cionado, y si entre éstas se hallaba la de ..., asi como las excu- 
sas que el D... hubiese alegado para dejar de asistir á la 
referida ..., ó los motivos que se lo hubiesen impedido en su caso, 
y todos los demás antecedentes, en fin, que conduzcan á demos- 
trar si por el expresado profesor de Medicina se faltó á las 
prescripciones del Reglamento de Partidos Médicos de 14 de 
Junio de 1891 ó de la Instrucción de Sanidad de 14 de Julio de 
1903, de modo que haya incurrido en sanción penal. 

27 rle Marzo de 1908, 



LEY DE 3 DE SEPTIEMBRE DE -1go4, 

Examinados á los efectos del art. 876, párrafo sexto de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, los antecedentes de un recurso de ca- 
sación por infracción de ley, preparado contra la sentencia dic- 
tada por una Audiencia, en causa seguida por contrabando y 
uso de nombre supuesto, se dirigió comunicación al Fiscal de 
dicha Audiencia, expresándole, entre otras cosas, lo siguiente: 
Se ha tenido ocasión de observar que en'el referido procedi- 
miento no ha tenido intervención el Ministerio fiscal, á pesar 
de resultar cornelido, además del delito especial de contrabando, 
el conexo de uso de nombre supuesto, que, conforme al art. 10 

de la ley ,reformando la legislación penal y procesal en la ma- 
teria, de 3 de Septiembre de 1904, había de considerarse distin- 
to é independiente del primero y ser juzgado con intervención 
de dicho Ministerio. 

Al publicarse la citada ley, hubieron de surgir dudas que mo- 
' tivaron una consalta dirigida á esta Fiscalía, y que fué resuelta 

en 15 de Mayo de 1905 en el sentido de que las prescripciones de 
la misma en nada limitaban ni extendían las atribuciones de nues- 
tro Ministerio, y que, por lo tanto, en los referidos procesos 
debía ejercitar la acción penal respecto á los delitos conexos 
que, como distintos cle los de contrabando y defraudación, se 
persiguieran, dejando á salvo la intervención del Abogado del 
Estado, á quien la ley encomienda la acusación de oficio, cuan- 
do de los expresados delitos especiales se trata. El texto de 



dicha resolución aparece inserto en la página L ~ I  de la Memo- 
ria correspondiente al citaclo año de 1905. 

Para evitar que esto se repita, aparte de las medidas qne esta 
Fiscalía se propone adoptar, será conveniente que, al tener 
V. S. noticia de la incoación de procesos por tal clase de de!ito;, 
se informe de si en ellos se persigue á la vez alguno conexo, 
para en este caso interponer su oficio en los iriismos con arreg!c* 
á la ley. 

17 de Diciembre de 1907. 



LEY DE 2 3 DE MARZO DE 1906 

Al Fiscal de una Audiencia provinc~al que, acerca de ello, 
elevó la correspondiente consulta, se le manifestó que el hecho 
de colocar una bandera bizcaitarra Ó nacionalista en la vía pú- 
blica, para celebrar una fiesta de carácter particular, no es sufi- 
ciente, por si solo, para estimarlo constitutivo del delito de ul- 
trajes á la Bandera nacional, gue sanciona y pena la ley de 
23 de Marzo de 1906. 

30 de Octubre de 1907. 

* 
6)4# 

Considerando dudosa el Fiscal de tina Audiencia provincial 
la aplicación léxica de la palabra "bandera" á "colgaclura ó 
~dorno", formuló la opovtuna co-~:ulta, que fué resuelta asi: 
Como quiera que el hecho consiste en haber rasgado el procesa- 
do de un tirón, 11 colgailura, q~ie, ostentando los colores de lx 
Bandera española, se hallaba colocada cn una calle de una villa, 
con motivo de una romería, debe V. S. proceder desde luego á 
pedir la apertura del juicio oral y 6 acusar por el delito de ultra- 
jes á la Nación. 

11 de Enero de 1908. 



Consultada y pedida por el Fiscal de una Audiencia provin- 
cial la autorizacibn á que se refiere el art. 6.O de la ley de 23 
(le Marzo de ~goG, para solicitar el sobreseimiento libre del 
número 2 . O  del art. 637 de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
en causa en la que aparecia c;iie. *celc'Diándose un meetiilg. cn 
el corral cle una aldea, por una Sociedad, el Presidente de la 
misma manifestó, según unos, "que había que hacer desapa- 
recer la idea de Patria-y que sus nietos ya no la serviriari con 
las armas", y segiin otros, "que había que hacer desaparecer la 
Patria y que sus hijos la servirían con los fusiles, pero que 
sus nietos no la servirían", se dijo al mencionado Fiscal que no 
debía pedir el aludido sobreseiiniento, dada la naturaleza del he- 
cho, comprendido notoriamente en el art. 2.- de la ley de 23 de 
de Marzo de 1906. 

23 de Abril de 19c.S. 

Xrt. 5." 

. Sobre el procedimiento adecuado para la tramitación de una 
causa, hizo la debida consulta el Fiscal de una Audiencia* pro- 
vincial, evacuándose de la siguiente manera: Dada la íntima re- 
lación que, según manifiesta V. S. en su comunicación de 21 cid 
corriente mes, guardan entre sí las diferentes responsabilidades 
contraídas por los varios procesados, contra los que se dirige 
el sumario instruido por el Juzgado de ..., bajo el iiíim .... clel 
año último, por tratarse de actosrealizados en una sola ocasión 
y bien pudiera decirse que animados de un mismo propósito, 
no es posible dejar de comprenderlos en u11 solo proceso y de 
juzgarlos en una sola sentencia, si no.ha de dividirse la con- 
tinencia de la causa y correrse cl grave riesgo .de que sobre los 
mismos recaigan resoluciones contradictorias, como poclría ocu- 
irir én el caso de que conocieran de ellos diversos Tribunales. 
Se impone, por lo tanto, el que de todos esos hechos, que como 
dice V. S. se completan y explican entre si, se conozca en un 
solo juicio y por un solo Tribunal, pues únicamente en un caso 
Gerdaderamente excepcional se procedió de otra suerte, te- 
niendo para ello en cuenta la índole esencialmente diversa cle los 
procedimientos criminales, segt'tn los determinen delitos públi- 
cos ó privados, que no consiente, sin posible inenoscado de de- 
terminaclos derechos que llevaa consigo las acciones penales 



respectivas el que en un solo juicio y consiguientemente en una 
sentencia, se unan y confundan acciones y penas de delitas de 
ambas categorías, lo que no sucecle en el sumario de que se trata, 
en que los hechos son constitutivos todos ellos de delitos perse- 
guibles de oficio, y por tanto, de la misma naturaleza las acciones 
penales ejercitadas, lo que excluye el que aquel precedente 
pueda servir de rrgla en el caso actual. . 

En tal situación, para determinar qué Tribunal es el llamado 
á conocer de todos ellos cdiijuntamente, es preciso tener en 
cuenta las diversas dicposicio~~es legales que regulan esta ma- 
teria y la calificación que merezcan los hechos. Estos, á juicio 
de V. S.., deben ser calificados como comprendidos respectiva- 
mente en los artículos 2 . O  de la ley de 23 de Marzo de 1906, 4:' 
de la de 1." de Enero de 1900, y 271 del Código penal; este Úl- 
timo delito no es de los atribuídos especialmente al Tribunal 
del Jurado ni al de derecho; el previsto en la ley de 1." de Ene- 
ro de 1 9 0  aparece como de la competencia del Jurado, por refe- 
rirse al art. 248 del Cócligo penal, cuyo texto adiciona, y por 
figurar este precepto en ei capitulo relativo á los delitos de rebe- 
lión, de los que conoce el citado Tribunai de hecho; y por últi- 
mo, el delito deficido en el art. 2 . O  de la ley de 1906, está por. la 
misma atribuído especialmente á los Tribunales ordinarios cle 
derecho. 

El art. 4." de la ley de 20 de Abril de 1888 enumera las cau- 
sas propias de la competencia del Tribunal del Jurado, y si 
bien el 7." de la misma ley somete á dicho Tribunal los delitos 
conexos con los señalados en primer término, la armonía ne- 
cesaria entre los diversos preceptos legales vigentes no permite 
atribuir al último carácter derogativo de una excepción expre- 
sa consignada en una ley, no sólo posterior, sino también de un 
carácter especial y puede decirse que excepcional. Así que, lo 
mismo que no se 11a entendido nunca ese art. 7 . O  como deroga- 
torio de los casos de excepción consignados en el 4.", no puede 
entenderse que deja sin efecto el texto terminante de una ley 
posterior, la de 23 de Marzo de 1906, que atribuye al Tribunal 
de derecho el conocimiento de las causas por los delitos com- 
prendidos en su art. 2 . O ,  de los que deben reputarse como cone- 
xos los demás que en la causa se persiguen, cualquiera que sea 
la penalidad que á unos y á otros esté fijada, porque no se tra- 
ta de la resolución de una cuestión de competencia, á que pudie- 
ra ser aplicable el precepto del art. 18 de la ley de Enjiiicia- 
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miento criminal, sino de una ciiestión de orden procesal, que 
Iiay precisión de decidir por las disposiciones combinadas de 
varias leyes; doctrina que si no ha servido de fundamento para 
resolver casos con~o el de qiie se trata por no haberse preseii- 
tado, aparece informaticlo diversos fallos de este Tribunal Su- 
premo, entre otros los de g de Junio cle 1891, 12 de Julio de 
1894 y 31 de Dicieinbre de 1903. 

Teniendo en cnenta las consideraciones expuestas, debe 
V. S. forn~ular clesde luego la calificación de los hechos que 
estime procedente, para que de todos ellos se conozca en un solo 
juicio y por un solo Tribanal, que habrá de ser el ordinario de 
derecho. 

31 de Enero de 1908 



REAL DECRETO DE 23 DE OCTUBRE DE 19ob 

Disintiendo del criterio sustentado por una Audiencia pro- 
vincial, acudió en consulta el Fiscal de la misma, á quien se 
contestó en la siguiente forma: Vista la consulta que se sirve 
dirigirme en comunicación de 14 del actual, con motivo de ha- 
ber negado esa Audiencia provincial los beneficios del Real de- 
creto de indulto de 23 de Octubre de 1906 al penado ..., senten- 
ciado á la pena de dos años y un día de prisión correccional y 
250 pesetas de multa, esta Fiscalía presta su completa conformi- 
dad al auto que me indica, dictado por la Sala en 12 del corrien- 
te mes, por cuanto dicha soberana disposición sólo tiene apli- 
cación á la multa, cuando ésta se impone como pena principal, 
y no conjuntamente con 0tra.s penas de mayor gravedad que 
aquellas á que el repetido Real decreto se refiere. 

.15 de Octubre de 1907. 



A consulta del Fiscal cle una -4udiencia provincvial, se con- 
testó lo siguien.te: "En su comunicación de 31 de Julio íiltimo ex- 
pone V. S., qu2 e?a Audiencia, en causas ya fenecidas, por hechos 
que fueron ca!ificados de delito de lesiones menos graves, anteslde 
la ley de 3 de Enero de 1907, y que en la actualidad serían consti- 
hitivos de falta, ha  dictado resoluciones acordando que las no- 
tas de penados que cle los reos se hicieran constar en el registro 
central y en la Escribanía respectiva, se anulen, lo cual puede 
ser justo; pero es el caso que, si en alguna de esas causas fe- 
necidas, en las que se embargaron bienes, se acuerda su alza- 
miento, como quiera que en otras iguales se abonaron las 
costas y .se vendieron bienes para el pago de las mismas, proce- 
dería también que e1 Estado y los otros participes devolvieran 
las cantidades cobradas por haberse dispuesto que no es deli- 
to el hecho que motivara el proceso, y por tanto, el embargo de 
bienes; existiendo adenlás otra anomalía consistente en que los 
descuidos y abandonos de la Secretaria de esa Audiencia favore- 
cen á unos penados, mientras que perjudican á otros que tu- 
vieron empeíío en solventar stis deudas con los Tribunales, y 
como este dualismo es injusto é irritante, consulta V. S. si pue- 
de interponer algún recurso y cual sea éste, al notificársele las 
expresadas resoluciones. 

Según por telégrafo manifesté á V. S., considero graves las 
medidas adoptadas por esa Audiencia en revisión de causas 
fenecidas por hechos que eran delitos antes, y que ahora sólo 
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constituyen falta, ya que terminadas dichas causas con el cum- 
plimiento de la condena por los reos, según implica el concepto 
de fenecidas, ninguna finalidad alcanza la anulación en los re- 
gisiros penales de la condena impuesta, ni puede darse mayor 
virtualidad al principio de la retroactividad de las leyes pena- 
les establecido en el art. 23 del Código penal que la expresa- 
mente consignada en relación con tal articulo en la disposición 
transitoria de la ley de 3 de Enero de 1907. 

Con arreglo á ésta, íinicamente en las causas pendientes de 
tramitación en los Juzgados y en las Audiencias por delitos de 
lesiones que deben reputarse falta, conforme á lo dispuesto 
en los artículos 433 y 602 del Código penal reformados por la 
mencionada ley, cabe hacer la declaración de constituir falta los 
hechos y ordenar su remisión al Juzgado municipal correspon- 
diente para que conozca en el oportuno juicio. 

Este beneficio, con arreglo al citado art. 23 del Código penal, 
alcanzaba á lus reos que 5 la publicación de la referida ley es- 
tuvieran cumpliendo la condena, y así lo declaró esta Fiscalía 
en su Circular de 15 de Enero del mismo año 1907, para que 
los Fiscales ejercitasen urgentemente las acciones propias de 
nuestro Ministerio, si acaso estuviese sin cumplir todavía ese 
deber ineludible para hacer efectivo tan humanitario precepto. 

Fuera de estos limites, ninguna de las disposiciones aludi- 
das otorga facultad á los Tribunales para la revisión de las cau- 
sas, y mucho menos para dar á la retroactividad de la ley en lo 
penal mayor alcance que el consignado en aquéllas; así es que 
ni la anulación de los asientos en los registros de penados, ni 
los alzamientos de los embargos, pueden ser procedentes. 

Los primeros, aunque conserven su carácter penal de delito, 
en nada perjudican á los sentenciados, porque precisamente el 
efecto de la retroactiviclad, en Caso de seguírseles nueva causa, 
impediría se les diese mayor consideración que la de condena 
por falta, como tiene estableci-lo este Tribunal Supremo en su 
sentencia de 30 de Noviembre de 1876, y en cuanto á los segun- 
dos, no debe ~erderse  de vista que si bien las costas son por 
disposición de la ley una pena accesoria, sil naturaleza es mix- 
ta y afecta á legítimos interesescle orden privado que no está 
en la potestad de los Tribunales condonar, una vez creados 
aquéllos por sentencia firme y ejecutoria. 

Imponen las consideraciones ex~uestas que en ningUn caso po- 
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dria exigirse al Estado ni á los demás partícipes la devolución 
de lo cobrado ó adjudicado en virtud cle fallo firme conclenato- 
rio y dictado con todas lzs garantías de las leyes vigentes al 
tiempo de su pronuncimiento. Intentar lo contrario sería sub- 
vertir el orden preestablecido, con grave detrimento de la aclmi- 
nistración de justicia, á cuyas resoluciones crearíase un ambien- 
te funestisimo de inseguridad. 

Al criterio expuesto debe, pues, ajustar V. S. su conducta en 
lo sucesivo, y como quiera que, contra los acuerdos que en la 
materia tratacla se adopten por esa Audiencia no señala la ley 
otro recurso que el de súplica, á que se contraen los artículos 
236 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento criminal, este es 
el que desde luego deberá V. S. interponer, dándome conoci- 
miento en cada caso de haberlo realizado, y 5 su tiempo de la 
resolución al mismo recaída. 

4 de Agosto de 1908. 



LEY DE 5 DE AGOSTO DE 1907 

Arts. 5." y 11. 

El Fiscal de una Aiidieiicia territorial elevó consulta telegrá- 
fica, respecto á si la frase "con asistencia" refiriéndose á los 
Decanos de los Colegios de Abogados y Notarios, que emplean 
los artícnlo.5 5." y 1 1  de la ley de Justicia municipal, debía en- 
tenderse en SLI significación estricta, esto es, sin tener aquéllos 
voz ni voto. X dicha consiilta se le coiitestó, también telegráfica- 
mente, como sigue: "Recibido su telegrama, fecha ayer, sobre 
interpretación y alcance ley 5 Agosto Último, como la simple a w -  
tencia, sin voz ni voto, de los Decanos, no tendría finalidad ni ser-- 
viría de garantía de acierto en la designación, no puede menos 
de estimarse que tienen los mismos derechos que Los demás 
vocales de la Sala de gobierno, y por lo tanto, voz y voto en los 
acuerdos que se adopten. 

6 de Octubre de 1907. 



LEY DE 17 DE MARZO DE 1908 

Al Fiscal de una Audieiicia provincial se le dijo: Coiite'stan- 
do á la consulta que, en comui~icacióii de 13 del actual, se ha 
servido dirigirme, acerca de si procede aplicar, en los juicios de 
faltas, la ley de 17 de Rlarzo del corriente afio, relativa á la 
condena coridicional, debo significar á V. S. que dicha ley clictacla 
exclusivamente para los delitos en la rnis~na comprendidos, sólo 
á ellos tiene aplicación, según su propio texto demuestra y puso 
en claro la discusión de que fué objeto en ambas Cámaras. 

18 de Abril de 1908. 

Resolviendo la consulta hecha por el Fiscal de una Audien- 
cia territorial se le contestó lo siguiente: Estudiada detenida- 
mente la consulta fotmulada con laticlable celo por V. S., acer- 
ca de la procedencia de la aplicacióii cle la ley de condena condi- 
cional de 17 de Marzo últimc á.... , penado por esa Audiencia 
provincial en juicio por Juraclos, como autor de cuatro clelitos 
de falsedad del art. 319 en relación con el apartalo 1 . O  del ar- 
tículo 314 del Código penal, á tres penas, por lo prevenido en la 
regla 2." del art. 89 clel mismo Código, de tres meses y once días 
(le arresto mayor, accesorias y costas, significo á V. S. que el 
referido reo se halla excluiclo del beneficio de la ley citada, con- 
forme 5 lo dispuesto en el núm. 6.0 clel art. 3 . O  de la misma, que 
al exceptuar en general á los autores cle delitos de falseclad eii 
documentos públicos y privarlos ha atendir'o á su naturaleza y 



gravedad, sin Iiacer distinción entre las múltiples figuras de de- 
lito, que, respecto á dichos documentos públicos y privados, se 
comprenden en los distintos artículos del Titulo IV de1 Li- 
bro 11 del Código penal. 

Obliga, además, en el caso consultado por V. S. á concep- 
tiiar que se trata de delito excluido de la aplicación de la gracia 
cle suspensióii de la condena, el que no puede negarse que los pe- 
nados constituyen verdacleros delitos de falsedad en documen- 
tos privados, pues aun cuando el reo no la ejecutara por si, el 
hecho realizado por él mismo de valerse de documentos falsos 
á sabiendas de que lo eran, para lucrarse, como se lucró , en per- 
juicio de tercero, no pierde por ello su naturaleza de delito de 
falsedad, á la que preferentemente hay que atender y se atien- 
de, sin distingos de ninguna clase, hasta en la determinación del 
Tribunal competente para su conocimiento y castigo por el nú- 
mero 1.O del art. 4 . O  de la ley de 20 de Abril de 1888. 



APENDICE TERCERO 

IiXPLICACION DEL SISTEXA SEGUIDO EN LA I\CTDIE.UCIA 
PROVINCIAI, DE LEOJ PARA INSPECCIONAR LAS CAUSAS 
CRIMINALES DURANTE SUS DIVERSOS PERIODO3 Y PRE- 

VENCIOXES NECESARIAS PARA SU PLANTEAMIENTO 



Atribuída por la ley de Enjuiciamiento criminal á los Fis- 
cales de las Audiencias la inspección sumarial, y determinada 
por aquélla el moclo de verificarse, he considerado como empre- 
sa difícil el hacer efectiva tan importante función, durante mi 
larga permanencia en la carrera, á pesar de haberla acometido 
con el mayor eiitusiasrno y animado por el deseo de que mi hu- 
tniltle cooperación fuera digna del elevado concepto de que goza 
eii España el RlIinisterio público. 

La explicacióil de tal creencia es fácil colegir: u11 Fiscal 
que cumpla á conciencia con sus deberes, necesita estar al tanto. 
de todas las causas que se tramiten en el territorio de la Au- 
diencia donde presta sus servicios, y para ello pone á su alcan- 
ce la ley dos ú~iicos medios: la inspeción personal y la ins- 
pección por testimonios, que habrán de remitirle los Jueces ins- 
Irilctores; pero, lo mismo el uno que el otro sistema, afectan en 
su práctica insuperables dificultades. Unas de carácter eco- 
nómico, que tienen su origen en la escasez de medios asignados al 
Ministerio píiblico para trasladarse á los Juzgados. Otras, cuya 
causa estriba en la carencia de personal que piidiera verificarla 
sin clejar desatendidas las constantes funciones que le están 
ei~comendadas; y otras, que ciertamente pueden atribuirse á la 
falta de tiempo, pues si la inspección se realizara coleccionando 
partes de incoación y testimonios, claro está. que la tarea po- 
tlria hacerse brevemente, si uno sólo fuera el sumario que pre- 
cisara aquélla ; pero como todos Ia requieren constante, resulta- 
rían insuficientes todas las horas del día para llevarla á cabo, tal 



- y conforme la ley determina y la precisa el prestigio de la Jus- 
ticia. 

Y es fenóiuetio observado que en ningiiiia de las Ftscalias 
de España existe planteado un sistema que respecto á tal parti- 
citlar pudiéramos reputar adecuado; pues en todas ellas la ins- 
pección á medio de testiinonios, si es que se verifica, afecta un 
carácter de Iaineiltable iiisuficiericia y ocasiona ímprobo trabajo. 

Esta falta sirvi6 de tenia á dos laboriosos é ilustrados fun- 
cionarios fiscales-D. Benito María Salgués y D. Aclolfo Riaza, 
que prestaban sus servicios como Teniente y Abogado fiscal en 
la Audiencia de Pontevedra,-para discutir cuáles fcierail los mc- 
dios más á proposito para suprimirla sin perder de vista la estre- 
chez en que vive el Po:ler judicial y lo limitado del personal quc 
sirve los cargo5 del h/Tinisterio píiblico; y cii efecto, (lespués de 
repetidos tanteos, plantearon un sistema parcial de itispección 
que, examina,lo por el que siiscribc al tomar posesión cle aque- 
la Fiscalía eil Mayo de 1906, le mereció sii~ceros plácemes, que 
dirigió á sus inventores y coiiveiicido cle la bondnd y tras- 
cendencia de acliiél. le clecliqué la atención 1115s preferente y el 
estudio más asiduo para ver de conseguir que la misión ins- 
pectora del Fiscal pudiera ejercerse fácilmente durante todo el 
ciclo de una causa, con el mcnor gasto de tiempo y por un solo 
individuo, ayutlado, cuando más, por el Amiliar que existe en 
todas las Ficcalias: ó en otros térinirios más espresivos, "que el . Fiscal tuviera siempre bajo su vista la tramitación de las causas 
desde su comienzo hasta su terminaciótl, y que en totlo momen- 
to pudiera apreciar cl trabajo de cada Juzgaclo y el celo de los 
Jueces, I\Iagistrados y ftincionarios fiscales". 

Al encargarme de la Fiscalía de León en Noviembre del mis- 
mo año de 1906, planteé clesde luego el sistema completo de ins- 
pección sumarial, cuyo mecanismo paso á exponer. obedecien- 
¿o á requerimientos de mis Superiores, que por inmerecidos ja- 
más podrán ser olvidados. 

Constituye la base del sistema el coleccionar los partes de 
incoación de sumario que remitan los Jueces instructores, ha- 
ciendo á cada uno la correspondiente carpeta para anotar en 
ella todas las vicisitudes que afectar pueda la causa, desde su 
comienzo Ii'sta su fin. 

Son sns elementos indispensables : 

(o) El Libro registro que debe llevarse en las Fiscalías para 
anotar en él por orden cronológico y correlativa nuineración to- 



dos los sumarios que se instruyan en los Juzgados del terri- 
torio. 

(b) Otro Libro registro cuyas hojas se distribuirán proporcio- 
nalmente entre ac~uí.llos para inscribir en él las causas que catla 
uno iticoe dáiidoles el mismo iiírmero que coiitenga cl parte, á 
fin de que resulte la correlativitlad de los asientos. 

( e )  Tantos libros de conocirnieiitos cuantos .sean los fuii- 
cionarios del I\linisterio piiblico que presten servicio en la Au- 
diencia, en los cuales Ilabrán de anotarse todos los asuntos quc 
pa.;en á su despaclio, liacieiido constar las fechas de entrada y 
salida. 

(d)  Los mo lelos impresos que nuinerados se acompaíían. 

( e )  Un armario clispuesto en la forma que asimismo se de- 
talIa. 

(f) Tantos libros registros de despacho cuantos sean los iun- 
cioi:arios fiscales. para aiiotar por orden de ~iiinieracióii rig~r- 
rosa, correlati\ra, y cronológica, todos cuaiitos rerificluen, 
l~acienclo coristar, después del número que corresponda al des- 
pacho vcrificado, la fecha en que el asunto tuvo etitrada en su 
estudio, la en q«c tenga salida, el Juzgado de procetleiicia, el 
número del roiio, el Iiecho ó tlelito, el objcto del tlictamen, la 
petición que se f~rmulara  en vista previa, y la fecha en que ésta 
se verifique. (Se acompaña morlelo.) 

Hemos diclio cu,íl es el objeto clel Libro registro general de 
causas nrlgarinente conocidas por el nombre (le "Capdepont"; 
y explicando aliora cuál sea el tlc los demás Libros que figuran 
como elementos del Sistema de inspección de que nos venirnos 
oc~rpando, haremos constar: que el registro de causas abierto á 
cada irno de los Juzgados y e~~casillado conforme al modelo que 
se acompaña tiene la finalidacl de evitar el que los partes 
de incoación dejen cle ser correlativos; á cuyo efecto, cuariclo 

, esto se advierta, se reclamará el que falte. Además, llena el 
objeto de cono-er, en cualquier momento que se desee, el nú- 
mero de cansas que lleve instruídas cada Juzgado y las fe- 
chas en que se hayan cursado y regktrado en e1 general. 

Los libros de conocimiento sirven y están destinados para ve- 
rificar la insprccióri clel trabajo personal de los Fiscales; y 
bastará para conseguirlo rápida y perfectameute, que quien la 
verifique pase la vista por los asientos que contenga y vea si los 
de entrarla están ó no caiicelaclos por los de salida, á cuyo efec- 
to figuran éstos enfrente de aquéllos. 



Los Libros registros de despacho, además de ser utilísi- 
mos para formar la estadística de los trabajos fiscales, llenan 
el objeto de facilitar la asistencia á vistas previas, pues con las 
indicaciones suzintas que contengan respecto al asunto objeto del 
despacho, podrá el funcionario que lo haya hecho, ó el compa- 
ñero que lo sustituya, dar cuenta de aquél y exponer la razón 
de las pretensiones que formule sin necesidad de acudir, eti la 

de los casos, al examen de la causa. 
El objeto del armario fácilmente se adivina, pues destinado á 

coleccionar ordenadainente las carpeta's que han de contener los 
antecedentes (le carla uno (le los sumarios que instruyan los 
Juzgados del territorio, dejaría de ser iitil si el Fiscal, ó quien 
haga sus veces, colocado delante del mueble, no pudiera á sim- 
ple vista y sin más trabajo que el de la observaciótl, formar ertac- 
to juicio del estado que mantengan las causas en cualquiera de 
sus diversos períodos é informar momentáneamente 5 quien lo 
solicite, clel que afecte una determinada. 

Preparados toilos los elementos de que dejamos hecho mérito. 
expondremos al detalle el funcionainiento del sistema, cuya im- 
plantación deberá referirse, en beneficio de los efectos estadís- 
ticos, á la feclia del 1." (le Julio, ó si se quiere, á la de 1." de Enero. 

Recibida que sea en Fiscalía un parte de incoación de suma- 
rio, se registrx en el Libro general, ntimeránclolo con el que le 
corresponda, y seguidamente se verificará igual registro en el 
particular del Juzgado de procedencia, cuidando de que los 
números clel sumario y el que le corresponrla en el Registro sean 
coinciclentes; pues la correlatividad resultante constituye el nie- 
dio más seguro para saber si el Juzgado lla omitido dar algíin 
parte de iilcoación. En tal caso, y con el objeto de que no apa. 
rezca interrumpida la numeración del Registro, se reclamará 
aquél con urgencia. 

Ilechos estos dos registros, se tomark una Iloja de las del 
inodelo nGm. I ,  y doblada al medio, se llenarán to:las las indica- 
ciones que contiene referentes al Juzgado, nombre del Escri.. 
bano, níimero que tenga el sunlario, níiinero que le haya corres- 
pondido en el Registro general, lleclio ó Celito, fecha de la incoa- 
ción y fecha del registro. Esto verificado, se incluye dentro de 
ella el parte (le incoación y se coloca en la casilla del armario 
correspondiente en la línea del período de instrucción al Juz- 
gado de procedcncia; y dentro de esta carpeta se irán colocan- 
do tan luego como se rccihan los testimoiiio.s de autos de pro- 



cesamiento, prisión, libertad y los de adelantos; c~iiclando, al 
verificarlo, de llenar las iildicaciones que co~itiene la hoja sobre 
tales particiilares. 

Dicho esto, ariarece fácil y resulta breveincilte hacedero el 
observar el estado de los suinarios en el periodo (le instrucción. 

Basta para ellc tomar del casillero correspon~liente al Juz- 
gado que se quiera inspeccionar todas las carpetas que coiiten- 
ga y examinar las indicaciones satisfechas. Si se observa nioro- 
sidad en la teri-i-iinación, teniendo en cuenta circunstaiicias tales 
como el no existir auto de procesamiento ó que la causa llevc 
en tramitación más tiempo que el prtitlencial asignado al c1elit.s 
que sea objeto de la misma, se toma un  oficio impreso y s t  
exige al Juzgado el envío de testimonio acrediiativo del estudio 
que aclu4lla mantenga ó informe de las causas i que obedezca 
el retraso nota:!o, el cual, uiia vez recibido, se incluye dentro de 
la carpeta, hncieiido constar en la línea correspondieiite de la 
inisma la fcclin en que ha sido remitido. 

Llegado que haya el oficio claiirlo cuenta de haberse dictado 
en un sumario auto de terrilinación, se incluye en la carpeta co- 
rrespondiente, anotanclo en ella la fecha que tenga tal proveído; 
y como desfe  tal momento deja el sumario de figurar como 
cargo (le1 Juzgado instructor, pasari la carpeia á la casilla in- 
mediatamente superior á la que ocupaba, forman.lo parte, por 
consiguiente, de las causas que se Iiallaii pcn<lieiites en la Au- 
diencia y lian dr ser objeto, tan liiego como traiisciirra el tér- 
mino ¿el etnplazainienio, de (lictamen fiscal referente al auto 
de terminación y subsiguiente vista previa, al de inhibición. 
si es que el Juzgado estiinó el hecho originario como constitu- 
tivo de uiia falta, ó al tle revocación, en el caso (le coiiceptuarse 
la instr~icción deficiente ó tlefectuosa. 

Tres resol~icioiies, pues, puede dictar la Sala : 
Auto de confinación.-Auto de iii1iibifiói-i.--luto de revo- 

cación. En  el prin-ier caso, va la causa á vista previa, y en ella, o 
se abre el juicio oral ó se sobresee : si el juicio oral ha sido abier- 
to, heclias las oportunas anotaciones en la carpeta y tan luego 
como la cauca se liaya calificado, se colocará en la casilla innierlia- 
tamente superior, ó sea: en la correspontliente al periodo de orali- 
dad : si ha sido sobreseída Ó se ha confirmado el auto de ii-iliibi- 
cióil, una vez Iiechas eii la carpeta las oportunas anotaciones y 
también en el Libro registro general, pasa al archivo, figurandc 
en el legajo correspondiente; y si se revoca el auto de terinina- 



ción, anotada que sea la carpeta, volverá. ésta á bajar á la casilla 
<le instrucción, siendo nuevamente cargo para el Juzgado. 

Detallado así el funcionamiento del Sisten~a por lo que con- 
cierne á los períodos de instruccióil y de r\utliciicia, no es aventu- 
rado afiriilar que la inspeccióii constailte sobre las causas no  exi- 
ge operaciones complicatlas ni absorbe gran cantidad de tiempo 
el llevarlas á cabo. lhstará examinar las .carpetas inetódicameil- 
te, y tomar luego las inedidas necesarias para evitar la moro- 
siclad y la apatía de los fu~icionarios inteivinientes en el Juzgado 
ó eil la Audiencia. Y estas metliclas se reclucen, ó á la extensióil 
de un oficio iinpreso, ó á una excitación personalinente 11echa 5 la 
Sala. 

Por lo que respecta á las facilidades requltantes del Sisteinri 
en el servicio sec~lndario de inforinacióii, solameilte diremos qi:r 
para dar c~ienta del estado de u n  sumario, bien se encuentre el7 
el Juzgado ó bien se halle e n  la Audiencia, será suficiente co- 
nocer el punto tlontle ha sido instruída y el liecho originario. Re- 
visando las carpetas que existan en los casilleros correspo~ldie~l- 
tes, en segiiiil~ lia de encontrarse la deseada, y dentro de ella 
todos los datos y noticias que se precise coiiocer; cuyo resultaclo 
no se obtendría apelando al Libro registro general. 

Coinprenden las carpetas, e n  iiltimo término, los períodos clc 
oralidad y de ejecucióii; y expuesto ya cómo ha de procederse 
en los (los anteriores, fácil es colegir las operaciones que Iiail dc 
practicarse en los íiltiinos. 

U n a  vez  heclia la calificaciói~ provisiorial, se anotará sucinta 
mente en la carpeta, así como también la fecha e n  que liaya de ce- 
lebrarse el juicio.-Celebrado y dictada sentencia, se anota tam- 
bién; y una vez declarada firme, asciende dicha carpeta á la casi- 
lla superior del armario destinada al período de ejec~tcióil, per- 
maneciendo allí l~asta  que, ciimplicla la sentencia, sea aquélla ar- 
chivada. 

Potlrá ahora preguntársenos cuál es el momento elegido ó de- 
terminado para llevar á cabo todas las anotacioiie., qne exigen 
las carpetas. Diremos, satisfacicri ' o  el interrogailte, que es el más 
oportuno aqu4 en que vienen los rollos á Fiscalía para notificar 
las resolucio~le~ c!e la Sala referentes á la teriliiiiacióli del suma- 
rio, á la inhibición, al sobresein~iento, á la apertura del juicio 
oral y á la calificaciót~, á la citación para el juicio, á la notifica- 
ción de la sentencia, á Iz cleclaracióil (le su firmeza, y, por últi- 
mo ,  á la aclinisión de los rectlr\os qce contra ella se Iiayail inter- 



puesto. Metódica y puntualmente ejecutadas las anotaciones, asc- 
guramos que en una Fiscalía de inil causas no ocasiona una 
llora diaria de trabajo, y los resultados que producen son de gran 
descanso para el Fiscal, en primer término; satisfacen, en segun- 
do, las exigencias (le la ley referentes á la inspección, y ofrecen, 
en tercero, inapreciables ventajas para la formación de la Esta- 
tlística anual, de la que 110s ocuparemos á la ligera para dar una 
pequeña prueba de nuestro aserto. 

Comprende dicha Estadística la confección de cinco estados 
rinmerados. 

Determina cl primero las causas pendieiltes en Fiscalía desde 
1.O de Julio á 30 de Junio, las ingresadas entre estas fechas y las 
pendientes de despacho en la última. 

Tiene el segtindo por objeto determinar los juicios orales cele- 
brados ante el Tribunal de Derecho desde 1." de Julio á 30 de 
Junio. 

Comprende el tercero los juicios ante el Tribuilal del Jurado 
celebrados desde 1." de Julio á 30 de Junio. 

Resume el cuarto, todos los asuntos sin distinción de procedi- 
n~ientos, despachados por la Fiscalía entre las fechas indicadas. 

Es objeto del quinto y último el relacionar las causas pendien- 
tes en la Autliencia y Juzgados el 1." de Julio, las incoadas desde 
esta fecha hasta el 30 de Junio y en tramitación el 1." de Julio, 
clasificadas por la naturaleza de los hechos ó delitos. 

El que suscribe ha pasado durante sn ya larga carrera por al- 
gunas Fiscalías, y ha podido observar en todas sin excepción 
una gran dificultatl para llevar á cabo los trabajos estadísticos. 
En todas ellas se cuenta tan sólo con el "Capdepont", y aunque 
en tal Libro registro se contienen muchos datos, resdta penosísi- 
ma la labor cle obtenerlos y se hace preciso acuriir á los Registros 
de la Secretaria y Presidencia para completarlas, con notoria de- 
ficiencia y mayor vejación del pundonor fiscal ; porque necesita- 
pedir aquello que debía poseer y tener disptiesto para utilizar en 
cualquier momento. 

Pues bien: con el sistema de inspección que (lejainos resefia- 
do, la tarea de cubrir los estados que han de remitirse anual- 
mente á la Superioridad es sencilla. y de exactitud rigurosa sn 
restiltado. 

Las causas pendientes en Fiscalía del aiío anterior, las ingre- 
sadas desde 1." de Julio á 30 de Junio, y las pendientes de des- 
paclio en,esta íiltima fecha, se determinarán exactamente, te-- 



- 15s - 
niendo á la vista los Libros de co~~oci~i~ientoss que se lleven, con- 
fornie se previene en el elemento C clel sistema de iiispccción. 

Ida estadis~ica (le los juicios ante el Tribunal de Derecho y 
ante el del Jurado con todos sus detalles, se sstisface también 
exacta y prontamente agrupando la carpetas que existan en las 
casillas corres~~onclieiites al periotlo de ejecucióri, y las que se ha- 
llen enlegrajatlas por haberse dictado eii las causas sentencias 
;ibsoluiorias ó autos de extinción de respoiisabilidad; y claro 
cst6, coino cliclias carpetas contienen torlas 1:ts iiidicacioiies pre- 
cisas para satisfacer los dalos que los estarlos exigen, resultará 
facilisiino el cubrirlos sin salir para nada de 1;iscalía 

Los asuntos sin distinción de procedimientos despachados des- 
cle 1." de Julio 5 30 de Junio por las Fiscalías, coiistituyeii lo que 
piidiéramos Ilainar estadística del trabajo; y ctr determinación 
c1etalla:la y exictísima se obtiene en los Libros registros de 
(lespacho que tendrá cacla fiincionario y con las carpeias corres- 
ponc1ieiltes :i Iris causas en las que se haya abierto el periorlo de 
oraliclad y se haya celebrado el juicio dentro [le las fechas á que 
el estutlio se refiere. 

Por Úliimo, el relacionar las causas pendientes en las Auclien- 
cias y Juzgados el 1." de Julio, las incoadas desde esta fecha 
liasta el 30 [le Junio y en tramitación el 1." de Julio, clasificadas 
por la naturaleza de los hechos Ó delitos, no ofrecen tampoco 
gran dific~iliac!. El níimero de causas iilcoadas y SLI clenominación 
con arreglo al tecnicismo del Código, nos lo ofrece el Libro regis- 
tro general ; y agregada á la cifra resultante la determinativa de 
las penclienles en el aiio anterior, obtendremos la exacta sobre las 
que tiene la Fiscalía que informar. 

La situaciión que afectar puedan, se sabe contaildo todas las 
que existan pcn,:ientes de tramitación en los Juzga-os y todas 
las que lo e:tén en la Audiencia; y exainiilando carpeta por 
carpeta de las primeras, se obtendrá el dato referente al tiempo 
que lleven de tramitación, sin incurrir en el más leve error y sin 
que el trabajo resulte largo Ó fatigoso. 

Dainos aquí por concluso el trabajo de detallar el sistema de 
inspección constante sobre las causas, ejercida desde su principio 
liasta su térinino; dejamos enumeradas también las faciliclades 
clue proporciona al Ministerio fiscal; y aunque oinitirnos detalles, 
hijos del métoplo que tenga cada funcionario en el clesempeño de 
<u trabajo, creemos que bastará lo expuesto para arlquirir clara 
idea de nuestra modestísima invención y para determinar si su 



- 159 - 
planteamieilto favorecería los propósitos de la ley y el ejercicio 
de las funciones fiscales. 

León 13 de Julio de 1908. 



Modelo núm. 1. 







Modelo núm. 4. .. Fiscalía C4 la Rwdiacla de. 

Actnarfo Sr. C o r r e s ~ o n d i b  al Sr ..................................... 

Nnm. [le1 Jnroado ................ Ntm. de L Anliencia ................ Nhm de Fiscalia ................ 
- 

Hecho (i dellt 

Fecha de la incoación .............................. F e  del registro .................. .... .............. 
Fecha de los partes de adelantos .......................... ....................................... 
... ....................................... - .............................................................................. -. ....... .- 
Procesados ....................................................................................................... 
..... .................................................................................................................. 

.................. Fecha del procesainiento ................... Situación del procesado 
............................................................ Fecha de la terminación del sumario 

Fecha de su ingreso' en Fiscalí 
.. . .  Petición formulada 

Resolución de la Sala 
.... Fecha de la vistilla 

Petición Fiscal 
.. ...... - ................................................................................................................................. . , Resolucion de la Sala su fecha .- 

.......................... ........................ Fecha de la calificación Delitos imputados 

Penas pedidas .......................................................................................................... .... ...... 
- .- - ......................... - ............ .................. -. ..... -. ........... - ... - . . .  

Fechas señaladas para el jiiicio - 

Sentencia recaída y su Techa ................................................................................. 

. , Kecursos interpuestos y por quien . , 
. Resolucion del Tribunal Supremo - .- 

PERIODO DE EJ'ECUCION 
......................... ............................. Fecha en que comienza Tribunal ejecutor - 

................................................ Dictámenes del Fiscal.-Su objeto y fecha 
................... -. .................................................. -. ........................................................................... 
Fecha del archivo . 



Modelo  núm. 5. 

AUDiENClA PROVIKCIAL 
DE... - 

................................ sumario núm. 
. - - 

..................... Número de Ficcalía 

PROCESADO 

............................................ 
.......................... " 

HECHO 6 DELITO 

........ - ..................................................... 
........................ ................................ 

.............................................................. 

ACTUARIO 

Sr ......................................................... 

Se Izn recibido en esta i?'scalia 
el oficio de V. S.  de ............. del .............. 
$nr¿ici)nndo la i7tcoació1z del srr- 
ninrio gire nl giznrzeii se iqzdicn, y 
espero qzle IZO sdlo observe escrn- 
~irlosnrizc~rle los$rece$fos de 1'1 ley 
de E~'jtiicia~iiierito cuzi~ri~zul npli- 
cnb i~s  al crZso,si720 que de o l>o~funo 
y exucfo c o t ~ o c i ~ ~ ~ i e ~ t l o  de los nzrfos 
d q?re se rcfierwz. los nrticarlos 501. 
517 y 529 de la  iwdicada ley, y en 
ge7teual de fodos las resolucio~zes 
qwe nic7rcio~tn el 646; dispo?iiazdo 

............ que cada dins, se refiiifa á 

esta E.iscalía tesli~itowio en rela- 
cid?$ de los ndelonlos e7t el $roce- 
d?itri<qiio. y sr?i:n?falnieitfe, s i  zn 
ter~rliqzncióvt se dilniara 7rtiis de %qt  

ales, cc?t expresidiz cie los ~izotivos 
del retraso. 

Dlos guarde d. V. S. ntucízos 

a+íos. 
de ............................... de 1907 



- .................................. 
- Se Iza recibido en esta Fiscnlia- 

el tesfi~rlolzio del nwto dictado l>or 
Núm. del Juzgado ..................... .-.. V. S .  etz la cfllcsa qzle al nrargelk 

NÚ,,,. de la ~ ~ , j i ~ ~ ~ i ~  ............. se expresa ....................................................... 
........................... ............................................. Núm. de Fiscalía - ............................. 

-. 
HECHO 6 DELITO 

...................................................................................... .............................................................. 
Dios gzrarde ri V. S. ~tzrrclzos 

ACTUARIO asos.  
................................... de Sr. .......................... .- ... -.- .. 
de 1907. 

.................... ............... Sr. Jztez de Iizstyuccidn de : : ...................... -.- ...................... 



Modelo núm. 7 

- 

Nfim. del Juzgado .......................... 
Nfim. de la budlencia ................. 

Ndm. de Fiscalía ........................... 

- - 

HECHO O DELITO 

... -. ... -. .................. - .. -..-.. ... -- ..-..... 

............................. .-. - .... ..... 

ACTUARIO 

sr. .................... 

* ~ % , ~ o  á V. S. se sirva remi- 

tir d esta Fiscalia testimonio en 

relacidn de las diligencias pvac- 

ticadas desde el ....................... : ...................... 

hasta la fecha, en el suinario q%e 

al margen se expresa. 

Dios gzcarde á V .  S .  muchos 

años. 

.................................... de .................................... 

de 1907. 
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ODJETO DEL DICTAMEN 
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HECHO 
6 D ELITo 



LEGISTRD DE DESPA@HO. 
e l  sistema.) 







Estado núm. 2. 

FISCALIA DEL TRlBUNaL SUPREMO 

Causas pendientes en las Audiencias y Jiizgatdos de instrucción el 1 .Ve Julio de 190'7, ineoadas desde esta fecha hasta 
30 de Junio de 1908 y en tramitación el 1." de Julio de 1908, clasificadas por la naturaleza de los hechos ó delitos. 

I 1 Pendientes 

............. Delitos contra la Constitucidn.. 1 95 1 167 1 262 

I 
CAUSAS 

............. 11 D e l i t ~  contra el orden pIblico.. 1 .S12 1 3.480 / 5.292 

................................ Falsedades 1 1.359 1 1.720 1 3.079 

e n  

1.O de Julio 

de 1807. 

1.O Jnlio 1907 

hsata 

80 Jnnlo 1908. 

1 1 Infraccidn de leyes sobre inhumaciones, vio- 

lacidn de sepulturas y delitos contra la sd- 

lud pública.. ............................ 

.............. li Delitos contra las personas.. . 1  10.992 1 21.346 1 32.338 

TOTAL 

II 11 Suicidios ................................. 1 575 / 1.376 1 1.991 

272 

1 juegos y rifas.. ............................ 
1 Delitos de los empleados públicos en el ejer- 

cici? de sils cargos.. .................... 

.............. Delitos contra la honestidad.. 1 S72 1 1.707 1 2.579 

364 

1.289 

305 

696 

287 

672 

1.985 

11 Delitos contra el estado civil de las personas. 1 77 / 152 1 229 

559 

Delitos contra el honor (perseguibles de ofi- 

cio) .................................... 

..... Il Delitos contra la libertad y seguridad.. 1 691 i 
............... iI Delitos contra la propiedad'. 1 16 230 1 31.273 1 47.503 

395 

11 Imprudencias.. ................ .o . .  ....... / 620 1 1.324 / 1.949 

567 

1 Delitos definidos en las leyes electorales. ... 1 I 579 

962 

II Delitos contra la ~ a h i a  y el Ejkrcito, defini- 

... dos en la Ley de 23 de Marzo de 1906.. 

............ I/ Quebrantamiento de condena.. 236 

25 

- - 

FJENIOXJENT&S X.' n 

EN LOS J U Z G A D O 8  DE INS'l'H; 

TIELIPO TRAFiSCI.RRID0 DESDE Lii INCOi\C16h' - 
llenos DO 1 A S DB S n R DO 6moses Mis 

de onmws. meses mesea. 6 nn silo. de nn REO. 
-- 

42 

11 Hechos por accidente.. .................... 2.504 10.214 

I 
Z 

- 
................. TOTAL. 37.555 74.890 112.845 



Estado ntim. s. 

FISCPLIA DEL TRIBUNRL SUPREMO 



Estado ntím. 4. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Chusfls incondas desde 1 ." de Jiilio de 1907 por 10s Juzgados de i n s t r u c ~ i ó o ~ o r r e s p o ~ n t ~ s  6 la circiinrcripción de cada iina de las Audiencias provinciales, clasificadas por la natiiraleza de los hechos. 



Estado núm. 5. 

endiei 
Csiisas pendientes en las Piscdíaa de las Audiencias en l.' de Julio de 1907, ingresadas desde esta fecha hasta 30 

de Junio de 3)  Y p ~ t e s  de despacho en la misma en 1 . q e  Julio de 1908. 

TOTAL 

--- 

2.097. 

7.537 

652 

1.496 

1.667 

; .568 

2.998 

1.140 

1.758 

515 

727 1 
3.104 

2.733 

967 

1 .89S 

1. 231 

1.431 

1 051 

3.363 

1.356 

3.846 
-- 
1 39 

1.413 

2.840 

1.100 

7112 

754 

1.610 

138 

3.023 

934 

705 

766 

1.239 

2.836 

2.88Q 

1.069 

001 

1 805 

1.265 

781 

926 

508 

41 3 

I . ~ J O .  

816 

1 .324. 

37 1 

830 -- 
76.934 

AUDIENC [AS 

............. dadrid.. 

3arcelona. ........... 
Albacete.. ........... 
Burgos ............... 
Cáceres. ...... 
Coruña.. ...... 
Granada.. ............ 
Las Palmas.. ......... 
Oviedo.. ............. 
Palma.. .............. 
Pamplona ........... 

............. Sevilla.. 

Valencia. ............ 
Valladolid,. .......... 

............ ( Zaragoza. 

Uicante.. ............ 
qmeria. ............. 

1 Aviia ... .,..,. 

Badajoz . ...... 
Bilbao ............... 
Cádiz.. .............. 
Castellón. ............ 
Ciudad Real.. ....... 
C6rdoba.. ............ 
Cuenca.. ............. 

N Gerona ............... 
' Guadalajara.. ........ 

............. Huelva.. 
l 

Huesca. .............. 
................. , Jaén 

................. LeCn 

............. Lérida.. 

Logroño.. ............ 
. Lugo ................ 1 Málaga ...,.......... 
1 Murcia ................ 

...... Orense.. .... J.. 

Palencia.. ............ 
............ 1 Pontevedra 

Salamanca.. .......... 
........ San Sebastián.. 

Santander.. .......... 
Segovia .............. 
Soria.. ............... 

ll 
l 

- 

Pendientes 
en 

Piscnlrn 
en .de Jollo 

de 1907. 

-- 
191 

D 

5 

19 

48 

7 

33 

38 

12 

w 

11 

56 

19 

:= 

Cnusns 1 'e? 

Flscniln 
en 1.O de ~ n l i o :  

de 19013. -1 
247 

l 

40 

12 

17 

27 

9 

28 1 
45 58 I 

w 

11 

D 

32 

w 

15 

-- 
p~ 

Ingresiulna 
desde 

1.0 110 JnHo 
de 1907 

de Jnnio 
de 1BOs. 

1.906 

7.537 

647 

1 .a77 

1 619 

1 .56t  

2.963 

1 102 

1.746 

515 

727 

3.048 

, 2.714 

DESPACHADAS POR FISCALIA 

969 

845 

1.311 

37 1 

Tarragona ............. 
................ 8 Teruel 

Toleclo ................ 
Vitoria. .............. 

1 

Parn 

DESDE 1." DE JULIO DE 1907 Á 30 DE JUNIO DE 1908 

1 10.6J2 

967 1 1.873 

7 1 

1 

13 

D 

l'' / 811 

2.779 . 4.985 74.726 
1 ' l 

224 

75 

238 

140 

528 

241 

283 

261 

917 

25 

7 

57 

12 

1.071 

D 

177 

25 

23 

25 

6 

87 

D 

96 

7 

D 

10 

15 

12 

62 

4 

28.257 

............... N Zarnora 

TOTALES. .... 
I 

l6 I 
2.268 1 

. 

TOT& 

1.850 

7.497 

640 

1.479 

1.640 

1.559 

2.970 

1.095 

1.700 

515 

716 

3.104 

2.701 

262 

392 

362 

535 

Ynrn jnlcla 

169 

69 

73 

63 

1 201 

1.234 

1.374 

1.039 

2.292 

1.336 

3.669 

759 

1.388 

2.540 

1.077 

717 

548 

1 .593 

438 

2.927 

927 

705 

756 

1.224 

2.824 

2. 827 

1 .O65 

- 
9.679 

40 

2.320 7 4 
- -  

14.505 - 

52 

11 

46 

57 

114 

10s 

Pnrn 
sobreselmienta 

provisionnl. 

808 

3.313 

261 

683 

537 

690 

1.078 

263 

777 

21 1 

292 

1.073 

1.250 

Para 

m 

3.879 

189 

10 

37 

70 

15 

tolal 
Pnrn 

por 
rebeldla. 

255 

597 

22 

36 

51 

55 

43 

1 O 

60 

17 

23 

152 

20 

517 

82 

168 

284 

121 

52 

74 

209 

1 52 

343 

139 

69 

82 

289 

256 

357 

338 

99 

291 

93 

32 

135 

GO 

37 

79 

10.5 

!?O', 

75 

23 1 

- 

Para Inhiblolhn, 
Incompeten. 

oin, elc. 

273 

1.185 

30 

. 295 

172 

268' 

428 

223 

166 

49 

82 

318 

159 

s~breselmtenta 
llbre. 

-- 

258 

672 

87 

67 

380 

i77 

617 

236 

152 

59 

131 

503 

277 

248 

175 

120 

jnicio 

110 

844 

147 

282 

230 

266 . 
553 

262 

334 

122 

144 

569 

714 

103 

134 

276 

2 1 601 

Pnrn 
reposiciiln 6 

samnrio. 

111 

522 

55 

D 

198 

22 

112 

60 

113 

2b 

2 

168 

46 

37 1 

819 

519 

e ,, o s. 

35 

364 

38 

96 

72 

81 

139 

41 

98 

31 

42 

121 

235 

29 

145 

99 

160 

389 

536 

226 

98 

149 

411 

78 

604 

149 

15 

12 

17 

1 :  

19 

42 

37 

179 

203 

111 

2, 

46 

1.275 

S 

56 

46 

119 

63 

67 

42 

67 

30 

144 

56 

34 

241 

131 

261 i 
112 , 296 

144 1 533 

430 1 1.010 
I 

1.790 

1.233 

764 

926 

508 

113 

42 

w 

74 

Y 

' 1 

23 

94 

196 

205 

670 

619 

145 

125 

257 

386 

61 

1 1:; 

56 

1 S(; 

:(y:! 

1.405 

1.005 
l 

2.088 

1.356 

377 

43 

2 

39 1 

188 

17 
162 1 
51 ' 

156 

127 

49 

289 

3.804 

759 

1.339 

2.840 

1.096 

719 

18 1 967 

301 

414 

326 

694 

196 

1.192 

448 

3 

65 

69 

751 

1.586 

436 

2.973 

93i 1 
705 

l 0 1  D 4 

29 :y 1 22 

313 21 1 32 

1 

. 1.883 

1.231 

313 

331 

432 

969 

826 

3!3 

191 

656 

465 

226 

306 

2 49 

112 

422 

29 1 

31 

11 
30 I l: 

33 64 

70 1 1.09 

" ' 
50 i 

l 

S l 

, 1 11 5 

33 1 

142 

331 

130 

32 

48 

115' 

135 

33 

22 

104 

12 

41 

82 

142 

46 

23 

61 

83 

28 
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Estado ntím. 6. 

FISCRL~R DEL TRIBUNRL S U P R E M O  

Jiiicios orales ante el Tribunal de derecho, terminados desde 1,' de Jiilio de 1907 á 30 de Junio de 1908,  



Estado nGm. 7. 

F I S C ~ L ~ P  DEI 'RIBUNRL SUPREMO 

edo .... 
na..... 

.iuicios ante el Tribunal del Juraao, celebra.dos desde 1," de Julio de 1907 á 30 de Junio de 1908, 

tian .... 
........ 

[AS 



Estado núm. 8. 

FISCALIR DEL TRIBUNAL SUPREMO 

R,esumen de todos los asuntos, sin distinción de procedimientos, despachados por las Fiscalías de las Audiencias 
desde 1,' de Julio de 1007 á 30 de Junio de 1908, 



' Estado nGm. 9. 

FISCAL~A DEL i HIBUNAL SUPREMO 

BESUPyíES de los asugtos'gube~gativos eq que Qa i~terve~ido la Fiscalía desde r.O de Julio de 1902 

á 30 de Jugio de P008. 

13 

,132 

6 

28 

12 

2.955 

1.849 

69 

- 
FUNCIONARIOS QUE LOS HAN DESPACHADO 

 os nbogsdo~ 
flseales. 

w 

17 

6 

15 

9 

n 

8 

PO 

Juntas celebradas con los Sres. Teniente y Abogados fiscales del Tribunal.. ........................... 
TOTALES ............................................ 

N A T U R A L E Z A  DE LOS AS'LNTOS 

Informesal Gobiertlo...... ......................................................................... 
Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno y Presidencia de este Tribiinal Supremo.. ...... 
Consultas á los efectos del art. 644 de la Ley de  Enjuiciamiento criminal.. .............................. 
Causas por delitos graves en que se han dado instrucciones A los Fiscales de las Audiencias.. ............. 
- reclamadas d los efectos del art. 838, núm. 15, de la Ley Ordnica del Poder judicial.. ............. 

1 Entrada.. ............................................ 
Comunicaciones registradas.. ................. 

Salida .............................................. 
Denuncias.. ...................................................................................... 
Consultas de los Fiscales ......................................................................... 

-- 
150 135 5.200 

E, Fiaeal. EITeniente 1 NYI. 

13 

90 

w 

9 

2 

B 

D 

8 

--- 

S 

25 

w 

4 

1 

S 

B 

11 



Estado num . 10 . 
FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados desde l." de Julio de 1907 S 80 de Junio de 1908 . 
11 . 1 FUNCIOiiARIOS QUE LOS HAN DESPACHADO 11 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS TOTALES 

I ............................. R~cursos  de casación prepararados Por 10s ~ n t e r ~ u e s t o s  
Fiscales .............................. Desistidos ............................. 

[ Apoyados totalmente por la Fiscalia ...... ...................... Recursos de casación interpuestospor las ............................. 
Apoyados en parte 

................................ Adhesiones 
partes Combatidos en el fondo ................... ...... .lmlnal ., - en la admisión ............... 

...................................................... Cuestiones de competencia 
................. Recursos de casación admitidos de derecho en benefiicio de los reos 

Expedientes de indulto .................. ( Informados ............. 
t desfavorablemente ........ .............. ( Recursos de ca~ación desestimados portres Interpuestos por la Fiscalla 

............................. Letrados Despachados con la nota de ~Vistosr ...... ....... ................. Recursos de casación . interpuestos por el  Ministerio Fiscal .,. 
..... Recursos de casación interpuestos por las Despachados con la nota de .Vistosw 

..,.............................. ............... partes Combatidos en  la admisión .... ....................................................... Cuestionesdecompetencia 
.................................... Recursos de revision interpuestos por las partes 

( Expedientes do ejecución de sentencias extranjeras .............................. 
........................................................... Recursos de apelaci6n .......................... í ............. Contestaciones Demandas de Clases pasivas 

Incidentes ............................. 
.......................... @ontenciosa ... I ............... ............................. 

Cont estacioces 
Demandas de todas claees Incidentes 

Excepciones ............................ 
.......... Dcrrardas interpuestas cn rcrrbre de la Admiiiistración general del Estado 



Estado núm. 11. 

RES'UXEN de apelaciones despachadas ~ Y I  AQ de Gobierno del 
Tribuxxal S upremo, 

( Desestimados 15'1 
Entre  Abogados, por compensaci6n d e  servicios.. . . . .. . . . . . . . . . . . . 153 de  estos ( Estimados, 

-- nesestimados 5GS 
Entre vecinos, por motivos d e  preferencia entre  ellos .. . :%Y:. : . . . . ,515 de  estos 1 Estimados.. . 6 

(/. 

Entre  títulos, alegando preferencia.. . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 629 

Sacman . . . . 
Expedientes acumulados ... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 84 - 

To~q- .  . . . . . . . . . . . . . 1;383 - 
". 

-.< 4 

d e  estos 1 Desestimados 426 Estimados.. . 2C3 

NOTA. Han sido desestimados con la advertencia que de ser cierta la inconpxcibilidad el Presidente de la Territorial 
?mcederii con arreglo á derecho, 22. 
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